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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
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“Montevideo, 11 de setiembre de 2012. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 


sión extraordinaria el próximo jueves 13 de setiem- 


bre, a la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos 


entrados y considerar el siguiente 


CÁMARA DE SENADORES 


9) 


Delitos cometidos por funcionarios 
policiales y tráfico de pasta base de 


COCA MA cinoieonnennd cinco acond nican sisas 


- Proyecto de ley por el que se establece 
agravante especial para los delitos pre- 
vistos en los artículos 153, 155, 156, 
157, 158, 158 bis y 160 del Código Pe- 
nal, cometidos por sujetos activos que se 
determinan, se elevan las penas corres- 
pondientes y se establece pena mínima 
de penitenciaría para las actividades de- 
lictivas previstas en los artículos 30 a 35 
del Decreto-Ley N* 14.294. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 


Representantes. 


10) Extrabajadores de la empresa Arteva 


- Por moción de la señora Senadora Dal- 
más, el Senado resuelve declarar urgente 
y considerar de inmediato el proyecto de 
ley por el que se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender, 
hasta por un plazo de ciento ochenta 


días, el subsidio por desempleo. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 


Representantes. 


11) Levantamiento de la sesión.................. 


- Por moción del señor Senador Martínez, 
el Senado resuelve postergar la conside- 
ración del asunto que figura en último 
término del Orden del Día hasta la próxi- 


ma sesión del Senado. 


ORDEN DEL DÍA 
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1% Conmemoración del “Día Internacional de la 
Democracia”. 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


22) Por el que se establece agravante especial para 
los delitos previstos en los artículos 153, 155, 156, 
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157, 158, 158 bis y 160 del Código Penal, cometidos 
por sujetos activos que se determinan, se elevan las 
penas correspondientes y se establece pena mínima 
de penitenciaría para las actividades delictivas 
previstas en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley 
N?* 14.294, de 31 de octubre de 1974. 

Carp. N* 918/2012 - Rep. N”* 636/2012 - 
Rep. N* 636/2012 Anexo I 


39) Por el que se disponen normas complementa- 
rias a la Ley N* 18.191, de 27 de noviembre de 2007, 
sobre Tránsito y Seguridad Vial. 

Carp. N* 741/2011 - Rep. N* 635/2012 - 
Rep. N* 635/2012 Anexo I 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Amorín, 
Baráibar, Bordaberry, Chiruchi, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Gallinal, Gandini, Heber, Lacalle 
Herrera, Lescano, Lorier, Martínez, Martínez 
Huelmo, Michelini, Moreira (Carlos), Moreira 
(Constanza), Nin Novoa, Pasquet, Penadés, 
Rosadilla, Rubio, Saravia, Solari, úTajam, 
Topolansky y Viera. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Agazzi, Gallo Imperiale y Larrañaga; y con aviso, 
el señor Senador Abreu. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que 
comunica la promulgación de los siguientes proyectos 
de ley: 


- por el que se establece que los Ejercicios Milita- 
res Combinados e Interrelacionados “RÍO V” y “TAN- 
QUE 2012”, autorizados por la Ley N” 18.887, de 23 
de marzo de 2012, con participación de personal y 
medios de la Fuerza Aérea Uruguaya y de la Fuerza 
Aérea Argentina, se llevarán a cabo entre el 27 y el 31 
de agosto de 2012. 
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- por el que se designa con el nombre de “Japón” 
la Escuela N* 117 de la Ciudad del Plata, del departa- 
mento de San José, dependiente del Consejo de Edu- 
cación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública. 


- por el que se autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor y Tripulación del Buque ROU 01 “Uruguay”, 
a efectos de participar en el Ejercicio “Atlasur IX”, a 
llevarse a cabo en aguas del Atlántico Sur, recalando 
en puertos de la República de Sudáfrica, entre el 30 
de agosto y el 10 de octubre de 2012. 


- por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Helénica 
en Materia de Cooperación Económica, suscrito en 
Atenas el 1% de octubre de 2010. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Ministerio del Interior remite respuesta a un 
pedido de informes solicitado por el señor Senador 
Eber Da Rosa, relacionado con la flota vehicular de 
dicho Ministerio. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR DA ROSA. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería re- 
mite respuesta a un pedido de informes solicitado por 
el señor Senador Francisco Gallinal, relacionado con 
la situación del Parque Teconológico Industrial del 
Cerro. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR GALLINAL. 


El Ministerio de Desarrollo Social remite respues- 
ta a un pedido de informes solicitado por el señor 
Senador Alfredo Solari, referido a la situación de los 
establecimientos que albergan a los adultos mayores. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
NOR SENADOR SOLARI. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite las 
siguientes notas: 


- relacionada con las palabras pronunciadas por 
el señor Senador Luis Alberto Lacalle Herrera, en 
sesión de fecha 2 de agosto de 2011, sobre los cursos 
intensivos de recuperación en la Educación Media. 


- relacionada con las palabras pronunciadas por el 
señor Senador Pedro Bordaberry, en sesión de fecha 
6 de marzo de 2012, referidas a los cien años de la ley 
de creación de los liceos departamentales. 

- TÉNGANSE PRESENTES. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 
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- por el que se autoriza la transferencia a título 
gratuito del patrimonio del Estado -Ministerio de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca- al del Instituto Nacional 
de Colonización, el Inmueble Padrón N* 1645, del de- 
partamento de Rocha. 

- A LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL. 


- por el que se sustituye el artículo 8% de la Ley 
N?* 18.566, de 11 de setiembre de 2009, relativo a la 
integración del Consejo Superior Tripartito del siste- 
ma de negociación colectiva. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguien- 
tes proyectos de ley: 


- por el que se modifica la Ley N* 18.771, de 1% 
de julio de 2011, y se establecen normas relativas al 
funcionamiento del Sistema de Responsabilidad Pe- 
nal Adolescente (Sirpa). 


- por el que se designa con el nombre de “Luis 
Ramón Igarzábal” la Escuela Rural N* 47, de Colo- 
nia Rossell y Rius, departamento de Durazno, depen- 
diente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
Administración Nacional de Educación Pública. 


- por el que se modifican disposiciones de la Ley 
N* 14.005, de 17 de agosto de 1971, relativas a la 
donación y trasplante de células, órganos y tejidos. 


Y además comunica que aceptó las modificaciones 
al proyecto de ley por el que se transfiere a la Funda- 
ción Deporte Uruguay el contralor sobre el dopaje en 
las competencias deportivas. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se estable- 
ce agravante especial para los delitos previstos en los 
artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del 
Código Penal, se elevan las penas correspondientes y 
se establece pena mínima de penitenciaría para las ac- 
tividades delictivas previstas en los artículos 30 a 35 
del Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva 
informado un proyecto de ley por el que se disponen 
normas complementarias a la Ley N* 18.191, de 27 
de noviembre de 2007, sobre Tránsito y Seguridad 
Vial. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Maldonado remite: 
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- copia de una nota presentada por la señora Edila 
Liliana Berna, a la que adjunta firmas de un conjunto 
de ciudadanos, en apoyo al proyecto de ley sobre el 
agravamiento de las penas en caso de delito de trá- 
fico de pasta base de cocaína y casos de corrupción 
policial. 

- ALAS BANCADAS DEL FRENTE AMPLIO, DEL 
PARTIDO COLORADO Y DEL PARTIDO NACIONAL. 


- copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Edil Alejandro Lussich, re- 
lacionadas con el Tratado de Intercambio de Informa- 
ción Tributaria con la República Argentina. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


La Junta Departamental de Rivera remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Jorge Fajardo, relacionadas con el 
rol de las iglesias en la sociedad actual. 

- OPORTUNAMENTE SERÁ ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR VIERA. 


La Junta Departamental de Flores remite copia de 
una exposición escrita presentada por el señor Edil 
Carlos Mecol, relacionada con la Central de Energía 
Nuclear Atucha I, ubicada en la República Argentina. 


La Junta Departamental de Paysandú remite co- 
pia de una exposición escrita presentada por el señor 
Edil Walter Duarte, relacionada con la situación de 
las empresas y trabajadores del citrus. 


La Junta Departamental de Río Negro remite: 


- un planteamiento del señor Edil Miguel Porro, 
relacionado con la posibilidad de colocar datos sobre 
el grupo sanguíneo y la calidad de donante de órganos 
en la cédula de identidad. 


- copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Edil Gabriel Galland, sobre 
la importancia del trabajo de los CATE. 

- TÉNGANSE PRESENTES.” 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Luis Alberto Heber presen- 
ta, con exposición de motivos, un proyecto de ley por 
el que se establecen becas para cursar estudios de 
posgrados o doctorados en universidades del exterior 
en áreas científicas y tecnológicas, financiadas por el 
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Ministerio de Educación y Cultura y administradas 
por el Fondo de Solidaridad creado por el artículo 12 
de la Ley N” 16.524, de 25 de julio de 1994, en la 
redacción dada por la Ley N* 17.451, de 10 de enero 
de 2002. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA.”. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Proyecto de Ley 


BECAS PARA PERFECCIONAMIENTO 
EN EL EXTERIOR 


Artículo 1*.- El Fondo de Solidaridad creado por 
el artículo 1% de la Ley N* 16.524, de 25 de julio de 
1994, con la redacción dada por la Ley N* 17.451, 
10 de enero de 2002, administrará 100 (cien) becas 
anuales para cursar estudios de Post Grados o Docto- 
rados en las principales universidades del exterior en 
áreas científicas y tecnológicas, con énfasis en cien- 
cias exactas, medicina, agronomía, veterinaria y eco- 
nomía. Las referidas becas serán financiadas por el 
Ministerio de Educación y Cultura. Tendrán derecho 
a estas becas los egresados de universidades públicas 
y privadas. 


Artículo 2”.- La Comisión Honoraria del Fon- 
do de Solidaridad indicará a los beneficiarios de las 
becas las universidades a las que podrán concurrir, 
dentro de las 10 más reconocidas a nivel mundial. La 
Comisión Honoraria del Fondo de Solidaridad podrá 
formalizar convenios con el fin de abaratar costos y 
de simplificar las matriculaciones. La no formaliza- 
ción de los convenios no obstará a que los beneficia- 
rios puedan cursar en dichas universidades. 


Artículo 3”.- La Comisión Honoraria del Fondo 
de Solidaridad establecerá las directivas generales 
para asignar dichas becas, considerando en forma es- 
pecial el desempeño académico en la carrera de gra- 
do y el nivel de comprensión de la lengua del país que 
se postulen. Será de cargo de la Comisión el control 
estricto del cumplimiento de los avances en los estu- 
dios, lo que permitirá seguir beneficiándose anual- 
mente de las becas. 


Artículo 4.- Los egresados de los cursos de Post 
Grado y Doctorado beneficiados de las becas que se 
crean en esta ley, deberán aportar al Fondo de Solida- 
ridad una contribución equivalente a 3 (tres) Bases 
de Prestaciones y Contribuciones (BPC), además de 
las contribuciones por su carrera de grado. 


Artículo 5”.- Los becados, luego de retornados al 
país, deberán ejercer en este al menos durante cinco 
años corridos, o de lo contrario devolver las sumas 
abonadas por el Estado en un plazo no mayor a un 
año, ajustado por el Índice de Precios al Consumo. 
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Exposición de Motivos 


El presente proyecto de ley tiende a lograr que 
Uruguay se convierta en un país productivo de alto 
nivel y con un desarrollo sostenible y que permita que 
sus productos, sean bienes o servicios, ingresen a los 
principales mercados mundiales, especialmente ba- 
sados en la calidad. 


Por las características de nuestro país, debemos 
enfocarnos principalmente hacia la economía del co- 
nocimiento, siendo capaces de producir ciencia, in- 
novar y transformar tecnologías. 


Es de conocimiento público que muchas de las 
empresas instaladas en Uruguay requieren de perso- 
nal con alta calificación en áreas prioritarias; con lo 
cual al lograr un mejoramiento de la capacitación de 
nuestros profesionales en esas áreas se cubrirán las 
necesidades actuales y a su vez propenderá a la insta- 
lación de nuevas empresas de primer nivel. 


Este proyecto, no solo crea nuevas y mejores 
capacidades por los cursos de Posgrado y Doctorados, 
sino que su vez, genera una mayor responsabilidad 
y dedicación de los estudiantes de grado, al saber 
que tienen la posibilidad, en base a su desempeño 
académico, de acceder a becas en las mejores 
universidades del mundo. 


El ingreso a las mejores universidades del mundo, 
no solo está ligado al pago de altas matrículas, sino 
a exigencias muy estrictas en cuanto al desempeño 
académico de grado, forma de vida, etc.; es por tal 
motivo que propendemos a la posibilidad de la reali- 
zación de convenios con dichas universidades, como 
forma de facilitar el ingreso, sin menoscabar la gene- 
ración de nuevos conocimientos.” 


5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Ope Pasquet, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicita se curse un pedido de 
informes con destino a los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería y de Relaciones Exteriores, rela- 
cionado con la información que posee el Gobierno 
uruguayo acerca de la situación de la central nuclear 
Atucha I, ubicada en la República Argentina. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO.”. 
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(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 11 de setiembre de 2012. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori. 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a Ud., de conformidad con 
lo dispuesto por el art. 118 de la Constitución, que 
curse a los Ministerios de Relaciones Exteriores e 
Industria, Energía y Minería, el siguiente pedido de 
informes: 


Es de conocimiento público que el gobierno belga 
dispuso, en el pasado mes de junio, el cierre de una 
planta de energía nuclear, por haberse detectado 
posibles fisuras en el vaso o cuba del reactor de 
la misma. La prensa argentina (ver por ejemplo 
editorial del diario La Nación del pasado 23 de 
agosto) ha comentado el hecho, señalando que la 
central nuclear argentina Atucha l utiliza un vaso o 
cuba fabricado por la misma empresa holandesa que 
fabricó la pieza cuyas fisuras determinaron el cierre 
de la planta belga; y ante ello, dice lo siguiente: 
“Cabe preguntarse si la central Atucha ha sufrido 
fallas, si se hacen las inspecciones necesarias y, algo 
esencial, si se informa a la ciudadanía acerca de la 
situación”. 


Solicito que se me informe: 


1.- Si el gobierno uruguayo dispone de informa- 
ción actualizada y fehaciente acerca del estado de la 
central nuclear argentina Atucha lI; 


2.- Si el gobierno uruguayo ha solicitado al gobier- 
no argentino, la información prevista por el artículo 
17 de la Convención de Viena sobre Seguridad Nu- 
clear con relación a la central Atucha Il, actualmente 
en construcción según informa la prensa argentina; 


3.- Si el gobierno uruguayo está en conocimiento 
de los planes de contingencia que hayan elaborado 
las autoridades argentinas para el caso de que se pre- 
sente una emergencia en la central nuclear Atucha I, 
tal como lo prevé el artículo 16 de la Convención de 
Viena sobre Seguridad Nuclear; 


4.- Si el gobierno uruguayo cuenta con su propio 
plan de contingencia para el caso previsto en el nu- 
meral precedente; 


5.- Si el gobierno uruguayo conoce las rutas de 
transporte por las que llegan a la central Atucha l, los 
materiales necesarios para su funcionamiento; 
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6.- Si el gobierno uruguayo conoce los lugares 
de disposición final de los desechos radioactivos 
resultantes del funcionamiento de la central nuclear 
Atucha I. 


Sin otro particular, saluda al Sr. Presidente aten- 
tamente. 


Ope Pasque, Senador.” 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filip- 
pini).- A la sesión extraordinaria del 4 de setiembre 
faltaron, con aviso, los señores Senadores Abreu, Chi- 
ruchi, Da Rosa y Heber. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda del 3 de setiembre faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Abreu, Heber, Larrañaga 
y Rubio. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda del 4 de setiembre faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Abreu y Heber. 


A la sesión matutina de la Comisión de Presupues- 
to integrada con Hacienda del 5 de setiembre falta- 
ron, con aviso, el señor Senador Heber y la señora 
Senadora Moreira; y a la sesión vespertina faltó, con 
aviso, el señor Senador Heber. 


A la sesión matutina de la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda del 6 de setiembre 
faltaron, con aviso, los señores Senadores Heber y 
Larrañaga y la señora Senadora Moreira; y a la sesión 
vespertina faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Abreu, Heber, Larrañaga, Scrigna y Tajam, y la seño- 
ra Senadora Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda del 10 de setiembre faltaron, con aviso, 
los señores Senadores Abreu, Larrañaga y Martínez. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda del 11 de setiembre faltaron, con 
aviso, los señores Senadores Abreu y Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda del 12 de setiembre faltaron, con 
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aviso, los señores Senadores Abreu, Amorín, Baráibar, 
Gallinal, Heber y Larrañaga, y la señora Senadora 
Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 
4 de setiembre faltó, con aviso, la señora Senadora 
Piñeyrúa. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 11 
de setiembre faltó, con aviso, el señor Senador Mo- 
reira. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación del 11 de setiembre faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Da Rosa y Moreira. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de setiembre de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente solicito al Cuerpo me con- 
ceda, por motivos personales, el uso de 1 día de licen- 
cia el jueves 13 de setiembre, al amparo del artículo 
1% de la Ley N* 17.827, y se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Javier de Haedo ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Jorge Gandi- 
ni, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 
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Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 13 de setiembre de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cdor. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo a la Ley N* 17.827, 
de fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a usted se 
me conceda licencia, por motivos personales, desde 
el día 17 hasta el día 21 de setiembre, inclusive, del 
corriente año. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Rafael Michelini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor 
Antonio Gallicchio, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


8) CONMEMORACIÓN DEL DÍA INTERNACIO- 
NAL DE LA DEMOCRACIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al 
Orden del Día, con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Conmemoración del Día 
Internacional de la Democracia”. 


Como se sabe, en el año 2007 las Naciones Uni- 
das propusieron conmemorar el Día Internacional de 
la Democracia el 15 de setiembre de cada año. Asi- 
mismo, cabe recordar que en setiembre de 1997, la 
Unión Interparlamentaria -institución de la que for- 
ma parte nuestro Parlamento y que adhiere a esta 
conmemoración- había adoptado una Declaración 
Universal sobre la Democracia. 


Por estos motivos, hemos propuesto al Senado rea- 
lizar un acto de adhesión al Día Internacional de la 
Democracia, y abrir la oportunidad de que un repre- 
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sentante de cada partido realice una intervención al 
respecto. 


Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: nos suma- 
mos al criterio propuesto por la Mesa en el sentido de 
conmemorar el Día Internacional de la Democracia. 
Como el señor Presidente señaló, formamos parte de 
la Unión Interparlamentaria y nos parece necesario 
que la difusión del concepto de la democracia sea 
acuñada en todos los Parlamentos miembros de este 
organismo. Lo digo porque no todos los países miem- 
bros de la Unión Interparlamentaria son realmente 
democráticos, pero no vamos a generar una polémica 
sobre el concepto que cada uno de los partidos polí- 
ticos aquí representados pueda tener sobre la demo- 
cracia en los distintos países del mundo. 


Creemos que esta moción, que costó votar en la 
Unión Interparlamentaria, es importante, no sola- 
mente para que se pueda contar con un día de re- 
flexión sobre lo que representan los valores demo- 
cráticos, sino también para que podamos tener una 
visión interna de cómo se camina rumbo a profun- 
dizar el concepto de la democracia, que no se limi- 
ta solamente a elegir los Gobiernos mediante el voto 
secreto y, de esa forma, permitir la participación de 
los ciudadanos. 


A la democracia no solo hay que aceptarla. En 
innumerables oportunidades he señalado que me 
preocupa escuchar a gente que dice, peligrosamen- 
te: “Nosotros aceptamos las reglas democráticas”; 
porque no es lo mismo aceptarlas que creer en ellas. 
Aceptarlas es como decir: “Bueno, este es el sistema 
por el cual tenemos que convivir”. Pero distinto es el 
concepto de aquellos que creemos que la democracia 
es el mejor sistema de convivencia o, quizás, el que 
menos defectos tiene, el menos malo, o como se lo 
quiera ver. En lo personal, creo en ella y, a mi juicio, 
el Partido Nacional, a lo largo de su historia -son 176 
años-, ha demostrado haberse comprometido en la lu- 
cha por profundizar la democracia y la participación. 


Pensamos que se debe creer en los postulados de 
la democracia y no solo aceptarlos, pero vemos se- 
ñales peligrosas en el continente -y decimos esto sin 
mencionar a nadie, porque no se busca generar una 
polémica en una instancia de recordación y de com- 
promiso- en el sentido de que esa democracia se li- 
mita a cumplir con el requisito de la votación pero 
luego, en su ejercicio desde los Gobiernos, se hace 
una imposición al resto de la sociedad que no está 
plenamente representada. 


Estas reflexiones deben llevarnos a cuidar lo que 
tenemos y a no caer en la tentación de esas demo- 
cracias autoritarias, porque la democracia es, justa- 
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mente, lo contrario del autoritarismo: es el Estado de 
Derecho; es la defensa del más débil frente al fuer- 
te; es lo jurídico como garantía de la convivencia; es 
el equilibrio que tiene que haber en los Poderes. En 
nuestra concepción, la democracia representativa es 
un vehículo para el ejercicio del poder del pueblo que, 
en su representación, no puede hacer lo que quiere; 
hay límites. De ahí es que nuestra Carta Magna es- 
tablece claramente hasta dónde van los límites que 
necesariamente tienen los Poderes en su convivencia 
democrática. 


Por eso hoy, en esta Conmemoración del Día Inter- 
nacional de la Democracia, volvemos a establecer en 
forma pública nuestro compromiso con la democracia 
y nuestro criterio en el sentido de que no solamen- 
te votando estamos generando una democracia, sino 
que también lo hacemos a través de un sistema de 
convivencia donde el respeto y las opiniones diferen- 
tes sean tomadas en cuenta, y donde se promuevan 
discusiones tolerantes que generen la posibilidad de 
enriquecer las propuestas, porque la verdad no está, 
ni siquiera, en el que ha sido más votado. 


Estamos presentes en este compromiso que 
el Parlamento uruguayo tiene con la Unión 
Interparlamentaria, sumándonos a la Conmemoración 
del Día Internacional de la Democracia. Como señalé 
anteriormente, no creo que todos los Parlamentos que 
son miembros de este organismo puedan hablar con 
la propiedad con que nosotros podemos hacerlo. Este 
concepto, que lejos está de ser arrogante con respecto 
a otros sistemas de convivencia, aspira a que los 
Parlamentos que forman parte de esta organización 
internacional realmente sean representantes de la 
sociedad, de su pueblo y que, además, generen una 
discusión libre y democrática, que no se traduzca 
solo en la instancia electoral, sino que se refleje en la 
discusión de ideas que se produce todos los días y que 
nos acerca a la verdad, porque nadie tiene la verdad 
en su puño. 


En función de lo expresado, nuestro partido se 
suma a la iniciativa del Presidente del Cuerpo en el 
sentido de celebrar el Día Internacional de la Demo- 
cracia, valiéndonos todos los años de este día para 
hacer un alto en la discusión política, en la que, como 
es lógico, se enfrentan ideas -no personas-, sin buscar 
etiquetarlas ni descalificarlas en función de quién las 
sostenga, sino tratando de analizarlas en su viabilidad 
y contundencia; es decir, discutiendo en el más alto 
nivel y generando una mejor democracia, que es lo 
que todos queremos en nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Viera. 
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SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, en su Resolución del 
año 2007, alentó a los Gobiernos a fortalecer los Pro- 
gramas Nacionales dedicados a promover y consolidar 
la democracia, y también decidió conmemorar el Día 
Internacional de la Democracia el 15 de setiembre 
de cada año. 


El 8 de noviembre de 2007, la Asamblea Gene- 
ral proclamó el Día Internacional de la Democracia 
e invitó a los Estados miembros del sistema de las 
Naciones Unidas y a otras organizaciones regionales, 
intergubernamentales y no gubernamentales a con- 
memorar este día. Proporciona una oportunidad de 
examinar el estado de la democracia en el mundo. La 
democracia es tanto un proceso como una meta y solo 
con la plena participación y el apoyo de la comunidad 
internacional, de los órganos nacionales de gobierno, 
de la sociedad civil y de los individuos, puede el ideal 
de democracia tornarse realidad para ser disfrutado 
por todos en todos lados. 


En el transcurso de la historia las democracias 
han prosperado, han sido amenazadas o desmante- 
ladas y han resurgido en las sociedades del mundo 
entero. En 2007 Naciones Unidas reconoció el carác- 
ter indefectible y universal de los principios demo- 
cráticos, proclamando que este día se conmemore el 
principio democrático. Al instituir tal fecha ha hecho 
notar que, si bien las democracias tienen caracterís- 
ticas comunes, no existe un modelo único y la demo- 
cracia no pertenece a un país o región. 


En setiembre de 1997, la Unión Interparlamenta- 
ria adoptó una declaración universal sobre el tema. 
Esta fecha tiene por objeto celebrar estos principios 
comunes y, a su vez, servir como recordatorio de la 
necesidad de promoverla y protegerla. La democracia 
se identifica por ciertos principios primordiales y por 
una serie de instituciones y prácticas por las que se 
aplican tales principios. Su punto de partida, como 
en el caso de los derechos humanos, es la dignidad 
del individuo. Sin embargo, la democracia también 
tiene un enfoque específico -en tanto es el gobierno 
del pueblo- y es el de la adopción de las decisiones 
sobre reglas y políticas para cualquier grupo y un con- 
cepto distintivo del ciudadano, no solo como portador 
de derechos y responsabilidades, sino como partici- 
pante activo en las decisiones y políticas colectivas 
que influyen en sus vidas. 


Los principios básicos de la democracia son dos: 
el pueblo tiene derecho a una influencia controladora 
sobre las decisiones públicas y quienes las adoptan, y 
el pueblo debe ser tratado con igual respeto y digni- 
dad en el contexto de tales decisiones. En forma re- 
sumida, podemos denominarlos principio del control 
popular y principio de la igualdad política, respecti- 
vamente. 
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La democracia siempre es más una cuestión de 
grado con que se aplican ciertos principios que un 
estado final de perfección. En particular, siempre que 
la población se organiza colectivamente en la socie- 
dad civil para resolver sus problemas, proteger o pro- 
mover sus intereses, persuadir a sus conciudadanos 
de sus propios puntos de vista o influir abiertamente 
en la política gubernamental, puede considerarse que 
ello es una expresión de la democracia, tanto como la 
propia estructura del gobierno. Si el punto de partida 
de la democracia es el derecho de los ciudadanos a 
opinar en las decisiones que influyen en sus vidas, 
sobre la base de la igualdad con otros, se requiere 
un marco para que este derecho político fundamental 
sea eficaz. Estos son los derechos y las libertades ha- 
bituales de expresión, asociación y reunión. 


El derecho a la expresión del pensamiento y de la 
opinión sin obstáculos requiere la existencia de me- 
dios informativos independientes y de una legislación 
que impida cualquier tipo de presión, fundamental- 
mente desde los centros de poder. Es necesario, ade- 
más, anotar con claridad que para que los derechos y 
las libertades civiles y políticas tengan algún valor, los 
ciudadanos deben poseer la capacidad de ejercerlos. 
Como indica la historia de nuestro siglo, la exclusión 
social y la falta de educación conducen a la alienación 
civil y política de los excluidos y proporcionan un cal- 
do de cultivo para la intolerancia política. No en vano, 
la ignorancia, el analfabetismo y la marginalización 
son moneda corriente en los países menos democrá- 
ticos y en las dictaduras más atroces del mundo. 


La democracia es un valor universal basado en la 
voluntad libremente expresada de los pueblos de de- 
terminar su propio sistema político, económico, so- 
cial y cultural y su participación plena en todos los 
aspectos de su vida. Los valores de libertad y respeto 
por los derechos humanos y el principio de celebrar 
elecciones periódicas y genuinas mediante el sufragio 
universal, son elementos esenciales de una demo- 
cracia vigorosa. A su vez, esta proporciona el medio 
natural para la protección y la realización efectiva de 
los derechos humanos. Los valores incorporados en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos han 
sido elaborados aún más en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que consagra una mul- 
titud de derechos políticos y libertades civiles en los 
que se basan las democracias significativas. 


La voluntad de la población debe constituir la 
base de la autoridad de gobierno. Ella se expresará en 
elecciones periódicas y genuinas mediante sufragio 
universal e igual, y se celebrarán por voto secreto o 
por procedimientos de votaciones libres equivalentes, 
según indica el numeral 3 del artículo 21 de la De- 
claración Universal de Derechos Humanos. A su vez, 
los principios consagrados en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en 
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instrumentos de derechos humanos posteriores que 
abarcan grupos como los pueblos indígenas, las mino- 
rías o las personas con discapacidades, son igualmen- 
te esenciales para la democracia, habida cuenta de 
que garantizan la distribución equitativa de la riqueza 
y la igualdad y equidad con respecto al acceso a los 
derechos civiles y políticos. 


Este día nos permite repasar los acontecimientos 
más significativos en el camino hacia la democracia, 
una historia en constante evolución, escrita por los 
pueblos de todo el mundo que reclaman el respeto de 
la dignidad y de los derechos humanos, el fin de la co- 
rrupción, el derecho a opinar sobre su futuro, puestos 
de trabajo, acceso a la Justicia y una participación 
equitativa en la vida política. Esa historia está solo en 
sus comienzos y en permanente construcción, por- 
que las democracias no nacen de un día para otro ni 
se consolidan en un año o con la celebración de una 
o dos elecciones; por el contrario, exigen un trabajo 
sostenido y meticuloso, y una vez que se ponen en 
marcha ya no hay vuelta atrás. 


Ahora bien, las reformas deben ser reales. Los 
pueblos no desean un gobierno autoritario con una 
cara humana, sino entrar en un círculo virtuoso 
de derechos y oportunidades, basado en el Estado 
de Derecho, en una sociedad civil dinámica y en 
un sector privado emprendedor y respaldado por 
instituciones estatales eficaces, que rindan cuenta 
de sus actos y aseguren la estabilidad. El diálogo 
inclusivo es crucial y la diversidad de opiniones y 
partidos es un factor imprescindible para el logro de 
este objetivo. Debemos esforzarnos por promover el 
pluralismo y proteger los derechos de las minorías y 
de los grupos vulnerables. Las mujeres deben estar 
en el centro de todos los esfuerzos para construir 
un futuro democrático y sin discriminaciones. 
Ellas han estado al frente de los movimientos en 
favor del cambio, y tienen derecho a que su voz sea 
tenida en cuenta en los procesos de gobernanza y 
adopción de decisiones. También hay que aplicar 
las opiniones de los más jóvenes. No podemos 
ignorar la presión que ejercen los grandes cambios 
demográficos registrados en todo el mundo; de lo 
contrario, los jóvenes procurarán forjarse su propio 
futuro, haciendo frente por su cuenta a las malas 
perspectivas que se les vaticinan y a la indiferencia 
de los gobiernos. 


Un elemento subyacente a todas esas condiciones, 
que además es esencial para el éxito a largo plazo, 
es la educación para la democracia, tema que inspi- 
ra la celebración de este año. Es preciso que todos 
los ciudadanos de todos los países sean plenamente 
conscientes de sus derechos y de sus responsabilida- 
des, tanto las democracias antiguas como las nuevas, 
independientemente de su grado de estabilidad o fra- 
gilidad. Eso es algo especialmente necesario en los 
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países que han conseguido avances más recientes, a 
fin de que esos progresos no se malogren. 


Las Naciones Unidas han manifestado estar firme- 
mente decididas a trabajar con todos los países para 
apoyar las iniciativas mundiales y locales encamina- 
das a incorporar la educación sobre la democracia en 
todas las iniciativas educativas y en las estrategias de 
gobierno a largo plazo. Debemos forjar sinergias entre 
el gobierno y los expertos internacionales en educa- 
ción para determinar cuáles son las mejores prácticas 
en esta esfera y difundirlas. También debemos pro- 
mover una cultura de participación cívica, para estu- 
diar las posibilidades creadas por los nuevos medios 
de comunicación y prestar apoyo a los países en la 
preparación de programas de estudios y métodos de 
capacitación. 


Desde este día y con el trabajo permanente de esta 
Casa debemos usar toda nuestra creatividad y volun- 
tad en apoyo a esta misión y hacer un esfuerzo super- 
lativo por implantar y profundizar la educación sobre 
la democracia para todos. 


Las Naciones Unidas han definido que para este 
15 de setiembre de 2012 el tema sea “Educación 
para la Democracia”. El tema propuesto es esencial 
para el éxito a largo plazo de la democracia. 
Todos los ciudadanos de todas las naciones deben 
aprender y comprender plenamente sus derechos y 
responsabilidades, especialmente los de los países 
que recientemente se han convertido en sociedades 
más democráticas. Se plantean preguntas como: 
¿Por qué debo votar? ¿Cómo puedo influir en mis 
líderes? ¿Qué puedo esperar razonablemente de 
mis funcionarios electos? ¿Cuáles son mis derechos 
constitucionales? Estas deben ser abordadas a 
través de instituciones cívicas, en la prensa y en 
las aulas. Solo con ciudadanos educados puede 
surgir y profundizarse una cultura sostenible de la 
democracia. 


El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po- 
líticos de 1966 establece la base jurídica de los prin- 
cipios de la democracia con arreglo al Derecho In- 
ternacional, en particular la libertad de expresión, la 
libertad de reunión pacífica, el derecho a la libertad 
de asociación con otras personas, el derecho y la 
oportunidad de tomar parte de la conducción de los 
asuntos públicos, el derecho al voto. 


El Pacto es vinculante para aquellos Estados que 
lo han ratificado antes del 8 de julio de 2010, que 
fueron 166, o sea aproximadamente el 85% de los 
miembros de la Organización de las Naciones Uni- 
das. No todos han ratificado este Pacto y esto llama 
la atención. 
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Desde 1988 Naciones Unidas ha aprobado por lo 
menos una resolución por año con relación a algún 
aspecto de la democracia y el tópico ha surgido como 
tema fundamental a partir del resultado de las prin- 
cipales conferencias y cumbres de la Organización 
desde los años noventa. Entre las metas de desarrollo 
internacionalmente convenidas que se produjeron se 
incluyen los objetivos de desarrollo del milenio. 


Al respecto, Churchill decía: “La democracia es 
el menos malo de los sistemas de gobierno, pero el 
más difícil porque exige un delicado equilibrio entre 
términos opuestos. Trata de satisfacer la voluntad de 
las mayorías sin sacrificar las minorías, de propiciar 
la igualdad sin desdeñar las diferencias, de hacer un 
lugar a la sociedad civil sin devaluar el rol del Estado, 
de preservar los derechos del individuo sin descuidar 
el interés general. Promueve una refinada mecánica 
electoral cuidando que no se enfríe el entusiasmo 
democrático ni su sentido de la vida; procura que los 
intereses privados interactúen con los públicos sin 
tensión, rupturas o caídas en la corrupción. 


Este delicado equilibrio y esta difícil vigilia 
ciudadana amenazan producir fatiga, incertidumbre, 
decepción. Se reclama del electorado un 
comportamiento prudente y sujeto a normas, 
respeto por el prójimo, un estado de derecho, 
incesante información, una libertad irrestricta pero 
con conciencia de sus límites, una audacia que no 
caiga en excesos, sabiduría en la elección de los 
representantes pero también” hay que otorgarle, 
asegurarle las herramientas para ejercer “un severo 
control de sus movimientos”. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- En 1997, en El Cairo, el 
Consejo Interparlamentario realizó la Declaración 
Universal sobre la Democracia y se estableció el 15 se 
setiembre como Día Internacional de la Democracia. 


Esta Declaración, amén de afirmar los principios bási- 
cos de la democracia -como elecciones limpias, libres y 
transparentes; ciudadanía informada; vigencia plena 
de los derechos civiles, políticos y sociales, y defensa 
del pluralismo y de la libertad de expresión y asocia- 
ción-, reconoció la voluntad soberana de los países 
para darse el sistema económico y político que quisie- 
ran. La democracia, pues, es compatible con diversas 
formas de organización política y económica de la so- 
ciedad, no con una sola. 
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El Día Internacional de la Democracia y la Decla- 
ración Universal sobre la Democracia fueron enton- 
ces y son ahora una expresión de defensa del pluralis- 
mo de opiniones, de intereses, de ideas y, sobre todo, 
de instituciones. 


En su Declaración del año 2012, el señor 
Presidente de la Unión Interparlamentaria reafirma 
este principio universal. Todos los seres humanos son 
iguales y tienen el mismo derecho a participar en los 
asuntos públicos con el fin de tomar en sus manos 
su propio destino. Además, recordando la Primavera 
Árabe, agrega que sin duda la pluralidad de opiniones 
en una democracia puede llevar a la confrontación, y 
este es el precio aceptable a pagar por la democracia 
-reconoce, entonces, que la democracia es antes 
conflicto que consenso-, pero lo que la diferencia de 
otros sistemas políticos es que el principio y la práctica 
de la solución de diferendos se realiza a través del 
diálogo. Diría, señor Presidente, que esta no es la 
esencia de la democracia, sino de la propia política, 
que ante todo es persuasión, convencimiento y es 
sustancialmente distinta a la fuerza, a la imposición 
violenta que reclama la pura obediencia. La política 
es lo que viene después de la violencia, luego de la 
obediencia o de la imposición por el garrote. No me 
refiero a lo que viene después en el sentido de lo que 
afirma Carl Schmitt, que expresaba que “la política 
es la continuación de la guerra por otros medios”, 
porque esta frase -que a algunos les gusta y a otros no 
nos gusta nada- define a la política como puro poder, 
cuando la política es autoridad, no poder, y lo que 
diferencia a la autoridad del poder es que mientras 
que el poder exige mandato, la autoridad exige 
consentimiento libre y voluntario de los hombres. 
Hay autoridad porque hay libertad, consentimiento, 
creencia en la legitimidad del principio de 
representación que entraña toda autoridad. Cuando 
no hay autoridad, hay poder, obediencia, imposición, 
mandato. 


Cuando hablamos de la democracia nos referimos 
a la más alta concepción de la política, que es 
persuasión y convencimiento, porque para que el 
poder sea ejercido se precisa convencer, y por eso 
necesitamos ganar elecciones, seducir electorados 
y convencer al prójimo. Cuando hablamos de la 
democracia aludimos a un ideal de organización 
política -de esta política de convencimiento y 
persuasión- que reconoce la igualdad de todos los 
seres humanos. Esa es la forma especial que la 
democracia da a la política. Claro que esto significa 
igualdad ante la ley, pero también es el derecho a 
un trato igual y esa es la base del principio de no 
discriminación. Es la igual oportunidad que tienen 
todos los seres humanos para que sus puntos de vista 
sean conocidos y conocer los de los otros; es, sobre 
todo, la igual oportunidad que cada miembro de esta 
asociación política debe tener para instruirse, tanto 
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sobre las políticas que se aplican como sobre las 
alternativas de otras políticas que serían aplicables. 
Esto se denomina principio de la comprensión 
ilustrada de las políticas. 


Cuando la política lleva el signo de la igualdad 
comienza la era democrática. Hace treinta años casi 
ningún país de América Latina era democrático y hoy 
casi todos lo son, pese a los reveses sufridos primero 
en Honduras y más recientemente en Paraguay. Hoy 
la mayoría de los países tienen lo que llamamos una 
democracia mínima, es decir, gobiernos elegidos en 
elecciones limpias y transparentes y un Estado de 
Derecho, a veces más presente en los papeles que en 
los hechos, pero un Estado de Derecho reconocido 
al fin. En esta ecuación mínima, que entiende 
a la democracia como partidos y elecciones, hay 
muchas cosas que tenemos que perfeccionar. Lo 
primero que tenemos que mejorar es la igualdad de 
oportunidades para la competencia política, para 
que no haya partidos pobres y partidos ricos, para 
que las mujeres no queden excluidas de los cargos 
de decisión y para que los indígenas -sobre todo en 
este continente- participen en pie de igualdad con 
el hombre blanco. Hemos avanzado en cuanto a 
los partidos pobres y los partidos ricos, y hoy casi 
todos los países tienen leyes de financiamiento de 
campañas. El financiamiento público genera mucha 
igualdad para que los partidos compitan en forma 
equivalente al conquistar el voto de los ciudadanos, 
pero se precisan algunas otras cosas, como, por 
ejemplo, mejorar el acceso a los grandes medios de 
comunicación. 


Hay un 19% de mujeres en Parlamentos latinoa- 
mericanos -incluso, hay Presidentas-, por lo que con 
el 13% estamos por debajo del promedio. Para que 
las mujeres no queden excluidas de los cargos de de- 
cisión hoy tenemos la ley de cupos, que dará sus re- 
sultados en las elecciones de 2014. Para que los más 
relegados sean los más privilegiados también se han 
hecho algunas cosas; así, un obrero metalúrgico llegó 
a ser Presidente en Brasil y un indígena campesino 
cocalero lo fue en Bolivia. Esto no significa que nues- 
tras sociedades tengan tanta movilidad que hasta los 
obreros llegan a ser Presidentes, sino que demues- 
tra que la acción colectiva de los más desplazados los 
puede llevar al reconocimiento para ocupar los más 
altos cargos de la conducción política. 


Sí hay que mejorar la igualdad de oportunidades 
políticas, pero también el acceso y las oportunidades 
para el ejercicio del sufragio; y nosotros en particular, 
en Uruguay, debemos actuar para que el derecho a 
votar de los de afuera -derecho que está consagrado 
en la Constitución- no diferencie entre pobres y ricos, 
lejanos o cercanos, entre los que pueden pagar un 
pasaje y los que no, sino que sea efectivo allí donde 
esté toda la diáspora uruguaya. También debemos 
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mejorar la democracia interna de los partidos, porque 
si son los custodios de la democracia deberían dar 
el ejemplo mostrando democracia interna en sus 
organizaciones. Hoy tenemos elecciones internas 
para los partidos políticos en casi todos los países, 
y en Uruguay son muy importantes y abiertas. Ese 
es un avance, pero la democracia interna debería 
extenderse no solo a la elección de las personas sino 
también a las discusiones programáticas y de agenda, 
para que los partidos profundicen permanentemente 
su relación con la ciudadanía, en especial en los 
períodos interelectorales y no solamente cuando hay 
elecciones. Sobre todo, deberían dar a conocer sus 
programas e ideas a través de amplios debates que 
no queden librados a la suerte de lo que los grandes 
medios de comunicación quieran transmitir. Pienso 
que la política debería tener su propia agenda y en 
este sentido creo que ayuda la transmisión en vivo de 
nuestros debates. 


Hay que superar la visión minimalista de la 
democracia como puro gobierno de los políticos, 
porque ella debería hacer que la participación de 
todos fuera lo más amplia posible en la red pública. 
Hoy, con una población infinitamente más ilustrada 
e informada de lo que lo era hace solo cincuenta 
años atrás, este sueño es posible. América Latina 
ha desarrollado mecanismos de democracia directa 
muy importantes, como las asambleas constituyentes 
y los referendos revocatorios, y esto ha dado como 
resultado un notorio incremento de la popularidad 
de la democracia en toda la opinión pública 
latinoamericana. 


Superar la visión minimalista supone decir, tam- 
bién, que la educación es un problema de democra- 
cia, porque sin educación no hay comprensión ilus- 
trada de nuestras vidas y menos aún de la sociedad en 
la que nuestra vida se inserta. Si no comprendemos 
lo que pasa, cómo podríamos ser dueños de nuestro 
destino, ser agentes activos formativos de nuestra 
propia vida, como dice Amartya Sen. Sí, la educación 
es un problema de la democracia, pero también la 
riqueza y la pobreza lo son, porque cuando la demo- 
cracia funciona redistribuye bienes, amplía oportu- 
nidades, reduce la pobreza. ¡Ay de una democracia 
que no redistribuya recursos! Sería una democracia 
banal, una democracia de fachada, una democracia 
sin carne y sin sustancia. 


Finalmente, las libertades son un problema de de- 
mocracia. En un país tan preocupado por la seguri- 
dad, hay que recordar una y otra vez que la democra- 
cia tiene que ver más con los derechos y las libertades 
que con la seguridad, con la incertidumbre que con 
las verdades, las soluciones y los planes bajados por 
autoridades ilustradas, porque es una construcción 
colectiva y por eso nos desafía. Ella nos devuelve en 
espejo lo que somos como colectivo, lo que podemos 
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hacer y lo que no, lo que alcanzamos y todas nuestras 
frustraciones; porque en una democracia y solo en 
una democracia somos todos responsables, cada uno 
por todo y ante todo. 


Gracias, señor Presidente. 


9) DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONA- 
RIOS POLICIALES Y TRÁFICO DE PASTA 
BASE DE COCAÍNA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechamos la ocasión 
para saludar a docentes y alumnos de tercer y sexto 
año del Colegio de los Maristas de Pando, a quienes 
agradecemos mucho su visita. 


El Senado ingresa a la consideración del segundo 
punto del Orden del Día: “Proyecto de ley por el 
que se establece agravante especial para los delitos 
previstos en los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 
158 bis y 160 del Código Penal, cometidos por sujetos 
activos que se determinan, se elevan las penas 
correspondientes y se establece pena mínima de 
penitenciaría para las actividades delictivas previstas 
en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974. (Carp. N* 918/2012 - Rep. 
N* 636/2012 Anexo 1).” 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 918/2012 
Rep. N* 636/2012 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1”.- En los delitos previstos en los ar- 
tículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del 
Código Penal, constituye agravante especial y la pena 
se elevará en un tercio en su mínimo y en su máximo, 
que el sujeto activo sea funcionario policial, funcio- 
nario militar, magistrado, actuario, y alguacil del Po- 
der Judicial, ministro del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, magistrado del Ministerio Público y 
Fiscal o funcionario de la Dirección General Imposi- 
tiva o de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Artículo 2”.- A quien preste funciones en estable- 
cimientos de reclusión o detención de personas, se le 
incrementará en un tercio la pena mínima y máxima 
correspondiente cuando cometa cualquier delito en 
ejercicio de su función o en ocasión de esta. 


CÁMARA DE SENADORES 


165-C.S. 


Artículo 3”.- Las disposiciones de los artículos 
anteriores en ningún caso se podrán aplicar en forma 
acumulativa. 


Artículo 4”.- Agrégase al Decreto-Ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 y sus modificativas, el 
artículo 35 Bis, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


“ARTÍCULO 35 Bis.- Cuando las actividades de- 
lictivas descritas en los artículos 30 a 34 tengan por 
objeto material todas aquellas formas de cocaína en 
su estado de base libre o fumable, incluida la pasta 
base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres (3) años de penitenciaría. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el 
artículo 35 tengan por objeto material todas aquellas 
formas de cocaína en su estado de base libre o fu- 
mable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de dos (2) años de peni- 
tenciaría. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, 
el Juez de la causa podrá disponer excepcionalmente 
la aplicación de las medidas consagradas en el artículo 
3” de la Ley N” 17.726, de 26 de diciembre de 2003, 
siempre y cuando se cumplan, en forma acumulativa, 
las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes pena- 
les por haber cometido delitos a título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desde el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 


C) Que el imputado no le haya vendido dicha sus- 
tancia a menores de edad. 


Dictada la sentencia de condena, previa realiza- 
ción de las evaluaciones correspondientes, tomando 
en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, 
el Juez de la causa podrá disponer la continuación de 
las medidas mencionadas en el inciso anterior, hasta 
el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministe- 
rio de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de En- 
carcelados y Liberados y a la Oficina de Supervisión 
de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y 
su familia.” 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el día 11 de 
setiembre de 2012. 


Rafael Michelini, Miembro Informante; Francisco 
Gallinal (con salvedades), Eduardo  Lorier, 
Constanza Moreira, Rodolfo Nin Novoa, Ope 
Pasquet (con salvedades), Luis Rosadilla. 
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PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Púbicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 27 de junio de 2012. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo el presente proyecto de ley, que refiere al 
agravamiento de las penas en caso de delito de tráfico 
de pasta base de cocaína y aquellos que refieran 
directamente a los casos de corrupción policial y 
de quienes cometan delitos prestando funciones en 
establecimientos de reclusión o de detención. 


El presente proyecto de ley pretende agravar el 
margen punitivo de los delitos correspondientes a 
los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 Bis y 160 
del Código Penal, si los mismos fueran cometidos por 
funcionarios policiales. En este caso, nos referimos a 
los siguientes tipos penales: peculado, peculado por 
aprovechamiento del error de otro, concusión, cohe- 
cho simple, cohecho calificado, tráfico de influencias 
y fraude. 


Por otro lado se pretende similar consecuencia 
para quienes prestando funciones en un estable- 
cimiento de reclusión o detención y en ocasión del 
cumplimiento de dichas funciones, cometieran algún 
tipo de delito. 


El funcionario policial es uno de los principales 
protagonistas en la prevención y la represión de los 
delitos. Es quien debe garantizarle a la sociedad el 
mantenimiento de la seguridad pública. Y en ese sen- 
tido, debe ser un ejemplo de conducta y disciplina. 


De esta manera, los delitos que el código penal 
consagra como aquellos “Delitos contra la adminis- 
tración pública”, no pueden tener la misma pena si 
son cometidos por funcionarios públicos en general o 
funcionarios policiales. 
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El policía tiene como función primordial el com- 
bate a los delitos, y como tal -junto con las fuerzas 
armadas- ejerce el monopolio en el uso de la fuerza 
para hacer cumplir la ley. Cualquier tipo de desvia- 
ción en ese sentido es de extrema gravedad y deja a 
la población civil en una situación de absoluta inde- 
fensión. Y por tanto, los actos de corrupción policial 
deben ser especialmente reprimidos. 


Situación similar sucede con quienes prestan ser- 
vicios en un establecimiento de reclusión o deten- 
ción. Los mismos, sean funcionarios policiales, ope- 
radores penitenciarios o funcionarios del INAU, son 
los principales responsables, no solo de la custodia 
de los detenidos, sino también de su rehabilitación. 
Como tal, la naturaleza de su función exige un grado 
de responsabilidad absoluto e incorruptible. 


El hecho de que una persona, en el cumplimiento 
de sus funciones trabajando en un centro de deten- 
ción y reclusión, cometa o facilite la comisión de de- 
litos, implica una situación de extrema gravedad que 
puede desembocar en daños incalculables. Así ha su- 
cedido en reiteradas ocasiones y debe ser reprimido 
con firmeza. No puede tener las mismas consecuen- 
cias respecto a otro funcionario, ya que la entidad del 
daño que pueden provocar es sustancialmente mayor. 


En otro orden de cosas, el consumo de “pasta base 
de cocaína” es uno de los principales flagelos de nues- 
tra sociedad. Genera daños inconmensurables y lleva a 
sus consumidores a niveles extremos de adicción y des- 
trucción. Nuestro ordenamiento jurídico no distingue 
el tratamiento punitivo según el tipo de sustancia ilícita 
de que se trate. Independientemente de la misma, ac- 
tualmente las penas establecidas no varían. 


Por este motivo, es necesario agravar las penas cuan- 
do la sustancia ilícita objeto de las actuaciones judicia- 
les, sea “pasta base de cocaína”. De esta manera -a los 
efectos de su definición legal- y luego de diversas con- 
sultas evacuadas por especialistas en el tema, se ha lle- 
gado al concepto que determina el contenido específico 
de la sustancia, y es el que se vierte en el artículo 4 del 
presente proyecto de ley. En tanto, siendo la sustancia 
implicada la definida anteriormente, se establecerán pe- 
nas más graves para quien realice las actividades delic- 
tivas previstas en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley 
N? 14.294, en la redacción dada por la Ley N* 17.016. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Enrique 
Pintado, Edgardo Ortuño, Jorge Venegas, Ricardo 
Ehrlich, Eleuterio Fernández Huidobro, Daniel 
Olesker, Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Luis 
Porto, Francisco Beltrame, Tabaré Aguerre, 
Eduardo Brenta, Liliam Kechichián. 
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Proyecto de Ley 


Artículo 1%.- La pena prevista en los artículos 
153,155, 156,157, 158,158 bis y 160 del Código 
Penal, se elevará en un tercio en su mínimo y en 
su máximo cuando los delitos fueran cometidos por 
funcionarios policiales. 


Artículo 2.- Cuando un delito fuere cometido por 
quien preste funciones en un establecimiento de 
reclusión o detención, en ocasión del cumplimiento 
de esas funciones, la pena prevista para el delito de 
que se trate se elevará en un tercio en su mínimo y 
en su máximo. 


Artículo 3%.- Las disposiciones de los artículos 
anteriores en ningún caso se podrán aplicar en forma 
acumulativa. 
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Artículo 4”.- Agrégase al Decreto-Ley N* 14.294 de 
31 de octubre de 1974 y sus modificativas, el artículo 
35 Bis, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 35 Bis.- Cuando las actividades delictivas 
descritas en los artículos 30 a 35 tengan por objeto 
material cocaína que contenga impurezas producto 
del proceso de elaboración y/o adulteraciones no ap- 
tas para el consumo humano, la pena a aplicar tendrá 
un mínimo de tres años de penitenciaría”. 


Enrique Pintado, Edgardo Ortuño, Jorge 
Venegas, Ricardo Ehrlich, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Daniel Olesker, Eduardo Bonomi, 
Luis Almagro, Luis Porto, Francisco Beltrame, 
Tabaré Aguerre, Eduardo Brenta, Liliam 
Kechichián.” 
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Disposiciones citadas 


CÓDIGO PENAL 


Ley N* 9.155, 
de 4 de diciembre de 1933 


LIBRO Il 
TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 
CAPITULO | 


Artículo 153. (Peculado.- El funcionario público que se apropiare el dinero 
o tas cosas muebles, de que estuviere en posesión por razón de su cargo, 
pertenecientes al Estado, o a los particulares, en beneficio propio o ajeno, será 
castigado con un año de prisión a seis de penitenciaria y con inhabilitación 
especial de dos a seis años. 


Artículo 154. (Circunstancia atenuante).- Constituye una circunstancia 
atenuante especial, el hecho de tratarse de dinero o cosas de poco valor y la 
reparación del daño previamente a la acusación fiscal. 


Articulo 155. (Peculado por aprovechamiento del error de otro).- El 
funcionario público que en ejercicio de su cargo, aprovechándose del error de 
otro, recibiere o retuviere, indebidamente, en beneficio propio e ajeno, dinero u 
otra cosa mueble, será castigado con tres a dieciocho meses de prisión y dos a 
cuatro años de inhabilitación especial. 


Artículo 156. (Concusión).- El funcionario público que con abuso de su 
calidad de tal o del cargo que desempeña, compeliere o indujere a alguno a dar 
o prometer indebidamente a él o a un tercero, dinero u otro provecho 
cualquiera, será castigado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR 
(diez mil unidades reajustables) e inhabilitación de dos a seis años. 


Se aplica a este delito la atenuante del artículo 154. 


FUENTE: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8* 


Artículo 157. (Cohecho simple).- El funcionario público que, por ejecutar 
un acto de su empleo, recibe por sí mismo, o por un tercero, para si mismo o 
para un tercero una retribución que no le fuera debida, o aceptare la promesa 
de ella, será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de 
penitenciaria, con multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 5.000 UR 
(cinco mil unidades reajustables) e inhabilitación especial de dos a cuatro años. 
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La pena será reducida de la tercera parte a la mitad, cuando el funcionario 
público acepta la retribución, por una acto ya cumplido, relativo a sus 
funciones. 


FUENTE: Ley N* 17.060, de 23 de diciembre de 1998, 
arlículo E* 


Articulo 158. (Cohecho calificado).- El funcionario público que, por 
retardar u omitir un acto relativo a sus cargo o por ejecutar un acto contrario a 
los deberes del mismo, recibe por sí mismo o por otro, para sí o para otro, 
dinero u otro provecho, o acepta su promesa, será castigado con doce meses 
de prisión a seis años de penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis 
años, y multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 10.000 UR (diez 
mil unidades reajustables). 


La pena será aumentada de un tercio a la mitad en los siguientes casos: 

1) Si el hecho tuviere por efecto la concesión de un empleo público, 
estipendios, pensiones, honores o el favor o el daño de las partes 
litigantes en juicio civil o criminal. 

2) Si el hecho tuviere por efecto la celebración de un contrato en que 
estuviere interesada la repartición a la cual pertenece el funcionario o se 
realizare por medio de un uso abusivo de los procedimientos legales que 
deben aplicarse por la Administración Pública en materia de adquisición 
de bienes y servicios. 

FUENTE: Loy N* 17.080, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 8*. 


Artículo 158 bis. (Tráfico de influencias).- El que. invocando influencias 
reales o simuladas, solicita, recibe por sí mismo o por otro, para si o para otro, 
provecho económico, o acepta su promesa, con el fin de influir decisivamente 
sobre un funcionario público para retardar u omitir un acto de su cargo, o por 
ejecutar un acto contrario al mismo, será castigado con tres meses de prisión a 
cuatro años de penitenciaria. 


La pena será reducida de un tercio a la mitad cuando se acepta la 
retribución, con el fin de inflvir decisivamente, para que el funcionario público 
ejercite un acto inherente a su cargo. 


Se considerará agravante especial del delito la circunstancia de que el 
funcionario público, en relación al cual se invocan las influencias, fuere alguna 
de las personas comprendidas en los artículos 10 y 11 de la ley de prevención 
y lucha contra la corrupción". 


FUENTE: Loy N* 17,060, de 23 de diciembre de 1998, 
artículo 9% 


Artículo 160. (Fraude).- El funcionario público que, directamente o por 
interpuesta persona, procediendo con engaño en los actos o contratos en que 
deba intervenir por razón de su cargo, dañare a la Administración, en beneficio 
propio o ajeno, será casligado con doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria, inhabilitación especial de dos a seis años y multa de 50 UR 
(cincuenta unidades reajustables) a 15.000UR (quince mil unidades 
reajustables)”. 
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Ley N? 17.726, 
de 26 de diciembre de 2003 


PRISIÓN PREVENTIVA 


SE ESTABLECEN MEDIDAS ALTERNATIVAS 


Artículo 1? - No podrá disponerse la prisión preventiva del procesado cuando 
se imputen faltas o delitos sancionados con pena de multa, suspensión o 
inhabilitación. En tales casos se aplicará en lo pertinente el artículo 71 del 
Código del Proceso Penal y la Ley N* 15.859, de 31 de marzo de 1987, y su 
modificativa, Ley N” 16.058, de 27 de agosto de 1989. 


Articulo 2? - El Juez podrá no decretar la prisión preventiva de procesados 
primarios cuando "prima facie" entienda que no ha de recaer pena de 
penitenciaria. En ese caso podrá sustituir la prisión preventiva por alguna de 
las medidas reguladas en el siguiente artículo, siempre que el procesado así lo 
consienta. La sustitución de la prisión preventiva no se decretará cuando la 
gravedad del hecho o el daño causado por el delito así lo ameriten. En todos 
los casos se requerirá la opinión del Ministerio Público, que a tales efectos, 
además de las condiciones del imputado y su causa, tendrá en cuenta el no 
aumentar los riesgos de la población 


Estas medidas no podrán disponerse por un plazo mayor al establecido para 
las penas por los delitos imputados. 


Toda medida alternativa deberá ser tomada respetando en su más amplia 
acepción los principios inherentes a la dignidad humana, 


Artículo 3*.- Son medidas sustitutivas a la prisión preventiva: 

A) Presentación periódica ante el Juzgado o Seccional Policial. 

8) Prohibición de conducir vehículos por un plazo de hasta dos años, cuando 
se hubiese cometido un delito culposo, en ocasión del tránsito vehicular, 
contra la vida, la integridad fisica o se hubiera provocado daño importante 
en la propiedad a criterio del Juez. Se procederá al retiro de la libreta de 


conducir y se efectuará la comunicación correspondiente a las Intendencias 
y sus Juntas Locales. 


c 
D 


— 


Restitución de la situación jurídica anterior a la comisión del delito. 


—= 


interdicción: la prohibición de concurrir a determinados lugares, comercios 
o domicilios, incluido el propio; o la obligación de permanecer dentro de 
determinados límites territoriales. 


E) Atención médica o psicológica de apoyo o rehabilitación: la obligación de 
someterse a determinado tratamiento por un plazo máximo de seis meses, 
si el tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese 
internación. 
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F) Prestación de servicios comunitarios: la obligación de cumplir las tareas 
que se le asignen, teniendo en cuenta su aptitud o idoneidad, en 
organismos públicos o en organizaciones no gubernamentales, cuyos fines 
sean de evidente interés o utilidad social. Estas medidas no podrán 
sobrepasar las dos horas diarias o las doce semanales y su plazo máximo 
de duración será de diez meses, 


La Suprema Corte de Justicia establecerá los criterios generales que 
deberán cumplir las instituciones a que refiere este literal a efectos de 
determinar las remuneraciones que se pagarán por el trabajo cumplido por 
los procesados y que se depositarán en el fondo a que refiere el artículo 16 
de esta ley, las que se reservarán y reintegrarán al procesado si se 
revocase el auto de procesamiento o recayese sentencia absolutoria 
(artículos 235, 238 y 245 del Código del Proceso Penal). 


Podrán también los Jueces cometer el cumplimiento de esta medida al 
Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados o a comisiones 
departamentales con cometidos similares en el interior de la República. 


G) Arresto domiciliario: la obligación de permanecer en su domicilio, sin salir 
de sus límites, por un plazo máximo de tres meses o de permanecer en él 
dentro de determinados días u horas por un plazo máximo de seis meses. 


H) Arresto en horas de descanso: la obligación de permanecer los dias 
laborables durante las horas de descanso bajo arresto por un plazo 
máximo de seis meses. El arresto deberá cumplirse en el Hogar del 
Liberado a cargo del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, o 
donde el Juez lo indique. 


1) Arresto de fin de semana o de descanso semanal: la obligación de 
permanecer un día y medio continuo bajo arresto que coincidirá con el 
lapso de descanso semanal del procesado, que se cumplirá en una 
Comisaría Seccional, por un plazo máximo de seis meses. 


J) Cualquier otra obligación sustitutiva propuesta por el procesado y aceptada 
por el Juez, que cumpla con las finalidades de esta ley o suponga una 
adecuada reparación del mal causado. 


K) Si el procesado fuere solvente deberá garantizar adecuadamente el pago 
de los dias-multa a imponerse, en caso de no ser absuelto. 


Artículo 4%. (Oportunidad de imposición y cese).- Podrán imponerse las 
medidas a que refiere el articulo anterior, en el auto de procesamiento, o 
posteriormente al mismo, en forma fundada. 


Cuando estuviese cumpliendo prisión preventiva,  decretándose 
simultáneamente la libertad provisional. Se procurará que las medidas 
sustitutivas perjudiquen en la menor medida posible las actividades laborales o 
educativas del procesado. 


El cese anticipado de las medidas o de alguna de ellas o la sustitución de la 
prisión preventiva por medidas alternativas, se tramitará en la misma forma y 
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plazos que el incidente excarcelatorio (artículos 156 y 157 del Código del 
Proceso Penal) y el fallo será pasible de los mismos recursos (artículo 158 del 
Código del Proceso Penal). 


Artículo 5*.- En caso de imposibilidad del cumplimiento de la medida por 
causa no imputable al procesado, la misma se sustituirá por otra u otras sin 
aumentar su gravedad, 


Artículo 6”. (Improcedencia).- Las medidas sustitutivas a que refiere esta ley 
no proceden en los casos de reincidencia o habitualidao. 


Articulo 7*.- Las medidas a que refiere el artículo 3% de esta ley, sólo se 
revocarán en los casos graves de violación de los deberes impuestos. 


Se considerará caso grave la existencia de un procesamiento posterior. 
La decisión será apelable con el solo efecto devolutivo. 


En este caso las medidas cumplidas se computarán a efectos de la 
preventiva a sufrir de la siguiente manera: 


A) Interdicción (literales B) y D) del artículo 3%. un día de prisión por cada 
cinco días de la medida cumplida. 


B) En caso de tratamiento ambulatorio: se computará un día de prisión por el 
tratamiento semanal, independientemente de las horas que éste insuma. 


C) Servicios comunitarios: un dia de prisión por cada día efectivamente 
trabajado. 


D) En caso de arresto domiciliario con prohibición absoluta de ausentarse un 
día de prisión por cada día de arresto; en caso que el arresto hubiese sido 
parcial: un día de prisión por cada diez horas de arresto continuado. 


E) Arresto en horas de descanso: un día de prisión por cada jornada de 
arresto. 


F) En caso de arresto de fin de semana o de descanso semanal: dos días de 
prisión por cada oportunidad de cumplimiento de la medida. 


G) En caso de las demás medidas, si ellas supusiesen una privación de 
libertad ambulatoria o la obligación da permanecer en algún lugar: un día 
de prisión por cada diez horas continuas de cumplimiento de la medida, 
salvo que ella hubiese impuesto el cumplimiento de alguna actividad, en 
cuyo caso se acumulará el cómputo del literal C). 


Artículo 8?. (Disposición transitoria).- Los procesados con prisión, en los 
casos en que sea presumible que no ha de recaer pena de penitenciaria, y que 
a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no hayan sido excarcelados 
provisionalmente, pueden solicitar que la prisión preventiva les sea sustituida 
por alguna o algunas de las medidas previstas en la presente ley, lo que se 
tramitará en la forma y plazos del incidente excarcelatorio, siendo la decisión 
pasible de los mismos recursos. 


A efectos de la determinación de la gravedad de la medida se tomará en 
cuenta el lapso de prisión sufrido. 
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Articulo 9”. (Penas sustitutivas).- Cuando la pena sea de prisión podrá 
sustituirse por alguna o algunas de las medidas previstas en el articulo 3*. 


Artículo 10. (Aplicación).- Cuando en la sentencia no se resolviera otorgar la 
libertad (artículo 325 del Código del Proceso Penal podrá imponerse la 
sustitutiva que corresponde siempre que la pena a recaer no supere los tres 
años de penitenciaria. No se sustituirá la pena a reincidentes o a habituales. 


En tales casos el Juez, al determinar la pena, establecerá el valor del dia- 
multa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de esta ley 


Si al quedar ejecutoriada la sentencia el condenado no se hallase en prisión 
preventiva se suspenderá su reintegro a la cárcel, procediéndose como lo 
prescribe el artículo 327 del Código del Proceso Penal. 


Artículo 11.- Cuando la sentencia definitiva imponga pena de prisión se 
concederá al encausado la suspensión condicional de la pena (artículo 126 del 
Código Penal), siempre que se tratare de un primario que haya sido procesado 
sin prisión o con las medidas sustitutivas previstas en esta ley y las haya 
cumplido, salvo la existencia de causa grave debidamente fundada. 


S: la sentencia impusiere una pena de hasta tres años de penitenciaria el 
Juez podrá conceder la suspensión condicional de la pena, atendiendo los 
requisitos del inciso anterior y previo informe del Instituto Técnico Forense, 
fundando su decisión, 


En ambos casos el plazo de vigilancia por la autoridad será de un año. 


Artículo 12. (Determinación del dia-multa).- El valor del dia-multa será fijado 
por el Juez entre 0,10 UR (un décimo de unidad reajustable) y 5 UR (cinco 
unidades reajustables), teniendo en cuenta la situación económica del 
obligado, los bienes que posea, sus ingresos, su aptitud para el trabajo y sus 
cargas familiares. 


Artículo 13.- Si cumplido lo establecido en el artículo 327 del Código del 
Proceso Penal, no se resolviese otorgarle la libertad condicional, la pena se 
liquidará a razón de un dia-multa por cada día de pena, descontándose los días 
de prisión efectivamente sufridos, o el cumplimiento de las medidas sustitutivas 
computadas como lo dispone el artículo 7% de esta ley, ejecutándose en la 
forma establecida en el articulo 337 del Código del Proceso Penal 


Si se trata de la pena sustitutiva del literal B) del artículo 3? de esta ley, se 
descontará el tiempo que hubiese estado privado de conducir durante el 
proceso. 


Artículo 14.- Sustitúyese el articulo 337 del Código del Proceso Penal por el 
siguiente: 

"ARTÍCULO 337.- Si se condena el pago de una multa, ésta podrá hacerse 
efectiva de las sumas que se hubiesen depositado en garantía de pago de 
días-multa, o ser abonada hasta en dieciocho cuotas mensuales, las que 
podrán reducirse, de acuerdo con las posibilidades económicas del 
condenado. Podrá el Juez, excepcionalmente, reducir su importe cuando el 
condenado acredite que ha empeorado de fortuna, lo que se tramitará por 
vía incidental. 
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El control del pago será de cuenta de la Oficina Actuaria que, sin necesidad 
del mandato judicial, procederá a intimar al condenado al pago de lo 
adeudado siempre que se atrase en más de una cuota”. 


Artículo 15.- En los casos de libertad condicional (articulos 131 del Código 
Penal y 327 del Código del Proceso Penal), el término de vigilancia de la 
autoridad será de tres años y podrá ser reducido hasta dos por el Juez de 
ejecución, de oficio o a pedido del condenado. 


Lo dispuesto prececentemente será aplicable a las condenas en que penda el 
término de vigilancia a la fecha de entrada en vigencia de esta ley. 


Artículo 16 - Las sumas que se recauden por el pago de penas así como por 
concepto de dias-multa, se depositarán en la forma dispuesta por el artículo 
121 de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 


Artículo 17. - En cualquier estado de la causa, a solicitud presentada por 
escrito por la defensa, la Suprema Corte de Justicia, previo informe del Instituto 
Técnico Forense, podrá conceder la excarcelación provisional por gracia, 
atendiendo a la preventiva ya sufrida o a la excesiva prolongación del proceso. 


Articulo 18 - Ver artículo 341 del Código Penal. 


Artículo 341.- 
(Circunstancias agravantes) 

La pena será de doce meses de prisión a ocho años de penitenciaria 
cuando concurran las siguientes agravantes: 

1. Si para cometer el delito el sujeto hubiera penetrado o se mantuviere en 
un edificio o en algún otro lugar destinado a habitación, 

2. Si el sujeto llevara consigo armas o narcóticos, aún cuando no hiciera 
uso de ellos. 

3. Si la sustracción se efectuara sobre persona en estado de inferioridad 
psíquica o física. o con destreza. o por sorpresa, mediante despojo de las 
cosas que la víctima llevara consigo 

4, Si el hecho se cometiera con intervención de dos o más personas, o por 
sólo una, simulando la calidad de funcionario público o con la participación 
de un dependiente del damntficado. 

5. Si el delito se cometiera sobre objetos o dinero de los viajeros, 
cualquiera fuese el medio de transporte, durante la conducción, así como en 
los depósitos y estaciones, albergues y cualquier otro lugar donde se 
suministran alimentos o bebidas. 

6. Si el delito se cometiera sobre cosas existentes en establecimientos 
públicos o que 5e hallaren bajo secuestro o expuestas al público, por la 
necesidad o costumbre o destinadas al servicio público, o de utilidad, 
defensa, reverencia o beneficencia públicas. 

7. Cuando la victima fuere un encargado de numerario o valores, 


FUENTE: Ley N* 17.931 de 19/12/2005, 
articulo 7? 
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Decreto-ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 


ESTUPEFACIENTES 


CAPITULO IV 


Artículo 30.- El que, sin autorización legal, produjere de cualquier manera las 
materias primas o las sustancias, según los casos, capaces de producir 
dependencia psíquica o física, contenidas en las listas a que refiere el artículo 
1*, precursores químicos u otros productos químicos, contenidos en las Tablas 
1 y 2 de la presente ley, asi como los que determine el Poder Ejecutivo según 
la facultad contenida en el artículo 15 de la presente ley, será castigado con 
pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria, 


Artículo 31.- El que, sin autorización legal, importare, exportare, introdujere en 
tránsito, distribuyere, transportare, tuviere en su poder no para su consumo, 
fuere depositario, almacenare, poseyere, ofreciere en venta o negociare de 
cualquier modo, alguna de las materias primas, sustancias, precursores 
químicos u otros productos químicos mencionados en el artículo anterior será 
castigado con la misma pena prevista en dicho artículo. 


Quedará exento de pena el que tuviere en su poder una cantidad razonable 
destinada exclusivamente a su consumo personal, con arreglo a la convicción 
moral que se forme el Juez a su respecto, debiendo fundamentar en su fallo las 
razones que la han formado, 


Artículo 32.- El que organizare o financiare alguna de las actividades delictivas 
descritas en la presente ley, aun cuando éstas no se cumplieran en el territorio 
nacional, será castigado con pena de veinte meses de prisión a dieciocho años 
de penitenciaria. 


Artículo 33.- El que, desde el territorio nacional, realizare actos tendientes a la 
introducción ¡legal a países extranjeros de las sustancias mencionadas en la 
presente ley, será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años 
de penitenciaria. 


Artículo 34 - El que sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, 
suministrare, aplicare o entregafe las sustancias mencionadas en la presente 
ley, o promoviere, indujere o facilitare su consumo, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a ocho años de penitenciaria. 


Artículo 35.- El que violare las disposiciones de la presente ley en materia de 
importación, exportación, producción, elaboración, comercialización O 
suministro de las sustancias y preparados contenidos en las Lista ll de la 
Convención Única de Nueva York de 1961, así como las comprendidas en las 
Listas li, 11! y 1 del Convenio de Viena, será castigado con pena de 200. 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. 
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Decreto-Ley N* 14.222, 
de 11 de julio de 1974 


SE APRUEBA LA CONVENCION UNICA DE 1961 SOBRE ESTUPEFACIENTES, 
CELEBRADA EN LA SEDE DE LAS NACIONES UNIDAS 


lo 1% - Apruébase la Convención Única de 1961 sobre 
Estupefacientes, celebrada en la Sede de la Naciones Unidas el 30 de marzo 
de 1961 y las respectivas enmiendas, que la modificaron en el Protocolo de la 
Conferencia de Ginebra del 25 de marzo de 1972. 


Artículo 2? - Comuníquese, etc. 


CONVENCION ÚNICA DE 1961 
SOBRE ESTUPEFACIENTES, FIRMADA EN NUEVA YORK, 
EL 30 DE MARZO DE 1961 
Articulo 1 
DEFINICIONES . 


1. Salvo indicación expresa en contrario o que el contexto exija una 
interpretación, se aplicarán al texto de la presente convención las siguientes 
definiciones: 


a) Por " Junta " se entiende la Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes. 


b) Por" cannabis” se entiende las sumidades, floridas o con fruto, de la planta 
de la cannabis (a excepción de las semillas y las hojas no unidas a las 
sumidades) de las cuales no se ha extraido la resina, cualquiera que sea el 
nombre con que se las designe. 


c). Por "planta de cannabis” se entiende toda planta del género cannabis 


d) Por "resina de cannabis” se entiende la resina separada, en bruto o 
purificada, obtenida de la planta de la cannabis. 


e) Por "arbusto de coca” se entiende la planta ce cualesquiera especies del 
género Erythroxilon. 


fi  Por* hoja de coca” se entiende la hoja del arbusto de coca, salvo las hojas 
de las que se haya extraído toda la ecgonina, la cocaina o cualesquiera 
otros alcaloides de ecgonina. 


g) Por*Comisión" se entiende la Comisión de Estupefacientes del Consejo. 


13 de setiembre de 2012 CÁMARA DE SENADORES 


m) 


n) 


o) 


u) 


v) 


w) 


Por "Consejo" se entiende el Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas. 


Por “cultivo” se entiende el cultivo de la adormidera, del arbusto de coca o 
de la planta de cannabis. 


Por "estupefaciente* se entiende cualquiera de las sustancias de las Listas 
l y 1l, naturales o sintéticas. 


Por “Asamblea General” se entiende la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 


Por "tráfico ilícito” se entiende el cultivo oO cualquier tráfico de 
estupefacientes, contrarios a las disposiciones de la presente Convención. 


Por “importación y exportación” se entiende, en sus respectivos sentidos, el 
transporte material de estupefacientes de un Estado a otro o de un territorio 
a otro del mismo Estado. 


Por “fabricación se entiende todos los procedimientos, distintos de la 
producción, que permitan obtener estupefacientes, incluidas la refinación y 
la transformación de unos estupefacientes en otros. 


Por "opio medicinal" se entiende el opio que se ha sometido a las 
operaciones necesarias para adaptarlo al uso médico. 


Por "opio" se-entiende el jugo coagulado de la adormidera. 


Por "adormicdera" se entiende la planta de la especie Papaver somniferum 
L. 


Por "paja de adormidera" se entende todas las partes (excepto las 
semillas) de la planta de la adormidera, después de cortada 


Por "preparado" se entiende una mezcla, sólida o líquida, que contenga un 
estupefaciente. 


Por "producción” se entiende la separación del opio, de las hojas de coca, 
de la cannabis y de la resina de cannabis, de las plantas de que se 
obtienen. 


Por "Lista 1”, "Lista 1”, "Lista 1!" y "Lista IV” , se entiende las listas de 
estupefacientes o preparados que con esa numeración, se anexan a la 
presente Convención, con las modificaciones que se introduzcan 
periódicamente en las mismas según lo dispuesto en el artículo 3. 


Por "Secretario General” se entiende el Secretario General de las Naciones 
Unidas. 


Por "existencias especiales” se entiende las cantidades de un 
estupefaciente que se encuentran en un país o territorio en poder del 
gobierno de ese pais o territorio para fines oficiales especiales y para hacer 
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frente a circunstancias excepcionales; y la expresión fines especiales se 
entenderá en consecuencia, 


x). Por "existencias" se entiende las cantidades de estupefacientes que se 
mantienen en un país o territorio y que se destinan: 


i) Al consumo en el país o territorio para fines médicos y cientificos; 


ii) Ala utilización en el pais o territorio para la fabricación y preparación 
de estupefacientes y otras sustancias; o 


ii) Ala exportación; pero no comprende las cantidades de estupefacientes 
que se encuentran en el país o territorio; 


iv) En poder de los farmacéuticos u otros distribuidores al por menor 
autorizados y de las instituciones o personas calificadas que ejerzan, 
con la debida autorización, funciones terapéuticas o cientificas, o 


v) Como existencias especiales. 


y) Por "territorio" se entiende toda parte de un Estado que se considere como 

entidad separada a los efectos de la aplicación del sistema de certificados 

- de importación y de autorizaciones de exportación previsto en el 

artículo 31. Esta definición no se aplica al vocablo territorio en el sentido en 
que se emplea en los artículos 42 y 46. 


2. Alos fines de esta Convención, se considerará que un estupefaciente ha 
sido consumido cuando haya sido entregado a una persona o empresa para su 
distribución al por menor, para uso médico o para la investigación científica; y 
la palabra consumo se entenderá en consecuencia. 


Artículo 2 
SUSTANCIAS SUJETAS A FISCALIZACION 


1. Con excepción de las medidas de fiscalización que se limiten a 
estupefaciente determinados, los estupefacientes de la Lista | estarán sujetos a 
todas las medidas de fiscalización aplicables a los estupefacientes en virtud de 
la presente Convención y, en particular, a las previstas en los artículos: 4 C), 
19, 20, 21, 29, 30, 31, 32, 33, 34 y 37. 


2. Los estupefacientes de la Lista || estarán sujetos a las mismas medidas de 
fiscalización que los de la Lista |, salvo las medidas prescritas en el artículo 30, 
incisos 2 y 5, respecto del comercio al por menor. 


3. Los preparados distintos de aquéllos de la Lista !Il estarán sujetos a las 
mismas medidas de fiscalización que los estupefacientes que contengan, pero 
con respecto a dichos preparados, no se exigirán las previsiones (artículo 19) ni 
las estadísticas (artículo 20) que no correspondan a los referidos 
estupefacientes, ni será necesario aplicar lo dispuesto por los articulos 29, 
inciso 2 c) y 30 inciso 1 b) ii). 
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4. Los preparados de la Lista lll estarán sujetos a las mismas medidas de 
fiscalización que los que contengan estupefacientes de la Lista Il, excepto que 
no será necesario aplicar en su caso las disposiciones del articulo 31, inciso 1 
b) y 3 a 15, y que, a los fines de las previsiones (artículo 19) y estadisticas 
(articulo 20), sólo se exigirá la información relativa a las cantidades de 
estupefacientes que se empleen en la fabricación de dichos preparados. 


5. Los estupefacientes de la Lista (Y serán también incluidos en la Lista | y 
estarán sujetos a todas las medidas de fiscalización aplicables a los 
estupefacientes que figuran en esta última Lista y, además, a las siguientes: 


a) Las Partes adoptarán todas las medidas especiales de fiscalización que 
juzguen necesarias en vista de las propiedades particularmente peligrosas 
de los estupefacientes de que se trata; y 


b) Las Partes prohibirán la producción, fabricación, exportación e importación, 
comercio, posesión o uso de tales estupefacientes, si a su juicio las 
condiciones que prevalezcan en su país hacen que sea éste el medio más 
apropiado para proteger la salud y el bienestar públicos, con excepción de 
las cantidades necesarias, únicamente para la investigación médica y 
científica, incluidos los experimentos clínicos con dichos estupefacientes 
que se realicen bajo la vigilancia y fiscalización de la Parte o estén sujetos 
a su vigilancia y fiscalización directas. 


6. Además de las medidas de fiscalización aplicables a todos los 
estupefacientes de la Lista 1, el opio estará sometido a las disposiciones de los 
artículos 23 y 24, la hoja de coca a las de los artículos 26 y 27, y la cannabis a 
las del articulo 28. 


7. La adormidera, el arbusto de coca, la planta de cannabis, la paja de la 
adormidera y las hojas de la cannabis estarán sujetos a las medidas de 
fiscalización prescritas en los artículos 22 a 24; 22, 26 y 27; 22 y 28; 25; y 28 
respectivamente. 


8. Las Partes harán todo lo posible para aplicar las medidas de fiscalización 
que sean factibles a las sustancias no sujetas a las disposiciones de esta 
Convención, pero que puedan ser utilizadas para la fabricación ilícita de 
estupefacientes. 


9. Las Partes no estarán obligadas a aplicar las disposiciones de la presente 
Convención a los estupefacientes que se usan comúnmente en la industria 
para fines que no sean médicos o científicos, siempre que: 


a) Por los procedimientos de desnaturalización apropiados o por otros 
medios, logren impedir que los estupefacientes utilizados puedan prestarse 
a uso indebido o producir efectos nocivos (artículo 3, inciso 3) y que sea 
posible en la práctica recuperar las sustancias nocivas; y 


b) Incluyan en los datos estadísticos (artículo 20) que suministren las cifras 
correspondientes a la cantidad de cada estupefaciente utilizado de esta 
forma, 
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Artículo 3 
MODIFICACIÓN DE LA ESFERA DE APLICACIÓN DE LA FISCALIZACIÓN 


1. Siempre que una de las Partes o la Organización Mundial de la Salud 
posean datos que, a su parecer, puedan exigir una modificación de cualquiera 
de las Listas, lo notificarán al Secretario General y le facilitarán los datos en 
que basen la notificación. 


2. El Secretario General comunicará la notificación y los datos que considere 
pertinentes a las Partes, a la Comisión y, cuando la notificación proceda de 
alguna de las Partes, a la Organización Mundial de la Salud, 


3. Cuando una notificación se refiera a una sustancia que no esté ya incluida 
en las Listas | ol, 


i)' Las Partes examinarán, teniendo en cuenta la información de que se 
disponga, la posibilidad de aplicar provisionalmente a la sustancia de que 
se trate todas las medidas de fiscalización que rigen para los 
estupefacientes de la Lista |; 


ii) Antes de tomar una decisión de conformidad con el apartado iii) de este 
párrafo, la Comisión podrá decidir que las Partes apliquen provisionalmente 
a dicha sustancia todas las medidas de fiscalización aplicables a los 
estupefacientes de la Lista |, Las Partes aplicarán tales medidas a la 
referida sustancia con carácter provisional; 


ii) Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que dicha sustancia se 
presta a uso indebido o puede producir efectos nocivos parecidos a los de 
los estupefacientes de las Listas | o ll, o que puede ser transformada en un 
producto que se preste a un uso indebido similar o que pueda producir 
efectos nocivos semejantes, comunicará su dictamen a la Comisión, la cual 
podrá, de conformidad con la recomendación de la Organización Mundial 
de la Salud. decidir que se incluya dicha sustancia en la Lista | o en la Lista 
IL 


4. Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que un preparado 
dadas las sustancias que contiene, no se presta a uso indebido y no puede 
producir efectos nocivos (inciso 3), y que su contenido de estupefaciente no se 
puede recuperar con facilidad, la Comisión podrá, de conformidad con la 
recomendación de la Organización Mundial de la Salud, incluir este preparado 
en la Lista 111, 


5. Si la Organización Mundial de la Salud comprueba que un estupefaciente 
de la Lista | es particularmente susceptible de uso indebido y de producir 
efectos nocivos (inciso 3) y que tal susceptibilidad no está compensada por 
ventajas terapéuticas apreciables que no posean otras sustancias sino los 
estupefacientes de la Lista IV, la Comisión podrá, de conformidad con la 
recomendación de la Organización Mundial de la Salud, incluir este 
estupefaciente en la Lista IV. 


6. Cuando una notificación se refiera a un estupefaciente de las Listas | o ll o 
a un preparado de la Lista Ill, la Comisión, sin perjuicio de las medidas 
previstas en el inciso 5, podrá, de conformidad con la recomendación de la 
Organización Mundial de la Salud, modificar cualquiera de las listas: 
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a) Transfiriendo un estupefaciente de la Lista | a la Lista ll o de la Lista ll a la 
Lista |; o 


b) Retirando un estupefaciente o preparado, según el caso, de una de las 
Listas. 


7. Toda decisión que tome la Comisión al aplicar este artículo, será 
(comunicada por el Secretaño General a todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas, a los Estados mo miembros que sean Parte en la 
Convención, a la Organización Mundial de la Salud y a la Junta. Dicha decisión 
entrará en vigor respecto a cada una de las Partes en la fecha en que reciba tal 
comunicación, y las Partes adoptarán entonces las medidas requeridas por 
esta Convención 


8. a) Las decisiones de la Comisión que modifiquen cualesquiera de las listas 
estarán sujetas a revisión por el Consejo, previa solicitud de 
cualesquiera de las Partes presentada dentro de un plazo de noventa 
días contados a partir de la fecha de recibo de la notificación de la 
decisión, La solicitud de revisión será presentada al Secretario General 
junto con toda la información pertinente en que se base dicha solicitud 
de revisión. 


bj) El Secretario General transmitirá copias de la solicitud de revisión y de 
la información pertinente a la Comisión, a la Organización Mundial de la 
Salud y a todas las Partes y las invitará a que formulen sus 
observaciones dentro de un plazo de noventa días. Todas las 
observaciones que se reciban serán sometidas al Consejo para que 
éste las examine. 


c) El Consejo podrá confirmar, modificar o revocar la decisión de la 
Comisión y la decisión del Consejo será definitiva. La notificación de la 
decisión del Consejo será transmitida a los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas, a los Estados no miembros Partes en la Convención, 
a la Comisión, a la Organización Mundial de la Salud y a la Junta. 


d) Mientras se transmite la revisión, seguirá vigente la decisión original de 
la Comisión 


9. Las decisiones de la Comisión adoptadas de conformidad con este artículo 
no estarán sujetas al procedimiento de revisión previsto en el artículo 7. 


Artículo 4 
OBLIGACIONES GENERALES 


Las Partes adoptarán todas las medidas legislativas y administrativas que 
puedan ser necesarias: 


a) Para dar cumplimiento a las disposiciones de la presente Convención en 
sus respectivos territorios, 


b) Para cooperar con los demás Estados en la ejecución de las disposiciones 
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de la presente Convención, y 


c) Sin perjuicio de las disposiciones de la presente Convención, para limitar 

. exclusivamente la producción, la fabricación, la exportación, la importación, 

la distribución, el comercio, el uso y la posesión de estupefacientes a los 
fines médicos y científicos. 


Artículo 5 
LOS ÓRGANOS INTERNACIONALES DE FISCALIZACIÓN 

Las Partes, reconociendo la competencia de las Naciones Unidas en materia 
de fiscalización internacional de estupefacientes, convienen en encomendar a 
la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social y a la Junta 
Internacional de Fiscalización de Estupefacientes, las respectivas funciones 
que la presente Convención les asigna. 


Artículo 6 
GASTOS DE LOS ÓRGANOS INTERNACIONALES DE FISCALIZACIÓN 

Los gastos de la Comisión y de la Junta serán sufragados por las Naciones 
Unidas en la forma que decida la Asamblea General. La Partes que no sean 
Miembros de las Naciones Unidas contribuirán a dichos gastos con las 


cantidades que la Asamblea General considere equitativas y fije 
periódicamente, _previa consulta con los gobiernos de aquellas Partes. 


Artículo 7 
REVISION DE LAS DECISIONES Y RECOMENDACIONES DE LA COMISION 


Excepto las decisiones formadas de acuerdo en el artículo 3, las decisiones y 
recomendaciones aprobadas por la Comisión en cumplimiento de sus 
disposiciones estarán subordinadas a la aprobación o modificación del Consejo 
o de la Asamblea General, de la misma manera que otras decisiones y 
recomendaciones de la Comisión. 


Artículo 8 
FUNCIONES DE LA COMISIÓN 
La Comisión tendrá autoridad para estudiar todas las cuestiones relacionadas 
con los objetivos de esta Convención, y en particular para: 
a) Modificar las Listas según lo dispuesto en el artículo 3; 


b) Señalar a la atención de la Junta cualquier cuestión que tenga relación con 
las funciones de la misma; 


C) Hacer recomendaciones para la aplicación de las disposiciones de esta 
Convención y el logro de sus propósitos, y en particular recomendar 
programas de investigación cientifica e Intercambio de información de 
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carácter cientifico o técnico; 


d) Señalar a la atención de los Estados no Partes las decisiones o 
recomendaciones que adopte en cumplimiento de la presente Convención, 
a fin de que dichos Estados examinen la posibilidad de tomar medidas de 
acuerdo con tales decisiones y recomendaciones. 


Artículo 9 
COMPOSICIÓN DE LA JUNTA 


1. La Junta se compondrá de 11 miembros, que el Consejo designará en la 
forma siguiente: 


a) Tres miembros que posean experiencia médica. farmacológica O 
farmacéutica, elegidos de una lista de cinco personas, por lo menos, 
propuestas por la Organización Mundial de la Salud; 


b) Ocho miembros elegidos de una lista de personas propuestas por los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas y por las Partes que no sean 
miembros de las Naciones Unidas. 


2. Los miembros de la Junta habrán de ser personas que por su competencia, 
imparcialidad y desinterés, inspiren confianza general. Durante su mandato no 
podrán ocupar cargo alguno ni ejercer actividad que pueda redundar en 
detrimento de su imparcialidad en el desempeño de sus funciones. El Consejo, 
en consulta con ía Junta, tomará todas las medicas necesarias para garantizar 
la total independencia técnica de la Junta, en el desempeño de sus funciones. 


3. El Consejo, teniendo debidamente en cuenta el principio de la distribución 
geográfica equitativa, estudiará la conveniencia de que formen parte de la 
Junta, en una proporción equitativa, personas que conozcan la situación en 
materia de estupefacientes en los países productores, fabricantes y 
consumidores y que estén vinculados con esos países. 


Artículo 10 


DURACIÓN DEL MANDATO Y REMUNERACIÓN DE LOS MIEMBROS DE 
LA JUNTA 


1. Los miembros de la Junta ejercerán sus funciones durante tres años y 
podrán ser reelegidos. 


2. El mandato de cada miembro de la Junta expirará la vispera de la primera 
sesión de la Junta a la que tenga derecho a asistir su sucasor. 


3. Cuando un miembro de la Junta deje de asistir a tres periodos de sesiones 
consecutivos se considerará que ha renunciado. 


4. El Consejo, a recomendación de la Junta, podrá destituir a un miembro de 
la Junta que no reúna ya las condiciones necesarias para formar parte de ella 
conforme al párrafo 2 del artículo 9. Dicha recomendación deberá contar con el 
voto afirmativo de ocho miembros de la Junta. : 
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5. Cuando durante el mandato de un miembro de la Junta quede vacante su 
cargo, el Consejo cubrirá dicha vacante eligiendo otro miembro por el resto del 
mandato a la mayor brevedad y de conformidad con las disposiciones 
aplicables del artículo 13. 


6. Los miembros de la Junta percibirán una remuneración adecuada que fijará 
la Asamblea General, 


Artículo 11 
REGLAMENTO DE LA JUNTA 


1. La Junta elegirá su presidente y las personas que ocuparán los cargos 
directivos que considere necesarios y aprobará su reglamento 


2. La Junta se reunirá con la frecuencia que crea necesaria para el buen 
desempeño de sus funciones, pero celebrará por lo menos dos reuniones 
anuales. 


3. En las sesiones de la Junta el quórum será de siete miembros. 


Artículo 12 
FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE PREVISIONES 


1. La Junta fijará la fecha o fechas y la manera en que habrán de facilitarse 
las previsiones, según lo dispuesto en el artículo 19, y prescribirá el empleo de 
formularios al efecto. 


2. La Junta pedirá a los gobiernos de los palses y territorios a los que no se 
aplica la presente Convención, que faciliten sus previsiones de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Convención. 


3. Si un Estado no suministra las previsiones respecto de alguno de sus 
territorios en la fecha fijada, la Junta las establecerá en la medida de lo posible 
La Junta establecerá dichas previsiones, en colaboración con el gobierno 
interesado, siempre que esto sea factible. 


4. La Junta examinará las previsiones, incluso las suplementarias y, salvo 
cuando se trate de necesidades para fines especiales, podrá pedir los datos 
que estime necesarios respecto de cualquier pais o territorio en cuyo nombre 
se haya suministrado la previsión, para completarla o aclarar cualquier 
declaración que figure en ella. 


5. La Junta confirmará, tan pronto como sea posible, las previsiones, incluso 
las suplementarias, o podrá modificarlas con el consentimiento del gobierno 
interesado. 


65. Además de los informes mencionados en el artículo 15, la Junta publicará, 
en las épocas que determine pero por lo menos una vez al año, la información 
sobre las previsiones que pueda, a su parecer, facilitar la aplicación de la 
presente Convención. 
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Artículo 13 
FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE INFORMACION ESTADISTICA 


1. La Junta determinará cómo ha de presentarse la información estadística 
según lo dispuesto en el artículo 20 y prescribirá el empleo de formularios a 
este efecto 


2. La Junta examinará la información que reciba, para determinar si las 
Partes o cualquier otro Estado ha cumplido las disposiciones de la presente 
Convención, 


3. La Junta podrá pedir los demás datos que estime necesarios para 
completar o explicar los que figuren en la información estadistica. 


4. La Junta no tendrá competencia para formular objeciones ni expresar su 
opinión acerca de los datos estadísticos relativos a los estupefacientes 
necesarios para fines especiales. 


Artículo 14 


MEDIDAS DE LA JUNTA PARA ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS 
DISPOSICIONES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN 


1. a) Si basándose en el examen de la información presentada por los 
gobiernos a la Junta en virtud de las disposiciones de esta Convención, 
o en información comunicada por los órganos de las Naciones Unidas y 
relacionada con cuestiones que se plantean en virtud de dichas 
disposiciones, la Junta tiene motivos para creer que las finalidades de la 
Convención corren un grave peligro porque un país o territorio no ha 
cumplido las disposiciones de esta Convención. La Junta tendrá 
derecho a pedir explicaciones al gobierno del pais o territorio de que se 
trate. Sin perjuicio del derecho de la Junta a señalar a la atención de las 
Partes del Consejo y de la Comisión las cuestones que se enumeran en 
el apartado c), la solicitud de información o las explicaciones de un 
gobierno en virtud de este apartado se considerarán asuntos 
confidenciales. 


b) Después de actuar en virtud de! apartado a), la Junta, si ha comprobado 
que es necesario proceder así, podrá pedir al gobierno interesado que 
adopte las medidas correctivas que las circunstancias aconsejen para la 
ejecución de las disposiciones de la presente Convención. 


c) Si la Junta considera que el gobierno interesado no ha dado 
explicaciones satisfactorias cuando se le pidieron en virtud del apartado 
a), o no ha tomado las medidas correctivas que debía en virtud del 
apartado b), podrá señalar la cuestión a la atención de las Partes, del 
Consejo y de la Comisión. : 


2. La Junta, cuando señale un asunto a la atención de las Partes, del Consejo 
y de la Comisión en virtud del apartado c) del inciso 1, podrá, si ha comprobado 
que es necesario proceder así, recomendar a las Partes que cesen de importar 
drogas del país interesado, de exportarias a él, o de hacer ambas cosas, 
durante un periodo determinado o hasta que la Junta quede satisfecha con la 
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situación existente en ese territorio o país. El Estado interesado podrá plantear 
la cuestión ante el Consejo. 


3. La Junta tendrá derecho a publicar un informe sobre cualquier cuestión 
relacionada con las disposiciones de este artículo y comunicarlo al Consejo, el 
cual lo remitirá a todas las Partes. Si la Junta hace pública en dicho informe 
una decisión tomada en virtud de este artículo o cualquier información 
relacionada con el mismo, también incluirá los puntos de vista del gobierno 
interesado, si este lo solicitare. 


4. Si la decisión de la Junta que ha sido publicada de acuerdo con este 
artículo no es unánime, también se hará pública la opinión de la minoría. 


5. Cuando la Junta discuta una cuestión que en virtud de lo dispuesto en este 
articulo interese directamente a un país, éste será invitado a estar 
representado en la reunión de la Junta. 


6. Se necesitará una mayorla de dos tercios del total de miembros de la Junta 
para adoptar decisiones en virtud de este artículo. 


Artículo 15 
INFORMES DE LA JUNTA 


1. La Junta redactará un informe anual sobre su labor y los informes 
complementarios que considere necesarios. Dichos informes contendrán, 
además, un análisis de las previsiones y de las informaciones estadisticas de 
que disponga la Junta y, cuando proceda, una indicación de las aclaraciones 
hechas por los gobiernos o que se les hayan pedido, si las hublere, junto con 
las observaciones y recomendaciones que la Junta desee hacer. Estos 
informes serán sometidos al Consejo por intermedio de la Comisión, que 
formulará las observaciones que estime oportunas. 


2. Estos informes serán comunicados a las Partes y publicados 
posteriormente por el Secretario General. Las Partes permitirán que se 
distribuyan sin limitación. 


Artículo 16 
SECRETARÍA 


Los servicios de secretaria de la Comisión y de la Junta serán suministrados 
por el Secretario General. 


Artículo 17 
ADMINISTRACIÓN ESPECIAL 


Las Partes mantendrán una administración especial que estará a cargo de la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención, 
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Artículo 18 
DATOS QUE SUMINISTRARÁN LAS PARTES AL SECRETARIO GENERAL 


1. Las Partes facilitarán al Secretario General los datos que la Comisión 
pueda pedir por ser necesarios para el desempeño de sus funciones, y en 
particular. 


a) Un informe anual sobre la aplicación de la presente Convención en cada 
uno de sus territorios; 


b) El texto de todas las leyes y reglamentos promulgados periódicamente para 
poner en práctica esta Convención; 


c) Los datos que pida la Comisión sobre los casos de tráfico ilícito, 
especialmente los datos de cada caso descubierto de tráfico ilícito que 
puedan tener importancia, ya sea por arrojar luz sobre las fuentes de que 
provienen los estupefacientes para dicho tráfico, o bien por las cantidades 
de que se trate o el método empleado por los traficantes ilícitos; y 


d) Los nombres y las direcciones de las autoridades facultadas para expedir 
permisos o certificados de exportación y de importación. 


2. Las Partes suministrarán los datos mencionados en el inciso anterior, del 
modo y en la fecha que fije la Comisión y utilizando los formularios que ella 
indique. 


Articulo 19 
PREVISIONES DE LAS NECESIDADES DE ESTUPEFACIENTES 


1. Las Partes facilitarán anualmente a la Junta, respecto de cada uno de sus 
territorios, del modo y en la forma que ella establezca y en formularios 
proporcionados por ella, sus previsiones sobre las cuestiones siguientes: 


a) La cantidad de estupefacientes que será consumida con fines médicos y 
científicos; 


b) La cantidad de estupefacientes que será utilizada para fabricar otros 
estupefacientes, preparados de la Lista Il y sustancias a las que no se 
aplica esta Convención; 


c) Las existencias de estupefacientes al 31 de diciembre del año que se 
refieren las previsiones; y 


d) Las cantidades de estupefacientes necesarias para agregar a las 
existencias especiales. 


2. Hechas las deducciones a que se refiere el inciso 3 del articulo 21, el total 
de las previsiones por cada territorio y cada estupefaciente será la suma de ¡as 
cantidades indicadas en los apartados a), b) y d) del inciso | de este artículo, 
más la cantidad necesaria para que las existencias disponibles al 31 de 
diciembre del año anterior alcancen la cantidad prevista, como lo dispone el 
apartado c) del inciso 1. 
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3. Cualquier Estado podrá facilitar durante el año previsiones suplementarias 
exponiendo las razones que justifiquen dichas previsiones. 


4. Las Partes comunicarán a la Junta el método empleado para determinar 
las cantidades que figuren en las previsiones y cualquier modificación 
introducida en dicho método. 


5. Hechas las deducciones mencionadas en el inciso 3 del artículo 21, no 
deberán excederse las previsiones. 


Artículo 20 
DATOS ESTADÍSTICOS QUE SE SUMINISTRARÁN A LA JUNTA 


1. Las Partes suministrarán a la Junta, respecto de cada uno de sus 
terntorios, del modo y en la forma en que ella establezca y en formularios 
proporcionados por ella, datos estadísticos sobre las cuestiones siguientes: 


a) Producción y fabricación de estupefacientes; 

b) Uso de estupefacientes para la fabricación de otros estupefacientes, de los 
preparados de la Lista lil y de sustancias a las que no se aplica esta 
Convención, asi como de la paja de adormidera para la fabricación de 
estupefacientes; 

c) Consumo de estupefacientes. 

d) Importaciones y exportaciones de estupefacientes y de paja de acormidera; 

e) Decomiso de estupefacientes y destino que se les da; y 


f) Existencias de estupefacientes al 31 de diciembre del año a que se refieren 
las estadísticas. 


1) 


a) Los datos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadas en el 
párrafo 1, salvo el apartado d), se establecerán anualmente y se 
presentarán a la Junta a más tardar el 30 de junio del año siguiente al 
año a que se refieren. 


b) Los datos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadas en el 
apartado d) del inciso 1 se establecerán trimestralmente y se 
presentarán a la Junta dentro del mes siguiente al trimestre a que se 
refieren. 


3. Además de las cuestiones mencionadas en el párrafo | de este articulo las 
Partes podrán también facilitar a la Junta, dentro de lo posible, respecto de 
cada uno de sus territorios, información sobre la superficie (en hectáreas) 
dedicada a la producción de opio. 


4. Las Partes no estarán obligadas a presentar datos estadísticos relativos a 
las existencias especiales, pero presentarán separadamente datos relativos a 
los estupefacientes importados u obtenidos en el país o territorio con fines 
especiales, así como sobre las cantidades de estupefacientes retiradas de las 
existencias especiales para satisfacer las necesidades de la población civil, 
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Artículo 21 
LIMITACIÓN DE LA FABRICACIÓN Y DE LA IMPORTACIÓN 


1. La cantidad total de cada estupefaciente fabricada o importada por cada 
país o territorio en un año no excederá de la suma de las siguientes 
cantidades: 


a) La cantidad consumida, dentro de los limites de las previsiones 
correspondientes, con fines médicos o científicos: 


o) La cantidad ublizada, dentro de los limites de las previsiones 
correspondientes, para la fabricación de otros estupefacientes, de 
preparados de la Lista |! y de sustancias a las que no se aplica esta 
Convención; 


c) La cantidad exportada; 


d) La cantidad añadida a las existencias con objeto de llevarlas al nivel fijado 
en las previsiones correspondientes; y 


e) La cantidad adquirida, dentro de los límites de las previsiones 
correspondientes, con fines especiales. 


2. De la suma de las cantidades indicadas en el párrafo 1 se deducirá toda 
cantidad que haya sido decomisada y entregada para usos ilícitos, así como 
toda cantidad retirada de las existencias especiales para las necesidades de la 
población civil, 


3. Si la Junta llega a la conclusión de que la cantidad fabricada o importada 
en un año determinado excede de la suma de las cantidades indicadas en el 
párrafo 1, hechas las deducciones prescritas por el párrafo 2 de ese artículo, 
todo excedente asi determinado y que subsista al final del año se deducirá, el 
año siguiente, de las cantidades que hayan de fabricarse o importarse y del 
total de las previsiones, determinado en al párrafo 2 del artículo 19. 


4. a) Si las informaciones estadisticas sobre importaciones y exportaciones 
(artículo 20) indicaren que la cantidad exportada a cualquier país o 
territorio excede del total de las previsiones relativas a dicho pais o 
territorio, según se determina en el párrafo 2 del artículo 19, más las 
cantidades que figuren como exportadas y deducidos los excedentes 
según se determina en el inciso 3 de este artículo, la Junta podrá 
notificar este hecho a los Estados a que, a juicio de la Junta, deba 
comunicarse dicha información; 


b) Cuando reciban esta notificación, las Partes no autorizarán durante el 
año ninguna nueva exportación del estupefaciente en cuestión al país o 
territorio de que se trate, salvo: 


1) Si dicho pais o territorio envía una nueva previsión que corresponda 
al aumento de sus importaciones y a la cantidad suplementaria que 
necesite; o 
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ii) En casos excepcionales, cuando, a juicio del gobierno del pais 
exportador, la exportación sea indispensable para el tratamiento de 
los enfermos. 


Artículo 22 
DISPOSICIÓN ESPECIAL APLICABLE AL CULTIVO 


Cuando las conciciones existentes en el pais o en un territorio de una Parte 
sean tales que, a su juicio, la prohibición del cultivo de la adormidera, del 
arbusto de coca o de la planta de la cannabis resulte la medida más adecuada 
para proteger la salud pública y evitar que los estupefacientes sean objeto de 
tráfico ilícito, la Parte interesada prohibirá dicho cultivo. 


Artículo 23 
ORGANISMOS NACIONALES PARA LA FISCALIZACIÓN DEL OPIO 


1. Las Partes que permitan el cultivo de la acormidera para la producción de 
opio deberán establecer, si no lo han hecho ya, y mantener, uno o más 
organismos oficiales (llamados en este artículo, de ahora en adelante, el 
Organismo) para desempeñar las funciones que se le asignan en el presente 
articulo. 


2. Dichas Partes aplicarán al cultivo de la adormidera para la producción de 
opio y al opio las siguientes disposiciones: 


a) El Organismo designará las zonas y las parcelas de terreno en que se 
permitirá el cultivo de la adormidera para la producción de opio; 


b) Sólo podrán dedicarse a dicho cultivo los cultivadores que posean una 
licencia expedida por el Organismo, 


c) Cada licencia especificará la superficie en la que se autoriza el cultivo; 


d) Todos los cultivadores de adormidera estarán obligados a entregar la 
totalidad de sus cosechas de opio al Organismo. El Organismo comprará y 
tomará posesión material de dichas cosechas, lo antes posible, a más 
tardar cuatro meses después de terminada la recolección: 


e) El Organismo tendrá el derecho exclusivo de importar, exportar, dedicarse 
al comercio al por mayor y mantener las existencias de opio que no se 
hallen en poder de los fabricantes de alcaloides de opio, opio medicinal o 
preparados de opio. Las Partes no están obligadas a extender este 
derecho exclusivo al opio medicinal y a los preparados a base de opio 


3. Las funciones administrativas a que se refiere el inciso2 serán 
desempeñadas por un solo organismo público si la Constitución de la Parte 
interesada lo permite. 
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Artículo 24 


LIMITACIÓN DE LA PRODUCCIÓN DE OPIO PARA EL COMERCIO 
INTERNACIONAL 


1 a) 


b) 


b) 


Si una de las Partes proyecta iniciar la producción de opio o aumentar 
su producción anterior, tendrá presente las necesidades mundiales con 
arreglo a las previsiones publicadas por la Junta, a fin de que su 
producción no ocasione superproducción de opio en el mundo. 


Ninguna Parta permitirá la producción ni el aumento de la producción de 
opio si cree que tal producción o tal aumento en su territono puede 
ocasionar tráfico ilícito de opio, 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 1, si una Parte que al 1* de 
enero de 1961 no producía opio para la exportación y desee exportar el 
opio que produce en cantidades que no excedan de cinco toneladas 
anuales, lo notificará a la Junta y le proporcionará con dicha notificación 
información acerca de: 


i) La fiscalización que, de acuerdo con la presente Convención, se 
aplicará al opio que ha de ser producido y exportado, y 


li) El nombre del país o paises a los que espera exportar dicho opio; y 
la Junta podrá aprobar tal notificación o recomendar a la Parte que 
no produzca opio para la exportación. 


Cuando una Parte que no sea de las aludidas en el inciso 3 desee 
producir opio para la exportación en cantidades que excedan de cinco 
toneladas anuales, lo notificará al Consejo y proporcionará con dicha 
notificación información pertinente, que comprenda: 


i) Las cantidades que calcula producirá para la exportación: 


ii) La fiscalización aplicable o propuesta respecto del opio que se ha 
de producir, y 


11i) El nombre del país o países a los que espera exportar dicho opio; y 
el Consejo aprobará la notificación o podrá recomendar a la Parte 
que no produzca opio para la exportación. 


3. No obstante lo dispuesto en los apartados a) y b) del inciso 2, una Parte 
que durante los diez años inmediatamente anteriores al 1% de enero de 1961 
exportaba el opio que producia, podrá continuar exportando el opio que 
produzca. 


4. a) 


Las Partes no importarán opio de ningún pais o territorio, salvo el opio 
producido en el territorio de: 


i) Las Partes aludidas en el inciso 3: 


li) Las Partes que hayan notificado a la Junta, según lo dispuesto en el 
apartado a) del inciso 2; 
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ñii) Las Partes que hayan recibido la aprobación del Consejo, según lo 
dispuesto en el apartado b) del inciso 2. 


b) No obstante lo dispuesto en el apartado a) de este inciso, las Partes 
podrán importar opio, producido por cualquier país que haya producido 
y exportado opio durante los 10 años anteriores ai 14 de enero de 1261, 
siempre que dicho pais haya establecido y mantenga un órgano u 
organismo de fiscalización nacional para los fines enunciados en el 
artículo 23 y aplique medios eficaces para asegurar que el opio que 
produce no se desvíe al tráfico ilícito. 


5. Las disposiciones de este articulo. no impiden que las Partes: 
a) Produzcan opio suficiente para sus propias necesidades; o 


b) Exporten a otras Partes, de conformidad con las disposiciones de esta 
Convención, el opio que decomisen en el tráfico ilícito. 


Artículo 25 
FISCALIZACIÓN DE LA PAJA DE ADORMIDERA 


1. Las Partes que permitan el cultivo de la adormidera con fines que no sean 
la producción de opio adoptarán todas las medidas necesarias para que: 


a) No produzca opio de esa adormidera: y 


b) Se fiscalice de modo adecuado la fabricación de estupefacientes a base de 
la paja de adormidera. 


2. Las Partes aplicarán a la paja de adormidera el régimen de licencias de 
importación y de exportación que se prevé en los incisos 4 a 15 del artículo 31. 


3, Las Partes facilitarán acerca de la importación y exportación de paja de 
adormidera los mismos datos estadísticos que se exigen para los 
estupefacientes en el apartado d) del inciso 1 y en el apartado b) del inciso 2 
del artículo 20. 


Artículo 26 
EL ARBUSTO DE COCA Y LAS HOJAS DE COCA 


1. Las Partes que permitan el cultivo del arbusto de coca aplicarán al mismo y 
a las hojas de coca el sistema de fiscalización establecido en el artículo 23 para 
la fiscalización de la adormidera; pero, respecto del inciso 2 d) de ese artículo, 
la obligación impuesta al Organismo allí aludido será solamente de tomar 
posesión material de la cosecha lo más pronto posible después del fin de la 
misma. 


2. En la medida de lo posible, las Partes obligarán a arrancar de raiz todos 
los arbustos de coca que crezcan en estado silvestre y destruirán los que se 
cultiven ilícitamente. 
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Artículo 27 


DISPOSICIONES SUPLEMENTARIAS REFERENTES A LAS HOJAS DE 
COCA EN GENERAL 


1. Las Partes podrán autorizar el uso de hojas de coca para la preparación de 
un agente saporifero que no contenga ningún alcaloide y, en la medida 
necesaria para dicho uso, autorizar la producción, importación, exportación, el 
comercio y la posesión de dichas hojas. 


2. Las Partes suministrarán por separado previsiones (articulo 19) e 
información estadística (artículo 20) respecto de las hojas de coca para la 
preparación del agente saporifero, excepto en la medida en que las mismas 
hojas de coca se utilicen para la extracción de alcaloides y del agente 
saporifero y así se explique en la información estadística y en las provisiones. 


Articulo 28 
FISCALIZACIÓN DE LA CANNABIS 


1. Si una Parte permite el cultivo de la planta de la cannabis para producir 
cannabis o resina de cannabis, aplicará a ese cultivo el mismo sistema de 
fiscalización establecido en el articulo 23 para la fiscalización de la adormidera. 


2. La presente Convención no se aplicará al cultivo de la planta de la 
cannabis destinado exclusivamente a fines industriales (fibra y semillas) u 
hortícolas. 


3. Las Partes adoptarán las medidas necesarias para impedir el uso indebido 
o tráfico ilícito de las hojas de la planta de la cannabis. 


Artículo 29 
FABRICACIÓN 


1, Las Partes exigirán que la fabricación de estupefacientes se realice bajo el 
régimen de licencias con excepción del caso en que éstos sean fabricados por 
empresas estatales. 


2. Las Partes: 


a) Ejercerán una fiscalización sobre todas las personas y empresas que se 
dediquen a la fabricación de estupefacientes o participen en ella; 


b) Someterán a un régimen de licencias a los establecimientos y locales en 
que dicha fabricación pueda realizarse, 


c) Exigirán que los fabricantes de estupefacientes a quienes se haya otorgado 
licencia obtengan permisos periódicos en los que se especifique la clase y 
la cantidad de estupefacientes que estén autorizados a fabricar. Sin 
embargo, no será necesario exigir este requisito para fabricar preparados. 


3. Las Partes impedirán que se acumulen, en poder de los fabricantes de 
estupefacientes, cantidades de estupefacientes o de paja de adormidera 
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superiores a las necesarias para el funcionamiento normal de la empresa, 
temiendo en cuenta las condiciones que prevalezcan en el mercado. 


Artículo 30 
COMERCIO Y DISTRIBUCIÓN 


1 a) Las Partes exigirán que el comercio y la distribución de estupefacientes 
estén sometidos a licencia, excepto cuando dicho comercio O 
distribución lo realice una empresa o empresas del Estado. 


b) Las Partes: 


i)  Fiscalizarán a todas las personas y empresas que realicen o se 
dediquen al comercio o la distribución de estupefacientes; y 


ii) Someterán a un régimen de licencias a los establecimientos y 
locales en que pueda realizarse dicho comercio o distribución. No 
será necesario exigir el requisito de licencia respecto de los 
preparados; 


c) Las disposiciones de los apartados a) y b) relativas a licencias no se 
aplican necesariamente a las personas debidamente autorizadas para 
ejercer funciones terapéuticas o científicas, y mientras las ejerzan, 


2. Las Partes deberán también: 


a) Impedir que en poder de los comerciantes, los distribuidores, las 
empresas del Estado o las personas debidamente autorizadas antes 
mencionadas, se acumulen cantidades de estupefacientes y paja de 
adormidera que excedan de las necesarias para el ejercicio normal de 
su comercio, habida cuenta de las condiciones que prevalezcan en el 
mercado; 


D) I) Exigir recetas médicas para el suministro «O cespacho de 
estupefacientes a particulares. Este requisito no se aplicará 
necesariamente a los estupefacientes que una persona pueda 
obtener, usar, entregar o administrar legalmente en el ejercicio de 
sus funciones terapéuticas debidamente autorizadas; 


li) Si las Partes estiman que estas medidas som necesarias O 
convenientes exigirán que las recetas de los estupefacientes de la 
Lista | se extiendan en formularios oficiales que las autoridades 
públicas competentes o las asociaciones profesionales autorizadas 
facilitarán en forma de talonarios. 


3. Es deseable que las Partes exijan que las ofertas escritas o impresas de 
estupefacientes, la propaganda de cualquier clase o los folletos descriptivos de 
estupefacientes, que se empleen con fines comerciales, las envolturas 
interiores de los paquetes que contengan estupefacientes, y las etiquetas con 
que se presenten a la venta los estupefacientes indiquen las denominaciones 
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comunes internacionales comunicadas por la Organización Mundial de la 
Salud. 


4. Si una Parte considera que tal medida es necesaria o deseable, exigirá que 
el paquete, o la envoltura interior del estupefaciente lleve una doble banda roja 
perfectamente visible. La envoltura exterior del paquete que contenga ese 
estupefaciente no llevará la doble banda roja. 


5. Las Partes exigirán que en la etiqueta con que se presente a la venta 
cualquier estupefaciente se indique el contenido de estupefaciente exacto, con 
su peso o proporción. Este requisito del rotulado no se aplicará necesariamente 
a un estupefaciente que se entregue a una persona bajo receta médica. 


6. Las disposiciones de los incisos 2 y 5 mo se aplicarán necesariamente al 
comercio al por menor ni a la distribución al por menor de los estupefacientes 
de la Lista Il. 


Artículo 31 


DISPOSICIONES — ESPECIALES REFERENTES AL COMERCIO 
INTERNACIONAL 


1. Las Partes no permitirán a sabiendas la exportación de estupefacientes a 
ningún país o territorio, salvo: 


a) De conformidad con las leyes y reglamentos de dicho país o territorio; y 


b) Dentro de los límites del total de las previsiones para ese pais o territorio, 
según se definen en el párrafo 2 del artículo 19, más las cantidades 
destinadas a la reexportación, 


2. Las Partes ejercerán en los puertos francos y en las zonas francas las 
mismas inspección y fiscalización que en otras partes de su territorio, sin 
perjuicio de que puedan aplicar medidas más severas. 


3. Las Partes: 


a) Ejercerán la fiscalización de las importaciones y exportaciones de 
estupefacientes, salvo cuando éstas sean efectuadas por una empresa o 
empresas del Estado; y 


b) Ejercerán una fiscalización sobre toda persona y sobre toda empresa que 
se dedique a la importación o a la exportación de estupefacientes. 


4. a) Las Partes que permitan la exportación o importación de 
estupefacientes exigirán que se obtenga una autorización diferente de 
importación o de exportación para cada importación o exportación, ya 
se trate de uno o más estupefacientes. 


b) En dicha autorización se indicará el nombre del estupefaciente; la 
denominación común internacional, si la hubiere; la cantidad que ha de 
importarse o exportarse y el nombre y la dirección del importador y del 
exportador, y se especificará el período dentro del cual habrá de 
efectuarse la importación o ta exportación. 
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c) La autorización de exportación indicará, además, el número y la fecha 
del certificado de importación (inciso 5) y de la autoridad que lo ha 
expedido 


d) La autorización de importación podrá permitir que la importación se 
efectué en más de una expedición. 


5. Antes de conceder un permiso de exportación, las Partes exigirán cue la 
persona o el establecimiento que lo solicite presente un certificado de 
importación expedido por las autoridades competentes del país o del territorio 
importador, en el que conste que ha sido autorizada la importación del 
estupefaciente o de los estupefacientes que se mencionan en él. Las Partes se 
ajustarán en la medida de lo posible al modelo de certificado de importación 
aprobado por la Comisión. 


6. Cada expedición deberá ir acompañada de una copia del permiso de 
exportación, del que el gobierno que lo haya expedido enviará una copia al 
gobierno del país o territorio importador. 


7. a) Una vez efectuada la importación, o una vez expirado el plazo fijado 
para ella, el gobierno del país o territorio importador devolverá el permiso de 
exportación, debidamente anotado, al gobierno del país o territorio exportador: 


a) En la anotación se indicará la cantidad efectivamente importada; 


b) Si se ha exportado en realidad una cantidad inferior a la especificada en el 
permiso de exportación, las autoridades competentes indicarán en dicho 
permiso y en las copias oficiales correspondientes a la cantidad 
efectivamente exportada. 


8. Quedarán prohibidas las exportaciones dirigidas a un apartado postal o a 
un banco a la cuenta de una persona o entidad distinta de la designada en el 
permiso de exportación 


9. Quecarán prohibidas las exportaciones dirigidas a un almacén de aduanas, 
a menos que en el certificado de importación presentado por la persona o el 
establecimiento que solicita el permiso de exportación, el gobierno del país 
importador declare que ha aprobado la importación para su depósito en un 
almacén de aduanas. En ese caso, el permiso de exportación deberá 
especificar que la importación se hace con ese destino. Para retirar una 
expedición consignada al almacen de aduanas será necesario un permiso de 
las autordades en cuya jurisdicción esté comprendido el almacén y, si se 
destina al extranjero se considerará como una nueva exportación en el sentido 
de la presente Convención. 


10. Las expediciones de estupefacientes que entren en el territorio de una 
Parte o salgan del mismo sin ir acompañadas de un permiso de exportación 
serán detenidas por las autoridades competentes 


11. Ninguna Parte permitirá que pasen a través de su territorio 
estupefacientes expedidos a otro país aunque sean descargados del vehiculo 
que los transporta, a menos que se presente a las autoridades competentes de 
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esa Parte una copia del permiso de exportación correspondiente a esa 
expedición. 

12. Las autoridades competentes de un pais o territorio que hayan permitido 
el tránsito de una expedición de estupefacientes deberán adoptar todas las 
medidas necesarias para impedir que se dé a la expedición un destino distinto 
del indicado en la copia del permiso de exportación que la acompañe. a menos 
que el gobierno del país o territorio por el que pase la expedición autorice el 
cambio de destino. El gobierno de ese país o territorio considerará todo cambio 
de destino que se solicite como una exportación del país o territorio de tránsito 
al país o territorio de nuevo destino. Si se autoriza el cambio de destino, las 
disposiciones de los apartados a) y b) del inciso 7 serán también aplicadas 
entre el país o territorio de tránsito y el país o territorio cel que procedió 
originalmente la expedición 


13. Ninguna expedición de estupefacientes, tanto si se halla en tránsito como 
depositada en un almacén de aduanas, podrá ser sometida a cualquier 
manipulación que pueda modificar la naturaleza del estupefaciente. Tampoco 
podrá modificarse su embalaje sin permiso de las autoridades competentes. 


14. Las disposiciones de los incisos 11 a 13 relativas al paso de 
estupefacientes a través del territorio de una Parte no se aplicarán cuando la 
expedición de que se trate sea transportada por una aeronave que no aterrice 
en el país o territorio de tránsito, Si la aeronave aterriza en tal país o territorio, 
esas disposiciones serán aplicadas en la medida en que las circunstancias lo 
requieran 


15. Las disposiciones de este artículo se aplicarán sin perjuicio de las 
disposiciones de cualquier acuerdo internacional que limite la fiscalización que 
pueda ser ejercida por cualquiera de las Partes sobre los estupefacientes en 
tránsito. 


16. Con excepción de lo dispuesto en el apartado a) del inciso 1 y en el 
inciso 2, ninguna disposición de este artículo se aplicará necesariamente en el 
caso de los preparados de la Lista 111. 


Artículo 32 


DISPOSICIONES ESPECIALES RELATIVAS AL TRANSPORTE DE 
DROGAS EN LOS BOTIQUINES DE PRIMEROS AUXILIOS DE BUQUES O 
AERONAVES DE LAS LINEAS INTERNACIONALES 


1. El transporte internacional por buques o aeronaves de las cantidades 
limitadas de drogas necesarias para la prestación de primeros auxilios o para 
casos urgentes en el curso del viaje, no se considerará como importación, 
exportación o tránsito por un país en el sentido de esta Convención. 


2. Deberán adoptarse las precauciones adecuadas por el país de la matrícula 
para evitar el uso indebido de las drogas a que se refiere el inciso 1 o su 
desviación para fines ilícitos. La Comisión recomendará dichas precauciones, 
en consulta con las organizaciones internacionales pertinentes. 


3. Las drogas transportadas por buques o aeronaves de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1, estarán sujetas a las leyes, reglamentos, permisos y 
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licencias del pais de la matrícula pero sin perjuicio del derecho de las 
autoridades locales competentes a efectuar comprobaciones e inspecciones o 
adoptar otras medidas de fiscalización a bordo del buque o aeronave. La 
administración de dichas drogas en caso de urgente necesidad no se 
considerará que constituye una violación de las disposiciones del apartado b) ¡) 
del artículo 30. 


Artículo 33 
POSESIÓN DE ESTUPEFACIENTES 
Las Partes sólo permitirán la posesión de estupefacientes con autorización 


Artículo 34 
MEDIDAS DE FISCALIZACIÓN Y DE INSPECCIÓN 
Las Panes exigirán: 


a) Que todas las personas a quienes se concedan licencias en virtud de la 
presente Convención o que ocupen cargos directivos o de inspección en 
una empresa del Estado establecida según lo dispuesto en esta 
Convención, tengan la idoneidad adecuada para aplicar fiel y eficazmente 
las disposiciones de las leyes y reglamentos que se dicten para dar 
cumplimiento a la misma; 


b) Que las autoridades administrativas, los fabricantes, los comerciantes, los 
hombres de ciencia, las instituciones científicas y los hospitales lleven 
registros en que consten las cantidades de cada estupefaciente fabricado, 
y de cada adquisición y destino dado a los estupefacientes, Dichos 
registros serán conservados por un periodo de dos años por lo menos 
Cuando se utilicen talonarios (artículo 30 inciso 2 D)) de recetas oficiales, 
dichos talonarios se conservarán también durante un periodo de dos años 
por lo menos 


Artículo 35 
LUCHA CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO 


Teniendo debidamente en cuenta sus regimenes constitucional, legal y 
administrativo, las Partes: 


a) Asegurarán en el plano nacional una coordinación de la acción preventiva y 
represiva contra el tráfico ilícito; para ello podrán designar un servicio 
apropiado que se encargue de dicha coordinación; 


b) Se ayudarán mutuamente en la lucha contra el tráfico ilicito de 
estupefacientes, 


c) Cooperarán estrechamente entre sí y con las organizaciones 
internacionales competentes de que sean miembros para mantener una 
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lucha coordinada contra el tráfico ilícito; 


d) Velarán por que la cooperación internacional de los servicios apropiados se 
efectué en forma expedita; y 


e) Cuidarán que, cuando se transmitan de un país a otro los autos para una 
acción judicial, la transmisión se efectué en forma expedita a los órganos 
designados por las Partes, este requisito no prejuzga el derecho de una 
Parte a exigir que se le envien las piezas de autos por vía diplomática. 


Artículo 36 
DISPOSICIONES PENALES 


1. A reserva de lo dispuesto por su Constitución, cada una de las Partes se 
obliga a adoptar las medidas necesarias para que el cultivo y la producción. 
fabricación, extracción, preparación, posesión, ofertas en general, ofertas de 
venta, distribución, compra, venta, despacho por cualquier concepto, corretaje, 
expedición, expedición en tránsito, transporte, importación y exportación de 
estupefacientes, no conformes a las disposiciones de esta Convención o 
cualesquiera otros actos que en opinión de la Parte puedan efectuarse en 
infracción de las disposiciones de la presente Convención, se consideren como 
delitos si se cometen intencionalmente y que los delitos graves sean castigados 
en forma adecuada, especialmente con penas de prisión u otras penas de 
privación de libertad. 


2. A reserva de las limitaciones que imponga la Constitución respectiva, el 
régimen jurídico y la legistación nacional de cada Parte: 


a) ij Cada uno de los delitos enumerados en el inciso 1, sí se comete en 
diferentes países, se considerará como un delito distinto; 


li) La participación deliberada o la confabulación para cometer cualquiera 
de esos delitos, así como la tentativa de cometerlos, los actos 
preparatorios y operaciones financieras, relativos a los delitos de que 
trata este artículo, se considerarán como delitos, tal como se dispone 
en el inciso 1; 


li) Las condenas pronunciadas en el extranjero por esos delitos serán 
computadas para determinar la reincidencia; y 


iv) Los referidos delitos graves cometidos en el extranjero, tanto por 
nacionales como por extranjeros, serán juzgados por la Parte en cuyo 
territorio se haya cometido el delito, o por la Parte en cuyo territorio se 
encuentre el delincuente, si no procede la extradición de conformidad 
con la ley de la Parte a la cual se la solicita, y si dicho delincuente no 
ha sido ya procesado y sentenciado. 


b) Es deseable que los delitos a que se refieren el inciso | y el apartado a) ¡¡) 
del inciso 2 se incluyan entre los delitos que dan lugar a extradición, en 
todo tratado de extradición concertado o que pueda concertarse entre las 
Partes, y sean delitos que den lugar a extradición entre cualesquiera de las 
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Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado o 
acuerdo de reciprocidad, a reserva de que la extradición sea concedida con 
arreglo a la legislación de la Parte a la que se haya pedido, y de que esta 
Parte tenga derecho a negarse a proceder a la detención del delincuente o 
a conceder la extradición si sus autoridades competentes consideran que el 
delito no es suficientemente grave. 


3. Las disposiciones del presente artículo estarán limitadas por tas 
disposiciones del derecho penal de la Parte interesada, en materia de 
jurisdicción. 

4. Ninguna de las disposiciones del presente artículo afectará el principio de 
que los delitos a que se refiere han de ser definidos, perseguidos y castigados 
de conformidad con la legislación nacional de cada Parte. 


Artículo 37 
APREHENSIÓN Y DECOMISO 


Todo estupefaciente, sustancia y utensilio empleados en la comisión de 
delitos mencionados en el artículo 36 o destinados a tal fin podrán ser objeto de 
aprehensión y decomiso, 


Artículo 38 
TRATAMIENTO DE LOS TOXICÓMANOS 


1. Las Partes considerarán especialmente las medidas que pueden adoptarse 
para el tratamiento médico, el cuidado y la rehabilitación de los toxicómanos. 


2. Si la toxicomanía constituye un grave problema para una Parte y si sus 
recursos económicos lo permiten, es conveniente que dicha Parte establezca 
servicios adecuados para tratar eficazmente a los toxicómanos. 


Articulo 39 


APLICACIÓN DE MEDIDAS NACIONALES DE FISCALIZACIÓN MÁS 
ESTRICTAS QUE LAS ESTABLECIDAS POR ESTA CONVENCIÓN 


No obstante lo dispuesto en la presente Convención, no estará vedado a las 
Partes ni podrá presumirse que les esté vedado, adoptar medidas de 
fiscalización más estrictas o rigurosas que las previstas en la Convención, y, en 
especial, que exija que los preparados de la Lista lll o los estupefacientes de la 
Lista ll queden sujetos a todas las medidas de fiscalización aplicables a los 
estupefacientes de la Lista | o a aquellas que, a juicio de la Parte interesada, 
sean necesanas o convenientes para proteger la salud pública. 
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Artículo 40 


IDIOMAS DE LA CONVENCIÓN Y PROCEDIMIENTO PARA SU FIRMA, 
RATIFICACIÓN Y ADHESIÓN 


1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, quedará abierta, hasta el 1? de agosto de 
1961, a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, de 
todos los Estados no miembros que son Partes en el Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia o miembros de un organismo especializado de las 
Naciones Unidas, e igualmente de todo otro Estado que el Consejo pueda 
invitar a que sea Parte. 


2. La presente Convención está sujeta a ratificación, Los instrumentos de 
ratificación serán depositados ante el Secretario General. 


3. La presente Convención estará abierta, después del 1* de agosto de 1961, 
a la adhesión de los Estados a que se refiere el párrafo 1. Los instrumentos de 
adhesión serán depositados ante el Secretario General. 


Articulo 41 
ENTRADA EN VIGOR 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación o 
adhesión, de conformidad con el artículo 40. 


2. Con respecto a cualquier otro Estado que deposite un instrumento de 
ratificación o adhesión después de la fecha de depósito de dicho cuadragésimo 
instrumento, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente 
que ese Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 


Artículo. 42 
APLICACIÓN TERRITORIAL 


La presente Convención se aplicará a todos los territorios no metropolitanos 
cuya representación internacional ejerza una de las Partes, salvo cuando se 
requiera el consentimiento previo de tal territorio en virtud de la Constitución de 
la Parte o del territorio interesado, o de la costumbre. En ese caso, la Parte 
tratará de obtener lo antes posible el necesario consentimiento del territorio, y, 
una vez obtenido, lo notificará al Secretario General. La presente Convención 
se aplicará al territorio o territorios mencionados en dicha notificación, a partir 
de la fecha en que la reciba el Secretario General. En los casos en que no se 
requiera el consentimiento previo del territorio no metropolitano, la Parte 
interesada declarará, en el momento de la firma, de la ratificación o de la 
adhesión, a qué territorio o territorios no metropolitanos se aplica la presente 
Convención. 
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Artículo 43 
TERRITORIOS A QUE SE REFIEREN LOS ARTICULOS 19, 20, 21 Y 31 


1. Las Partes podrán notificar al Secretario General que, a efectos de los 
artículos 19, 20, 21 y 31, uno de sus territorios, está dividido en dos o más 
territorios, o que dos o más de éstos se consideran un solo territorio. 


2. Dos o más Partes podrán notificar al Secretario General que, a 
consecuencia del establecimiento de una unión aduanera entre ellas, 
constituyen un solo territorio a los efectos de los artículos 19, 20, 21 y 31. 


3. Toda notificación hecha con arreglo a los incisos 1 ó 2 de este artículo 
surtirá efectos el 14 de enero del año siguiente a aquél en que se haya hecho 
la notificación. 


Artículo 44 


ABROGACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 
ANTERIORES 


Al entrar en vigor la presente Convención, sus disposiciones abrogarán y 
sustituirán entre las Partes las disposiciones de los siguientes instrumentos: 


a) Convención Internacional del Opio, firmada en la Haya el 23 de enero de 
1912; 


b) Acuerdo concemiente a la fabricación, el comercio interior y el uso de opio 
preparado, firmado en Ginebra el 11 de febrero de 1925; 


c) Convención Internacional del Opio, firmada en Ginebra el 19 de febrero de 
1925; 


d) Convención para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de 
estupefacientes, firmada en Ginebra el 13 de julio de 1931; 


e) Acuerdo para la supresión del hábito de fumar opio en el Lejano Oriente, 
firmado en Bangkok el 27 de noviembre de 1931; 


f)' Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre de 
1946, que modifica los Acuerdos, Convenciones y Protocolos sobre 
estupefacientes concertados en la Haya el 23 de enero de 1912, en 
Ginebra el 11 de febrero de 1925, el 19 de febrero de 1925 y el 13 de julio 
de 1931; en Bangkok el 27 de noviembre de 1931 y en Ginebra el 26 de 
junio de 1936, salvo en lo que afecta a esta última Convención; 


go) Las Convenciones y Acuerdos mencionados en los apartados a) a e) 
modificados por el Protocolo de 1948, mencionado en el apartado f); 


h) Protocolo firmado en París el 19 noviembre de 1948, que somete a 
fiscalización internacional ciertas drogas no comprendidas en la 
Convención del 13 de julio de 1931 para limitar la fabricación y reglamentar 
la distribución de estupefacientes, modificada por el Protocolo firmado en 
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Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre de 1946; 


i) Protocolo para limitar y reglamentar el cultivo de la adormidera y la 
producción, el comercio internacional, el comercio al por mayor y el uso del 
opio, firmado en Nueva York el 23 de junio de 1953, en caso que dicho 
Protocolo hubiera entrado en vigor. 2. Al entrar en vigor la presente 
Convención, el apartado b) del inciso 2 del articulo 36 abrogará y sustituirá, 
entre las Partes que lo sean también en la Convención para la supresión 
del tráfico ilícito de drogas nocivas, firmada en Ginebra el 26 de junio de 
1936, las disposiciones del artículo 9 de esta última Convención, pero esas 
Partes podrán mantener en vigor dicho artículo 9, previa notificación al 
Secretario General. 


Artículo 45 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


1. A partir de la fecha en que entre en vigor la presente Convención (inciso 1 
del artículo 41), las funciones de la Junta a que se refiere el articulo 9 serán 
desempeñadas provisionalmente por el Comité Central Permanente constituido 
con arreglo al capítulo VI de la Convención a que se refiere el apartado c) del 
artículo 44, modificada, y por el Organo de Fiscalización constituido con arreglo 
al capítulo !l de la Convención a que se refiere el apartado d) del artículo 44, 
modificado, según lo requieran respectivamente dichas funciones. 


2. El Consejo fijará la fecha en que entrará en funciones la nueva Junta de 
que trata el artículo 9. A partir de esa fecha, esta Junta ejercerá, respecto de 
los Estados Partes en los instrumentos enumerados en el artículo 44 que no 
sean Partes en la presente Convención, las funciones del Comité Central 
Permanente y del Órgano de Fiscalización mencionados en el inciso 1. 


Artículo 46 
DENUNCIA 


1. Una vez transcurridos dos años, a contar de la fecha de entrada en vigor 
de la presente Convención (artículo 41, inciso 1), toda Parte, en su propio 
nombre o en el de cualquiera de los territorios cuya representación 
internacional ejerza y que haya retirado el consentimiento dado según lo 
dispuesto en el artículo 42, podrá denunciar la presente Convención mediante 
un instrumento escrito depositado en poder del Secretario General. 


2. Si el Secretario General recibe la denuncia antes del lo. de julio de 
cualquier año o en dicho dia, ésta surtirá efecto a partir del 1? de enero del año 
siguiente; y si la recibe después del 1? de julio, la denuncia surtirá efecto como 
si hubiera sido recibida antes del 1? de julio del año siguiente o en ese día. 

3. La presente Convención cesará de estar en vigor si, a consecuencia de las 


denuncias formuladas según el inciso 1, dejan de cumplirse las condiciones 
estipuladas en el inciso 1 del artículo 41 para su entrada en vigor. 


204-C.S. CÁMARA DE SENADORES 13 de setiembre de 2012 


Artículo 47 
MODIFICACIONES 


1. Cualquier Parte podrá proponer una modificación de esta Convención. El 
texto de cualquier modificación asi propuesta y los motivos de la misma serán 
comunicados al Secretario General quien, a su vez, los comunicará a las 
Partes y al Consejo. El Consejo podrá decidir: 


a) Que se convoque a una conferencia en conformidad con el inciso 4 del 
artículo 62 de la Carta de las Naciones Unidas para considerar la 
modificación propuesta: o 


b) Que se pregunte a las Partes si aceptan la modificación propuesta y se les 
pida que presenten al Consejo comentarios acerca de la misma. 


2. Cuando una propuesta de modificación transmitida con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado b) del inciso * de este artículo no haya sido rechazada 
por ninguna de las Partes dentro de los 18 meses después de haber sido 
transmitida, entrará automáticamente en vigor No obstante, si cualquiera de 
las Partes rechaza una propuesta de modificación, el Consejo podrá decidir, 
teniendo en cuenta las observaciones recibidas de las Partes, si ha de 
convocarse a una conferencia para considerar tal modificación. 


Artículo 48 
CONTROVERSIAS 


1. Si surge entre dos o más Partes una controversia acerca de la 
interpretación o de la aplicación de la presente Convención, dichas Partes se 
consultarán con el fin de resolver la controversia por via de negociación, 
investigación, medición, conciliación, arbitraje, recurso a órganos regionales, 
procedimiento judicial u otros recursos pacíficos que allas elijan. 


2. Cualquiera controversia de esta indole que no haya sido resuelta en la 
forma indicada en el inciso 1 será sometida a la Corte Internacional de Justicia. 


Artículo 49 
RESERVAS TRANSITORIAS 


1. Alfirmar, ratificar o adherirse a la Convención, toda Parte podrá reservarse 
el derecho de autorizar temporalmente en cualquiera de sus territorios: 


a) El uso del opio con fines casi médicos: 
b) El uso del opio para fumar; 
Cc) La masticación de la hoja de coca; 


d) El uso de la cannabis, de la resina de cannabis, de extractos y tinturas de 
cannabis con fines no médicos; y 


e) La producción, la fabricación y el comercio de los estupefacientes 
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mencionados en los apartados a) a d) para los fines en ellos especificados. 


2. Las reservas formuladas en virtud del inciso 1 estarán sometidas a las 
siguientes limitaciones: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


Las actividades mencionadas en el inciso 1 se autorizarán sólo en la 
medida en que sean tradicionales en los territorios respecto de los cuales 
se formule la reserva y estuvieran autorizadas en ellos el 1? de enero de 
1961; 


No se permitirá ninguna exportación de los estupefacientes mencionados 
en el párrafo 1, para los fines que en él se indican, con destino a un Estado 
que no sea Parte o a un territorio al que no se apliquen las disposiciones de 
la presente Convención según lo dispuesto en el artículo 42, 


Sólo se permitirá que fumen opio las personas inscritas a estos efectos por 
las autoridades competentes el lo. de enero de 1964. 


El uso de! opio para fines casi médicos deberá ser abolido en un plazo de 
15 años a partir de la entrada en vigor de la presente Convención conforme 
a lo dispuesto en el inciso 1 del articulo 41, 


La masticación de hoja de coca quedará prohibida dentro de los 25 años 
siguientes a la entrada en vigor de la presente Convención conforme a lo 
dispuesto en el inciso 1 del artículo 41, 


El uso de la cannabis para fines que no sean médicos y cientificos deberá 
cesar lo antes posible, pero en todo caso dentro de un plazo de 25 años a 
partir de la entrada en vigor de la presente Convención conforme a lo 
dispuesto en el inciso 1 del artículo 41. : 


La producción, la fabricación y el comercio de los estupefacientes de que 
trata el inciso 1, para cualquiera de los usos en él mencionados, se 
reducirán y suprimirán finalmente, a medida que se reduzcan y supriman 
dichos usos. 


3. Toda Parte que formule una reserva a tenor de lo dispuesto en el inciso 1: 


a) 


b) 


incluirá en el informe anual que ha de suministrar al Secretario General, de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado a) del inciso 1 del artículo 18, 
una reseña de los progresos realizados en el año anterior con miras a la 
supresión del uso, la producción, la fabricación o el comercio mencionados 
en el inciso 1; 


Facilitará a la Junta previsiones (articulo 19) e informaciones estadisticas 
(artículo 20) para cada una de las actividades respecto de las cuales haya 
formulado una reserva, en la forma y de la manera prescritas por la Junta. 


4. a) Si la Pare que formule una reserva a tenor de lo dispuesto en el 


inciso 1 deja de enviar: 


i) El informe mencionado en el apartado a) del inciso 3 dentro de los 
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seis meses siguientes al fin de! año al que se refiere la información; 


li) Las previsiones mencionadas en el apartado b) del inciso 3, dentro 
de los tres meses siguientes a la fecha fijada por la Junta según lo 
dispuesto en el inciso 1 del artículo 12; 


ii) Las estadísticas mencionadas en el apartado b) del párrafo 3, 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la que debian 
haber sido facilitadas según lo dispuesto en el inciso 2 del 
artículo 20; la Junta o el Secretario General, según el caso, 
notificará a la Parte interesada el retraso en que incurre, y le pedirá 
que remita esta información dentro de un plazo de tres meses a 
contar de la fecha en que reciba la notificación; 


b) Si la Parte no atiende dentro de este plazo la petición de la Junta o del 
Secretario General, la reserva formulada en virtud del inciso 1 quedará 
sin efecto. 


5, El Estado que haya formulado reservas podrá en todo momento, mediante 
notificación por escrito, retirar todas o parte de sus reservas 


Artículo 50 
OTRAS RESERVAS 


1, No se permitirán otras reservas que las que se formulen con arreglo a lo 
dispuesto en el articulo 49 o en los párrafos siguientes, 


2. Al firmar, ratificar o adherirse a la Convención, todo Estado podrá formular 
reservas a las siguientes disposiciones de la misma: incisos 2 y 3 del 
artículo 12, inciso 2 del articulo 13, incisos 1 y 2 del artículo 14, apartado b) del 
inciso 1 del artículo 31 y artículo 48. 


3. Todo Estado que quiera ser Parte en la Convención, pero que desee ser 
autorizado para formular reservas distintas de las mencionadas en el inciso 2 
del presente artículo o en el artículo 49, notificará su intención al Secretario 
General. 


A menos que, dentro de un plazo de 12 meses a contar de la fecha de la 
comunicación dirigida a dichos Estados por el Secretario General, sea objetada 
por un tercio de los Estados que hayan ratificado la presente Convención o se 
hayan adherido a ella antes de expirar dicho plazo, la reserva se considerará 
autorizada, quedando entendido, sin embargo, que los Estados que hayan 
formulado objeciones a esa reserva no estarán obligados a asumir, para con el 
Estado que la formuló, ninguna obligación jurídica derivada de la presente 
Convención, que sea afectada por la dicha reserva. 


4. El Estado que haya formulado reservas podrá en todo momento, mediante 
notificación por escrito, retirar todas o parte de sus reservas. 


Artículo 51 
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NOTIFICACIONES 
El Secretario General notificará a todos los Estado mencionados en el 
inciso 1 del artículo 40: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conforme al artículo 40; 


b) La fecha en que la presente Convención entre en vigor conforme al 
articulo 41; 


c) Las denuncias hechas conforme al artículo 46; y 
d) Las declaraciones y notificaciones hechas conforme a los articulos 42, 43, 
47,49 y 50 y 
EN FE DE LO CUAL, los infraescritos, debidamente autorizados, han firmado 
la presente Convención en nombre de sus Gobiernos respectivos: 


HECHA en Nueva York el treinta de marzo de mil novecientos sesenta y uno, 
en un solo ejemplar, que se depositará en los archivos de las Naciones Unidas, 
y del que se enviarán copias auténticas a todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas y a los demás Estados mencionados en el inciso 1 del 
artículo 40. 


LISTAS DE LA CONVENCIÓN ÚNICA DE 1961 

E ci ien 1 
Acetilmetadol (3-acetoxi-6-dimetilarnino-4, 4-difenilheptanol) 
Alilprodina (3-ali!-1-metil-4-tenil-4-propionoxipipendina) : 
Alfacetilmetadol (alfa-3-acetoxi-S-dimetilamino-4, 4-difenilheptano!) 
Alfameprodina (alfa-3-etil- 1-metil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 
Alfametado! (alfa-5-dimetilamino-4, 4-difenil-3-heptano!) 
Alfaprodina (alfa 1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 


Anileridina éster etílico del ácido 1-para-aminofenetil-4-fenilpiperidina-4- 
carboxilico) 


Benzetidina (éster etílico del ácido 1-(2-benziloxietil)-4-fenilpiperidina-4- 
carboxilico) 

Benzilmorfina (3-benzilmorfina) 

Betacetilmetado! (beta-3-acetoxi-5-dimetilamino-4, 4-difenilheptanol) 

Betameprodina (beta-3-etil-1-metil-4-fanil-4-propionoxipiperidina) 

Betametadol (beta-6-dimetilamino4, 4-difenil-3-neptanol) 

Betaprodina (beta-1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina) 

Cannabis y su resina y los extractos y tinturas de la cannabis 

Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4-propionilpiperidina) 

Clonitazeno (2-para-clorbenzil-1-dietilaminoetil-S-nitrobenzimidazol) 
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Coca (Hojas de) 
Cocaína (éster metilico de benzoilecgnonina) 


Concentrado de paja de adormidera (el material que se obtiene cuando la 
paja de adormidera ha entrado en un proceso para la concentración de sus 
alcaloides, en el momento en que pasa al comercio) 


Desomorfina (dihidrodeoximorfina) 
Dextromoramida  ((+)-4-[2-metil-4-ox0-3  3-difenil-4-(1-pirrolidini)  butil] 
morfolino) 


Diampromida (N-[2-(metilfenetilamino) propil] propionanilido) 
Dietiltiambuteno (3-dietilamino-1, 1-di-(2tienil)-1-buteno) 
Dihidromorfina 

Dimenoxadol (2-dimetilaminoetil-1-etoxi-1, 1-difenilacitato) 
Dimefeptanol (6-dimetitlamino-4, 4-difenil-3-heptanol) 
Dimetiltambuteno (3-dimetilamino-1, 1-di-(2'tienil)--buteno) 
Butirato de dioxafetilo (etil 4-morfolino-2, 2-difenilbutirato) 


Difenoxilato (éster etílico del ácido  1-3-ciano-3,  (3-difenilpropil-4- 
fenilpiperidina-4-carboxilico) 


Dipipanona (4, 4-difenil-6-piperidino-3-heptanona) 


Ecgnonina, sus ésteres y derivados que sean convertibles en ecgnonina y 
cocaína. 


Etilmetiltiambuteno (3-etilmetilamino-1, 1-di-(2'-tienil)-1-buteno) 
Etonitazena (I-dietilaminoetil-2-para-etoxibenzil-S-nitrobenzimidazol) 


Etoxeridina (éster etílico del ácido 1-[2-(2-hidroxietoxil) etil] -4-fenilpiperidina- 
4-carboxilico) 


Fenadoxona (6-morfolino-4, 4-difenil-3-heptanona) 
Fenampromida (N-(-metil-2-piperidinoetil) propionanilido) 
Fenaocina (2'-hidroxi-5, 9-dimetil-2-fenetil-2, 7 benzomorfán) 
Fenomorfán (3-hidroxi-N-fenetilmorfinán) 


Fenoperidina (éster etílico del ácido  1-(3-hidroxi-3-fenilpropil)-4- 
fenilpiperidina-4-carboxílico) 


Furetidina (éster etilico del ácido 1-(2-tetrahidrofurfuriloxietil)-4-fenilpiperidina- 
4-carboxílico) 


Heroína (diacetilmorfina) 

Hicrocodona (dihidrocodeinona) 
Higromortfino! (14-hidroxidihidromorfina) 
Hidromortona (dihidromorfinona) 


Hidroxipetidina (éster etílico del ácido 4-meta-hidroxifenil-1-metilpiperidina-4- 
carboxílico) 
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Isometadona (6-dimetilamino-5-metil-4, 4-difenil-3-hexanona) 
Levometorfán * ((-)-3-metoxi-N-metilforninán) 

Levomoramida ((-)-4-[2-metil-4-oxo-3, 3-difenil-4-(1-pirrolidinil) butil] morfolino) 
Levofenaclimorfán ((-)-3-hidroxi-N-fenacilmorfinán) 
Levorfanol * ((-)-3-hidroxi-N-metilmorfinán) 

Metazocina (2'-hidroxi-2, 5, 9, -trimetil-6, 7-benzomorfán) 
Metadona (6-dimetilamino-4, 4-difenil-3-heptanona) 
Metildesorfina (6-metil-delta 6-deoximorfina) 
Metildihidromorfina (5-metildihidromorfina) 
1-Metil-4-fenilpiperidina-4-carboxílico (ácido) 

Metopón (5-metildihidromorfinona) 


Morferidina (éster etílico del ácido 1-(2-morfolinoetil)-4-fenilpiperidina-4- 
carboxílico) 


Morfina 


Morfina Metobromide y otros derivados de la morfina con nitrógeno 
pentavalente 


Morfina - N- Oxido 

Mirofina (miristilbenzilmorfina) 

Nicomorfina (3, 6-dinicotinilmorfina) 

Norlevorfano! ((-)-3-hidroximorfinán) 

Normetadona (6-dimetilamino-4, 4-difenil-3-hexanona) 

Normorfina (dimetilmorfina) 

Opio 

Oxicodona (14-hidroxidihidrocodeinona) 

Oximorfona (14-hidroxidihidromorfinona) 

Petidina (éster etílico del ácido I-metil-4-fenilpiperidina-4 carboxilico) 


Piminodina (éster etílico del ácido 4-fenil-1-(3-fenilamino propil) piperidina-4- 
carboxílico) 


Proheptazina (1, 3-dimetil-4-fenil-4-propionoxiazacicloneptano) 

Properidina (éster isorpopílico del ácido I-metil-4-fenilpiperidina-4-carboxilico) 

Racemetorfan ((+)-3-metoxi-N-metilmorfinán) 

Racemoramida  ((+)-4-[2-metil-4-oxo-3,  3-difenil-4-(1-pirrolidinil)  bouti!] 
morfolino) 

Racemorfan ((+)-3-hidroxi-N-metilmorfinán) 

Tebacón (acetildinidrocodeinona) 

Tebaiína 
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Trimeperidina (1, 2, 5-trimetil-4-fenil-4-propionoxipiperidina); y 

Los isómeros, a menos que estén expresamente exceptuados, de los 
estupefacientes de esta lista, siempre que la existencia de dichos isómeros sea 
posible dentro de la nomenciatura química especificada en esta lista. 


Los ésteres y éteres, a menos que figuren en otra lista, de los estupefacientes 
de esta lista, siempre que sea posible formar dichos ésteres o éteres. 


Las sales de los estupefacientes enumerados en esta lista, incluso las sales 
de ésteres, éteres e isómeros en las condiciones antes expuestas, siempre que 
sea posible formar dichas sales. 


Enumeración de los estupefacientes incluidos en la Lista 11 
Acetildihidrocodeina 
Codeína (3-metilmorfina) 
Dextropropoxifeno ((+)-4-dimetilamino-3-metil-1. 2-dfenil-2-propionoxibutano) 
Dihidrocodeina 
Etilmorfina (3-etilmorfina) 
Norcodeina (N-demetilcodeina) 
Folcodina (Morfoliniletilmorfina); y 


Los isómeros, a menos que estén expresamente exceptuados, de los 
estupefacientes de esta lista, siempre que sea posible formar dichos isómeros 
dentro de la nomenclatura química especificada en esta lista. 


Las sales de los estupefacientes enumerados en esta lista, incluso las sales 
de los isómeros en las condiciones antes expuestas, siempre que sea posible 
formar dichas t sales. 


Enumeración de los preparados incluidos en la Lista 11 
1. Preparados de: 
Acetildihidrocodeína, 


Folcodina y 
Norcodeína 
en los casos en que: 


a) Estén mezclados con uno o varios ingredientes más, de tal modo que el 
preparado ofrezca muy poco o ningún peligro de abuso y de tal manera que el 
estupefaciente no pueda separarse por medios sencillos o en cantidades que 
ofrezcan peligro para la salud pública; y 
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b) Su contenido de estupefaciente no exceda de 100 miligramos por unidad 
posológica y el concentrado no exceda del 2,5 % en los preparados no 
divididos. 


2. Los preparados de cocaína que no contengan más del 0,1 % de cocaina 
calculado como base de cocaína y los preparados de opio o de morfina y estén 
mezclados con uno o varios ingredientes más de tal modo que el preparado 
ofrezca muy poco o ningún peligro de abuso y de tal manera que el 
estupefaciente no pueda separarse por medios sencillos o en cantidades que 
ofrezcan peligro para la salud pública. 


3. Los preparados sólidos de difenoxilato que no contengan más de 2,5 
miligramos de difenoxilato calculado coma base y no menos de 25 
microgramos de sulfato de atropina por unidad de dosis. 


4. Pulvis ipecacuanhae et opii compositus 
10% de polvo de opio 
10% de polvo de raíz de ipecacuana, bien mezclados con 


80 % de cualquier otro ingrediente en polvo, que no contengan estupefaciente 
alguno. 


5.Los preparados que respondan a cualesquiera de las fórmulas 
enumeradas en la lista y mezclas de dichos preparados con cualquier 
ingrediente que no contenga estupefaciente alguno, 


Enumeración de los estupefacientes incluidos en la Lista IV 
Cannabis y su resina 
Cetobemidona (4-meta-hidroxifenil-1-metil-4-propionilpiperidina) 
Desomorfina (Dihidrodeoximorfina) 
Heroina (Diacetilmorfina) 


Las sales de todos los estupefacientes enumerados en esta lista, siempre 
que sea posible formar dichas sales. 


Hecho en Nueva York, el 30 de marzo de 1961. 
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PROTOCOLO 
MODIFICACION DE LA CONVENCION UNICA DE 1961 
SOBRE ESTUPEFACIENTES 


ARTICULO 1 
Modificación de los párrafos 4, 6 y 7 del articulo 2 de la Convención Única 


Los párratos 4, 6, y 7 del artículo 2 de la Convención Única quedarán 
modificados en la siguiente forma: 


*4. Los preparados de la Lista lll estarán sujetos a las mismas medidas de 
fiscalización que los que contengan estupefacientes de la Lista 11, excepto 
que no será necesario aplicar en su caso las disposiciones del artículo 31, 
párrafos 1 b) y 3 a 15, ni, en lo que respecta a su adquisición y su 
distribución al por menor, las del artículo 34, apartado b), y que, a los fines 
de las previsiones (articulo 19) y estadísticas (articulo 20), sólo se exigirá la 
información relativa a las cantidades de estupefacientes que se empleen en 
la fabricación de dichos preparados. 


6. Además de las medidas de fiscalización aplicables a todos los 
estupefacientes de la Lista 1, el opio estará sometido a las disposiciones del 
apartado f) del párrafo 1 del articulo 19, y de los artículos 21 bis, 23 y 24, la 
hoja de coca a las de los artículos 26 y 27, y la cannabis a las del artículo 28. 


7. La adormidera, el arbusto de coca, la planta de cannabis, la paja de la 
adormidera y las hojas de la cannabis estarán sujetos a las medidas de 
fiscalización prescritas en el apartado e) del párrafo 1 del articulo 19, en el 
apartado g) del párrafo 1 del artículo 20, y en los artículos 19, 20, 21 bis y 22 
a 24; 22, 25 y 27; 22 y 28; 25; y 28; respectivamente”. 


ARTICULO 2 


Modificaciones del titulo del artículo Y de la Convención Única y de su 
párrafo 1, e inserción de los nuevos párrafos 4 y 5 


El título del artículo 9 de la Convención Única quedará modificado en la 
siguiente forma: 


"Composición y funciones de la Junta” 


El párrafo 1 del articulo 9 de la Convención Unica quedará modificado en la 
siguiente forma: 


"1. La Junta se compondrá de trece miembros, que el Consejo designará en la 
forma siguiente: 
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a) Tres miembros que posean experiencia médica, farmacológica o 
farmacéutica, elegidos de una lista de cinco personas, por lo menos, 
propuestas por la Organización Muncial de la Salud; 


b) Diez miembros elegidos de una lista de personas propuestas por los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas y por las Partes que no sean 
miembros de las Naciones Unidas.” 

A continuación del párrato 3 del artículo 9 de la Convención Unica se insertarán 
los nuevos párrafos siguientes: 

"4 La Junta, en cooperación con los gobiemos y con sujeción a las 
disposiciones de la presente Convención, tratará de limitar el cultivo, la 
producción, la fabricación y el uso de estupefacientes a la cantidad adecuada 
necesaria para fines médicos y científicos, de asegurar su disponibilidad para 
tales fines y de impedir el cultivo, la producción, la fabricación, el tráfico y el uso 
ilícito de estupefacientes. 

5. Todas las medidas adoptadas por la Junta en virtud de la presente 
Convención serán las más adecuadas al propósito de fomentar la cooperación 
de los gobiernos con la Junta y de establecer un mecanismo para mantener un 
diálogo constante entre los gobiernos y la Junta que promueva y facilite una 
acción nacional efectiva para alcanzar los objetivos de la presente 
Convención.” 


ARTICULO 3 
Modificación de los párrafos 1 y 4 del articulo 10 de la Convención Única 


Los párrafos 1 y 4 del artículo 10 de la Convención Única quedarán 
modificados en la siguiente forma 


"1. Los miembros de la Junta ejercerán sus funciones durante cinco años y 
podrán ser reelectos. 


4. El Consejo, a recomendación de la Junta, podrá destituir a un miembro de la 
Junta que reúna ya las conciciones necesarias para formar parte de ella 
conforme al párrafo 2 del articulo 9. Dicha recomendación deberá contar con el 
voto afirmativo de nueve miembros de la Junta". 


ARTICULO 4 
Modificación del párrafo 3 del artículo 
11 de la Convención Unica 


El párrafo 3 del artículo 11 de la Convención Unica quedará modificada en la 
siguiente forma: 


"3. En las sesiones de la Junta el quórum será de ocho miembros". 


ARTICULO 5 
Modificación del párrafo 5 del artículo 12 de la Convención Única 


214-C.S. CÁMARA DE SENADORES 13 de setiembre de 2012 


El párrafo 5 del artículo 12 de la Convención Unica quedará modificada en la 
siguiente forma: 


"S. La Junta, con miras a limitar el uso y la distribución de estupefacientes a la 
cantidad adecuada necesaria para fines médicos y científicos y a asegurar su 
disponibilidad para tales fines, confirmará lo más rápidamente posible las 
previsiones, incluso las suplementarias, o podrá modificarias con el 
consentimiento del gobierno interesado. En caso de desacuerdo enitre el 
gobierno y la Junta, esta última tendrá derecho a establecer, comunicar y 
publicar sus propias previsiones, incluso las suplementarias.” 


ARTICULO 6 . 
Modificaciones de los párrafos 1 y 2 del articulo 14 de la Convención Única. 


Los párrafos 1 y 2 del articulo 14 de la Convención Única quedarán 
modificados en la siguiente forma, 


"1. a) Si basándose en el examen de la información presentada por los 
gobiernos a la Junta de conformidad con las disposiciones de la presente 
Convención, o de información trasmitida por órganos u organismos 
especializados de las Naciones Unidas o, siempre que sean aprobadas por la 
Comisión previa recomendación de la Junta, por otras organizaciones 
intergubemamentales u organizaciones no gubernamentales internacionales 
que posean competencia directa en el asunto de que se trate y estén 
reconocidas como entidades consultivas por el Consejo Económico y Social 
con arreglo al artículo 71 de la Carta de las Naciones Unidas o que gocen de 
condición análoga por acuerdo especia! del Consejo, la Junta tiene razones 
objetivas para creer que las finalidades de la presente Convención corren un 
grave peligro porque una Parte, un pais o un territorio no ha cumplido las 
disposiciones de la presente Convención, tendrá derecho a proponer al 
gobierno interesado la celebración de consultas o a solicitarle explicaciones. Si, 
aun cuando mo hayan dejado de cumplirse las disposiciones de la Convención, 
una Parte, un país o un territorio se ha convertido en un centro importante de 
cultivo, producción, fabricación, tráfico o uso ilícito de estupefacientes, o hay 
pruebas de que existe un riesgo grave de que llegue a serlo, la Junta tendrá 
derecho a proponer al gobierno interesado la celebración de consultes. Sin 
perjuicio del derecho de la Junta a señalar a la atención de las Partes, del 
Consejo y de la Comisión las cuestiones mencionadas en el apartado d), la 
solicitud de información y las explicaciones de un gobierno o la propuesta de 
consultas y las consultas celebradas con un gobierno en virtud del presente 
apartado se considerarán asuntos confidenciales. 


b) Después de actuar en virtud del apartado a), la Junta, si ha comprobado 
que es necesario proceder, así, podrá pedir al gobierno interesado que adopte 
las medidas correctivas que las circunstancias aconsejen para la ejecución de 
las disposiciones de la presente Convención. 


c) La Junta, si lo considera necesario para evaluar una cuestión mencionada 
en el apartado a) supra, podrá proponer al gobierno interesado la realización de 
un estudio al respecto en su territorio, por los medios que el gobierno estime 
apropiados. El gobierno interesaco, si decide realizar ese estudio, podrá pedir a 
la Junta que ponga a disposición los medios técnicos periciales y los servicios 
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de una o más personas con la capacidad necesaria para prestar ayuda a los 
funcionarios del gobierno en el estudio propuesto. La persona o personas que 
para ello proponga la Junta se someterán a la aprobación del gobierno 
interesado. Las modalidades de ese estudio y el plazo dentro del cual de 
efectuarse se determinarán mediante consulta entre el gobierno y la Junta, El 
gobierno comunicará a la Junta los resultados del estudio e indicará las 
medidas correctoras que considera necesario adoptar. 


iv) Si la Junta considera que el gobierno interesado ha dejado de dar las 
explicaciones satisfactorias que se le han solicitado conforme al apartado a), o 
de adoptar las medias correctivas que se le han pedido conforme al apartado b) 
o que existe una situación grave que requiera la adopción de medidas de 
cooperación en el plano internacional con miras a su solución, podrá señalar el 
asunto a la atención de las Partes, del Consejo y de la Comisión. La Junta 
deberá proceder así cuando los objetivos de la presente Convención corran 
grave peligro y no haya sido posible resolver satisfactoriamente el asunto de 
otro modo. La Junta deberá proceder del mismo modo si comprueba que existe 
una situación grave que requiere la adopción de medidas de cooperación 
internacional, con miras a su solución y que el hecho de señalar esta situación 
a la atención de la Partes, del Consejo y de la Comisión es el método más 
apropiado para facilitar esta cooperación; después de examinar los informes de 
la Junta y, en su caso, de la Comisión sobre el asunto, el Consejo podrá 
señalar éste a la atención de la Asamblea General. 


2. La Junta, cuando señale un asunto a la atención de las Partes, del Consejo y 
de la Comisión en virtud del apartado d) del inciso |, podrá, si ha comprobado 
que es necesario proceder así, recomendar a las Partes que cesen de importar 
drogas del país interesado, de exportarias a él, o de hacer ambas cosas, 
durante un periodo determinado o hasta que la Junta quede satisfecha con la 
situación existente en ese territorio o país. El Estado interesado podrá plantear 
la cuestión ante el Consejo.” 


ARTICULO 7 
Nuevo artículo 14 bis 


A. continuación del articulo 14 de la Convención Unica se insertará el nuevo 
articulo siguiente: 


"ARTICULO 14 bis 
Asistencia técnica y financiera 


En los casos en que lo estime pertinente, paralelamente a las medidas 
enunciadas en los párrafos 1 y 2 del artículo 14, o en sustitución de ellas, la 
Junta, de acuerdo con el gobierno interesado, podrá recomendar a los órganos 
competentes de las Naciones Unidas y a sus organismos especializados que 
se preste asistencia técnica o financiera, o ambas, a ese gobierno con miras a 
darle apoyo en sus esfuerzos por cumplir las obligaciones que ha contraído en 
virtud de la presente Convención, entre ellas las estipuladas o mencionadas en 
los artículo 2, 35, 38 y 38bis." 
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ARTICULO 8 
Modificación del artículo 16 de la 
Convención Unica 


El artículo 16 de la Convención Unica quedará modificada en la siguiente 
forma: 

"Los servicios de secretaría de la Comisión y de la Junta serán suministrados 
por el Secretario General. No obstante, el Secretario de la Junta será 
nombrado por el Secretario General en consulta con la Junta". 


ARTICULO Y 
Modificación de los párrafos 1, 2 y 5 del artículo 19 de la Convención Única. 


Los párrafos 1, 2 y 5 del artículo 19 de la Convención Única quedarán 
modificacos en la siguiente forma: 


"1, Las Partes facilitarán anualmente a la Junta, respecto de cada uno de sus 
termtorios, del modo y en la forma que ella establezca y en formularios 
proporcionados por ella, sus previsiones sobre las cuestiones siguientes: 


a) La cantidad de estupefacientes que será consumida con fines médicos y 
científicos; 


b) La cantidad de estupefacientes que será utilizada para fabricar otros 
estupefacientes, preparados de la Lista lIl y sustancias a las que no se aplica 
esta Convención: 


c) Las existencias de estupefacientes al 31 de diciembre del año a que se 
refieren las previsiones; 


d) Las cantidades de estupefacientes necesarias para agregar a las 
existencias especiales, 


e) La superficie de terreno (en hectáreas) que se destinará al cultivo de la 
adormidera y su ubicación geográfica; 


f) La cantidad aproximada de opio que se producirá; 

9) El número de establecimientos industriales que fabricarán estupefacientes 
sintéticos; y 

h) Las cantidades de estupefacientes sintéticos que fabricará cada uno de los 
establecimientos mencionados en el apartado anterior. 


2. a) Hecha las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del artículo 21, el 
total de las previsiones para cada territorio y cada estupefaciente, excepto el 
opio y los estupefacientes sintéticos, será la suma de las cantidades indicadas 
en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de este artículo, más la cantidad 
necesaria para que las existencias disponibles al 31 de diciembre del año 
anterior alcancen la cantidad prevista, según lo dispuesto en el apartado c) del 
párrafo 1. 


b) Hechas las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del articulo 21, por lo 
que respecta a las importaciones, y el párrafo 2 del artículo 21 bis, el total de 
las previsiones de opio para cada territorio será la suma de las cantidades 
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indicadas en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de este articulo, más la 
cantidad necesaria para que las exigencias disponibles al 31 de diciembre del 
año anterior alcance la cantidad indicada en el apartado f) del párrafo c) del 
párrafo 1, o la cantidad indicada en el apartado f) del párrato 1 de este artículo 
si esta última es mayor. 


c) Hechas las deducciones a que se refiere el párrafo 3 del artículo 21, el total 
de las previsiones de cada estupefaciente sintético para cada territorio será la 
suma de las cantidades indicadas en los apartados a), b) y d) del párrafo 1 de 
este artículo, más la cantidad necesaria para que las existencias disponibles al 
31 de diciembre del año anterior alcancen la cantidad prevista, según lo 
dispuesto en el apartado c) del párrafo 1, o la suma de las cantidades indicadas 
en el apartado h) del párrafo 1 de este artículo si esta última es mayor. 


d) Las previsiones proporcionadas en virtud de lo dispuesto en los apartado 
precedentes de este párrafo se modificarán según corresponde para tener en 
cuenta toda cantidad decomisada que luego se haya entregado para usos 
lícitos, así como toda cantidad retirada de las existencias especiales para las 
necesidades de la población civil, 


5. Hechas las deducciones mencionadas en el párrafo 3 del artículo 21 y 
tomando en consideración, en la medida de lo posible, las disposiciones del 
articulo 21 bis, no deberá excederse las previsiones." 


ARTICULO 10 

Modificación del artículo 20 de la Convención Única 

El articulo 20 de la Convención Única quedará modificada en la siguiente 
forma, 


*1. Las Partes suministrarán a la Junta, respecto de cada uno de sus territorios, 
del modo y en la forma en que ella establezca y en formularios proporcionados 
por ella, datos estadisticos sobre las cuestiones siguientes: 


a) Producción y fabricación de estupefacientes, 
b) Uso de estupefacientes para la fabricación de otros estupefacientes, de los 
preparados de la Lista ll y de sustancias a las que no se aplica esta 


Convención, así como la de la paja de adormidera para la fabricación de 
estupefacientes: 


c) Consumo de estupefacientes; 

d) Importaciones y exportaciones de estupefacientes y de paja de adormidera; 
e) Decomiso de estupefacientes y destino que se les da; 

f) Existencia de estupefacientes al 31 de diciembre del año a que se refieren 
las estadisticas; y 

a) Superficie determinable de cultivo de la adormidera. 


2. a) Los datos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadas en el 
párrafo 1, salvo el apartado d), se establecerán anualmente y se presentarán a 
la Junta a más tardar el 30 de junio del año siguiente al año a que se refieren. 
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b) Los catos estadísticos relativos a las cuestiones mencionadás en el 
apartado d) del inciso 1 se establecerán trimestralmente y se presentarán a la 
Junta dentro del mes siguiente al trimestre a que se refieren. 


3, Las Partes no estarán obligadas a presentar datos estadísticos relativos a 
las existencias especiales, pero presentarán separadamente datos relativos a 
los estupefacientes importados u obtenidos en el país o territorio con fines 
especiales, asi como sobre las cantidades de estupefacientes retiradas de las 
existencias especiales para satisfacer las necesidades de la población civil.” 


ARTICULO 11 
Nuevo artículo 21 bis 


A continuación del artículo 21 de la Convención Única se insertará el nuevo 
articulo siguiente: 


"ARTICULO 21 bis 
Limitación de la producción del opio 


1. La producción de opio de cualquier país o territorio se organizará y 
fiscalizará de tal modo que se asegure que, en la medida de lo posible, la 
cantidad producida en un año cualquiera no exceda de las previsiones de la 
cantidad de opio que se ha de producir, establecidas de conformidad con el 
apartado f) del párrafo 1 del artículo 19. 


2. Si la Junta, basándose en la información que posea en virtud de las 
disposiciones de la presente Convención, concluye que una Parte que ha 
presentada unas previsiones de conformidad con el apartado f) del párrafo 1 
del artículo 19 no ha limitado el opio producido dentro de sus fronteras a los 
fines lícitos conforme a las previsiones pertinentes y que una cantidad 
importante del opio producido, licita o ¡licitamente, dentro de las fronteras de 
dicha Parte, ha sido desviada al tráfico ilícito, podrá, después de estudiar las 
explicaciones de la Parte de que se trate, que le deberán ser presentadas en el 
plazo de un mes a partir de la notificación de tal conclusión, decidir que se 
deduzca la totalidad o una parte de dicha cantidad de la que se ha de producir 
y del total de las previsiones definidas en el apartado b) del párrafo 2 del 
artículo 19 para el año inmediato en el que dicha deducción pueda realizarse 
técnicamente, teniendo en cuenta la estación del año y las obligaciones 
contractuales respecto a la exportación del opio. Esta decisión entrará en vigor 
noventa días después de haber sido notificada a la Parte de que se trate. 


3. Después de notificar a la Parte interesada la decisión adoptada conforme al 
párrafo 2 supra respecto de una deducción, la Junta consultará con esa Parte a 
fin de resolver satisfactoriamente la situación, 


4. Si la situación no se resuelve en forma satisfactoria, la Junta, en su caso, 
podrá actuar conforme a lo dispuesto en el artículo 14. 


5. Al adoptar su decisión respecto a una deducción, ce conformidad con el 
párrafo 2 supra, la Junta tendrá en cuenta no sólo todas las circunstancias del 
caso, incluidas as que originen el problema del tráfico ilícito a que se hace 
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referencia en dicho párrafo 2, sino también cualesquier nuevas medidas 
pertinente de fiscalización que puedan haber sido adoptadas por la Parte.” 


ARTICULO 12 
Modificación del artículo 22 de la Convención Única 


El artículo 22 de la Convención Única quedará modificado en la siguiente 
forma: 

"4. Cuando las condiciones existentes en el país o en un territorio de una Parte 
sean tales que, a su juicio, la prohibición del cultivo de la adormidera, del 
arbusto de coca o de la planta de la cannabis resulte la medida más adecuada 
para proteger la salud pública y evitar que los estupefacientes sean objeto de 
tráfico ilícito, la Parte interesada prohibirá dicho cultivo. 


2. Una Parte que prohiba el cultivo de la adormidera o de la planta de la 
cannabis tomará las medidas apropiadas para secuestrar cualquier planta 
ilícitamente cultivada y destruirla, excepto pequeñas cantidades requeridas por 
la Parte para propósitos científicos o de investigación " 


ARTICULO 13 
Modificación del artículo 35 de la Convención Única 


El artículo 35 de la Convención Unica quedará modificado en la siguientes 
forma: 


"Teniendo debidamente en cuenta sus regímenes constitucional, legal y 
administrativo, las Partes: 


a) Asegurarán en el plano naciona! una coordinación de la acción preventiva y 
represiva contra el tráfico ilícito, para ello podrán designar un servicio 
apropiado que se encargue de dicha coordinación; 


b) Se ayudarán mutuamente en la lucha contra el tráfico ilicito de 
estupefacientes; 


c) Cooperarán estrechamente entre sí y con las organizaciones internacionales 
competentes de que sean miembros para mantener una lucha coordinada 
contra el tráfico ilícito; 


d) Velarán por lo que la cooperación internacional de los servicios apropiados 
se efectúe en forma expedita; 


e) Cuidarán que, cuando se transmitan de un pais a otro los autos para una 
acción judicial, la transmisión se efectúe en forma expedita a los órganos 
designados por las Partes; este requisito no prejuzga el derecho de una Parte a 
exigir que se le envíen las piezas de autor por via diplomática; 


f) Proporcionarán, si lo consideran apropiado, a la Junta y a la Comisión por 
conducto del Secretario general, además de la información prevista en el 
artículo 18, la información relativa a las actividades ilícitas de estupefacientes 
dentro de sus fronteras, incluida la referencia al cultivo, producción, fabricación, 
tráfico y uso ilícito de estupefacientes; y 
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9) En la medida de lo posible, proporcionarán la información a que se hace 
referencia en el apartado anterior en la manera y en la fecha que la Junta lo 
solicite; si se lo pide una Parte, la Junta podrá ofrecerle su asesoramiento en 
su tarea de proporcionar la información y de tratar de reducir las actividades 
ilícitas de estupefacientes dentro de las fronteras de la Parte." 


ARTICULO 14 
Modificación de los párrafos 1 y 2 del articulo 35 de la Convención Única. 


Los párrafos 1 y 2 del artículo 36 de la Convención Única quedarán 
modificados en la siguiente forma: 


"1. a) A reserva de lo dispuesto por su Constitución, cada una de las Partes se 
obliga a adoptar las medidas necesarias para que el cultivo y la producción, 
fabricación, extradición, preparación, ofertas en general, ofertas de venta, 
distribución, compra, venta, despacho por cualquier concepto, corretaje, 
expedición, expedición en tránsito, transporte, importación y exportación de 
estupefacientes, no conformes a las disposiciones de esta Convención o 
cualesquiera otros actos que en opinión de la Parte puedan efectuarse en 
infracción de las disposiciones de la presente Convención, se consideren como 
delitos si se cometen intencionalmente y que los delitos graves sean castigados 
en forma adecuada, especialmente con penas de prisión u otras penas de 
privación de libertad. 


b) No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las personas que 
hagan uso indebido de estupefacientes hayan cometido esos delitos, las Partes 
podrán en vez de declararlas culpables o de sancionarlas penalmente, o 
además de declararlas culpables o de sancionarlas, someterlas a medidas de 
tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y readaptación social, de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 38, 


2. A reserva de lo dispuesto por su Constitución, del régimen jurídico y de la 
legislación naciona! de cada Parte: 


a) i) Cada uno de los delitos enumerados en el inciso 1, si se comete en 
diferentes países, se considerará como un delito distinto; 


ii) La participación deliberada o la confabulación para cometer cualquiera 
de esos delitos, asi como la tentativa de cometerlos, los actos preparatorios y 
operaciones financieras, relativos a los delitos de que trata este artículo, se 
considerarán como delitos, tal como se dispone en el inciso 1; 


ii) Las condenas pronunciadas en el extranjero por esos delitos serán 
computadas para determinar la reincidencia; y 


iv) Los referidos delitos graves cometidos en el extranjero, tanto por 
nacionales como por extranjeros, serán juzgados por la Parte en cuyo territorio 
se haya cometido el delito, o por la Parte en cuyo territorio se encuentre el 
delincuente, si no procede la extradición de conformidad con la ley de la Parte 
a la cual se la solicita, y si dicho delincuente no ha sido ya procesado y 
sentenciado. 


b) 1) Cada uno de los delitos enumerado en el párrafo 1 y en el inciso ¡i) del 
apartado a) del párrafo 2 del presente artículo se considerará incluido entre los 


13 de setiembre de 2012 CÁMARA DE SENADORES 221-C.S. 


delitos que den lugar a extracición en todo tratado de extradición celebrado 
entre las partes. Las Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos 
de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 


il) Si una Parte, que subordine la extradición a la existencia de un tratado, 
recibe de otra Parte, con la que no tiene tratado, una solicitud de extradición 
podrá discrecionalmente considerar la presente Convención como la base 
jurídica necesaria para la extradición referente a los delitos enumerados en el 
párrato 1 y en el inciso li) del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo. La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones exigidas por el derecho de la 
Parte requerida. 


111) Las Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos enumerados en el párrafo 1 y en el inciso ii) del 
apartado a) del párrafo 2 del presente artículo como casos de extradición entre 
ellas, sujetos a las condiciones exigidas por el derecho de la Parte requerida. 


iv) La extradición será concedida con arreglo a la legislación de la Parte a 
la que se haya pedido y, no obstante lo dispuesto en los incisos ¡), ¡¡) y ii) del 
apartado b) de este párrafo, esa Parte tendrá derecho a negarse a conceder la 
extradición s: sus autoridades competentes consideran que el delito no es 
suficientemente grave.” 


ARTICULO 15 
Modificación del articulo 38 de la Convención Única y cel título del mismo. 


El artículo 38 de la Convención Única y el título del mismo quedarán 
modificados en la siguiente forma: 


"Medidas contra el uso indebido de estupefacientes 


1. Las Partes prestarán atención especial a la prevención del uso indebido de 
estupefacientes y a la pronta identificación, tratamiento, educación y 
postratamiento, rehabilitación y readaptación social de las personas afectadas, 
adoptarán todas las medidas posibles al efecto y coordinarán sus esfuerzos en 
ese sentido. 


2, Las Partes fomentarán, en la medida de lo posible, la formación de personal 
para el tratamiento, postratamiento, rehabilitación y readaptación social de 
quienes hagan uso indebido de estupefacientes. 


3. Las Partes procurarán prestar asistencia a las personas cuyo trabajo asi lo 
exija para que lleguen a conocer los problemas del uso indebido de 
estupefacientes y de su prevención y fomentarán asimismo esa conocimiento 
entre el público en general, si existe el peligro de que se difunda el uso 
indebido de estupefacientes.” 


ARTICULO 16 
Nuevo artículo 38 bis 


A continuación del artículo 38 de la Convención Única se insertará el nuevo 
articulo siguiente: 
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ARTICULO 38 bis 
“Acuerdos conducentes a la creación de centros regionales 


Si una Parte lo considera deseable teniendo debidamente en cuenta su 
régimen constitucional, legal y administrativo, y con el asesoramiento técnico 
de la Junta o de los organismos especializados si así lo desea, promoverá, 
como pane de su lucha contra el tráfico ilícito, la celebración, en consulta con 
otras Partes interesadas de la misma región, de acuerdos conducentes a la 
creación de centros regionales de investigación científica y educación para 
combatir los problemas que originan el uso y el tráfico ilícito de 
estupefacientes.” 


ARTICULO 17 
Idiomas del Protocolo y procedimiento para su firma, ratificación y adhesión 


1. El presente protocolo, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, quedará abierto, hasta el 31 de diciembre de 1972, a la 
firma de todas las Partes en la Convención Única y todos sus signatarios. 


2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación de los Estados que lo 
hayan firmado y que hayan ratificado o se hayan adherido a la Convención 
Unica. Las instrumentos de ratificación serán depositados ante el Secretario 
General. 


3, El presente Protocolo estará abierto, después del 31 de diciembre de 1972, a 
la adhesión de cualquier Parte en la Convención Unica que no lo haya firmado. 
Los instrumentos de adhesión serán depositados ante el Secretario General. 


ARTICULO 18 
Entrada en vigor 


1, El presente Protocolo, junto con las modificaciones que contiene, entrará en 
vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que se haya depositado el 
cuadragésimo instrumento de ratificación o adhesión, de conformidad con el 
artículo 17, por las Partes en la Convención Unica 


2. Con respecto a cualquier otro Estado que deposite un instrumento de 
ratificación o adhesión después de la fecha de depósito de dicho cuadragésimo 
instrumento, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día siguiente a 
la fecha de depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO 19 
Efecto de la entrada en vigor 


Todo Estado que llegue a ser Parte en la Convención Unica después de la 
entrada en vigor del presente Protocolo de conformidad con el párrafo 1 del 
articulo 18 será considerado, de no haber manifestado ese Estado una 
intención diferente: 
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a) Parte en la Convención Unica en su forma enmendada, y 


b) Parte en la Convención Unica no enmendada con respecto a toda Parte en 
esa Convención que no está obligada por el Presente Protocolo. 


ARTICULO 20 
Disposiciones transitorias 


1. A partir de la fecha en que entre en vigor el presente Protocolo de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del articulo 18, las funciones de la 
Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes serán desempeñadas 
por la Junta constituida con arreglo a la Convención Unica no modificada. 


2. El Consejo Económico y Social fijará la fecha en que se entrará en funciones 
la Junta constituida con arreglo a las modificaciones contenidas en el presente 
Protocolo. A partir de esa fecha, la Junta asi constituida ejercerá, respecto de 
las Partes en la Convención Unica no modificada y de las partes en los 
instrumentos enumerados en el artículo 44 de la misma que no sean Partes en 
el presente Protocolo, las funciones de la Junta constituida con arreglo a la 
Convención Unica no modificada. 


3. El periodo de seis de los miembros electos en la primera elección que se 
celebre después de ampliar la composición de la Junta de once a trece 
miembros expirará a los tres años, y el de los otros siete miembros expirará a 
los cinco años. . 


4. Los miembros de la Junta cuyos periodos hayan de expirar al cumplir el 
mencionado período inicial de tres años serán designados mediante sorteo que 
efectuará el Secretario General de las Naciones Unidas inmediatamente 
después de terminada la primera elección. 


ARTICULO 21 
Reservas 


1. Al firmar el Protocolo, ratificarlo o adherirse a él, todo Estado podrá formular 
reserva a cualquier enmienda en él contenida, a excepción de las enmiendas a 
los párrafos 6 y 7 del artículo 2 (artículo 2 del presente Protocolo), a los 
párrafos 1, 4 y 5 del artículo 9 (articulos 2 del presente Protocolo) a los párrafos 
1 y 4 del artículo 10 (artículo 3 del presente Protocolo), al anículo 11 (articulo 4 
del presente protccolo), el articulo 16 (artículo 8 del presente Protocolo), el 
articulo 22 (articulo 12 del presente Protocolo), al articulo 35 (artículo 13 del 
presente Protocolo). el apartado b) del párrafo 1 del articulo 36 (artículo 14 del 
presente Protocolo), el articulo 38 (artículo 15 del presente Protocolo) y al 
artículo 38 bis (artículo 16 del presente Protocolo). 


2. El Estado que haya formulado reservas podrá en todo momento, mediante 
notificación por escrito, retirar todas o parte de sus reservas 
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ARTICULO 22 


El Secretario General transmitirá copias auténticas certificadas del presente 
Protocolo a todas las Partes en la Convención Unica y todos sus signatarios. Al 
entrar el Protccolo en vigor de conformidad con el párrafo 1 del artículo 18, el 
Secretario General preparará un texto de la Convención Unica modificada por 
el presente Protocolo y transmitirá copias auténticas certificadas del mismo a 
todos los Estados Partes o que tengan derecho a hacerse Partes en la 
Convención modificada. 


HECHO en Ginebra, el veinticinco de marzo de mil novecientos setenta y dos 
en un solo ejemplar, que se depositará en los archivos de las Naciones Unidas. 


EN FE DE LO CUAL, los infraescritos, debidamente autorizados, han firmado el 
presente Protocolo en nombre de sus Gobiernos respectivos. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 
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CONVENIO SOBRE SUSTANCIAS SICOTROPICAS 
Viena, Austria, febrero de 1971 


LISTAS DEL CONVENIO DE VIENA DE FEBRERO DE 1971 
Sustancias enumeradas 


Sustancias de la Lista 1 


DC! Otras denominaciones Denominación química 
a comunes o triviales a 
4. DET N. N. dietiltriptamina 
2. DMHP 3- (1, 2-dimetilheptil)- 


1-hidróxido -7, 8, 9, 
10-tetrahidro-6, 6, 9- 
trimetil-6 H -dibenzo 
(b, 9) pirano 


3. DMT N. N-dimetiltriptamina 


Í 


( 
) LISERGIDA 


LSD, LSD-25  (1£)-N. N. -Dietillisergamida (dietilamida dei ácido 

d-lisérgico) 

5. Mescalina 3, 4, 5-trimetoxifenetil- 
amina 

6. parahexil 3-hexil-1-hidróxido-7, 
8, 9, 10- tetrahidro-6, 
6, Qtriimetil- 5 H- 
dibenzo (b, d.) pirano 

n3 psilocina, psilotsina 3- (2-dimentil amino- 
etil)-4 hidroxindol 


PSILOCIBINA fosfato dihidrogenado 
de 3-(2- dimetil 
aminoetil)-indol-4-y-1 

9 STP, DOM 2-amino-1-(2, 5 
dimetoxi-4-metil) 
fenilpropano 

10. tetrahidrocannabinoles y todos 1-hidroxi-3-pentil-Sa, 
sus isómeros 7, 10, 10a- tetrahidro- 
6, 6, 9-trimetil-6 H 

dibenzo (b, d) pirano 


Las denominaciones que aparecen en mayúsculas en la columna de la 
izquierda son las Denominaciones Comunes Internacionales (DCI). Con una 
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sola excepción (( --LISERGIDA), únicamente se indican otras denominaciones 
comunes o triviales cuando aún no se ha propuesto ninguna DCI. 


Sustancias de la Lista 11 


Otras denominaciones 
comunes o triviales 


ANFETAMINA 


DESANFETAMINA 


METANFETAMINA 


METILFENIDATO 


FENCICLIDINA 


FENMETRAZINA 


Sustancias de la Lista !1! 


Otras denominaciones 
comunes o triviales 


AMOBARBITAL 


CICLOBARBITAL 


GLUTETIMIDA 


PENTOBARBITAL 


Denominación 
química 


(+)-2-amino-1- 
fenilpropano 


(+)-2-amino-1- 
fenilpropano 


(+)-2-metilamino  -1- 
fenilpropano 


éster  metílico del 
ácido 2-fenil-2-  (2- 
piperidil) acético 


1-(1-fenilciciohexil)- 
piperidina 


3-metil-2-fenil- 
morfolina 


Denominación 
química 


ácido  5-etil-5- (3 
metilbutil) barbitúrico 
ácido 51- 
ciclohexenio-1 y 1)-5- 
etilbarbitúrico 
2-etil-2-metilamino-1- 
fenil- propano 


ácido  5-etil-5- (1 
metilbutil) barbitúrico 
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SPA 


DCI 


-)-1- 
dimetilamina 


AZ 
difeniletano 
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SECOBARBITAL 


Sustancias de la Lista IV 


Otras denominaciones 
comunes o triviales 


ANFEPRAMONA 


BARBITAL 


ETCLOVINOL 


ETINAMATO 


MEPROBAMATO 


METACUALONA 


METILFENOBARBITAL 


METIPRILONA 


FENOBARBITAL 


PIPRADOL 


ácido 5- alil-5- (1 
metilbutil) barbitúrico 


Denominación 
química 


2-(dietilamino) 
propiofenona 


ácido $, 
barbitúrico 


S-dietil- 


etil-2- 
cloroviniletinilcarbinol 


carbamato de 1. 
etinilcicionexanol 


dicarbamato de  2- 
metil-2-propil- 1, 3- 
propanodiol 


2- metil-3 - o - tolil - 4 
(3H) quinazolinona 


ácido 5- etil -1 - metil 
5- fenilbarbitúrico 

3, 3-dietil-S-metil -2, 
4.- piperidinadiona 


ácido 5-etil-5- 
fenilbarbitúrico 

¿PB 1-difenil-1-142- 
piperidil) metano! 


Hecho en Viena, Austria, en febrero de 1971, 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N? 79 


En Montevideo, el día once de setiembre del año 
dos mil doce, a la hora catorce y treinta y cinco minu- 
tos, se reúne la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira y señores Senadores, Francisco Gallinal, 
Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Rodolfo Nin Novoa, 
Ope Pasquet y Luis Rosadilla. 

Faltan con aviso los señores Senadores Eber Da 
Rosa y Carlos Moreira. 

Preside el señor Senador Rafael Michelini, 
Presidente de la Comisión. Actúa en Secretaría la 
Secretaria de Comisión, señora Teresa Paredes y el 
señor Prosecretario subrogante, Alejandro Aguerre. 

Asuntos entrados: 

1% CARPETA N* 987/2012. CÓDIGO DE LA NI- 
ÑEZ Y LA ADOLESCENCIA. Se modifica el artícu- 
lo 188 de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 
2004, en la redacción dada por la Ley N” 17.930, de 
19 de diciembre de 2005. Proyecto de ley con expo- 
sición de motivos presentado por los señores Sena- 
dores José Amorín Batlle y Tabaré Viera. (Distribuido 
N* 1656/2012). 

El señor Presidente dispone que se incluya en el 
Orden del Día de la próxima sesión. 

22% Informe remitido por el Instituto de Derecho 
Penal de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de la República, el 29 de agosto de 2012, en respues- 
ta a la solicitud de la Comisión formulada por Nota 
N* 21/12, de fecha 7 de junio de 2012, respecto del 
proyecto de ley a estudio relacionado con tráfico ilí- 
cito de armas (Carpeta N* 845/2012 - Distribuido 
N* 1663/2012). 

3% Nota remitida por el Dr. José A. Sinniscalco, 
representante de cuatro exfuncionarios del Casino de 
Minas, de fecha 5 de setiembre de 2012, por la que 
solicita audiencia a efectos de exponer sobre la desti- 
tución de dichos funcionarios. 

Se resuelve que el señor Presidente contacte al 
doctor Sinniscalco, a efectos de que remita los ante- 
cedentes correspondientes. 

ORDEN DEL DÍA 

- CARPETA N* 918/2012. DELITOS COMETI- 
DOS POR FUNCIONARIOS POLICIALES Y TRÁ- 
FICO DE PASTA BASE DE COCAÍNA. Se modifican 
disposiciones del Título IV del Código Penal y del 
Decreto-Ley [N” 14.294, de 31 de octubre de 1974. 
Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder Eje- 
cutivo. (Distribuido N” 1484/2012). 

El señor Presidente pone a consideración una re- 
dacción sustitutiva elaborada por los señores Senado- 
res integrantes de la Bancada del Frente Amplio. 
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Artículo 1”.- En consideración. 

El señor Senador Pasquet analiza la disposición 
y plantea que debería agregarse a los Legisladores y 
Ministros de Estado. Asimismo, propone eliminar la 
frase “miembro de un Tribunal de Apelaciones” y or- 
denar las menciones por orden de jerarquía. Sustituir 
el término “cuando” por “que” delante de la expre- 
sión “el sujeto activo sea”. 

El señor Senador Gallinal expresa que no le con- 
vence la redacción propuesta por considerarla discri- 
minatoria y arbitraria y manifiesta que prefiere que 
rece con carácter genérico “funcionario público”. 

El señor Senador Michelini argumenta que se tra- 
ta de delitos comprendidos en el capítulo de “delitos 
contra la Administración Pública” y señala que se tra- 
ta de marcar que aquellos funcionarios que ejerzan 
autoridad o representen la ley tengan una responsa- 
bilidad acorde. 

Propone, seguidamente, que se apruebe la redac- 
ción propuesta y se busque una redacción de consen- 
so para el momento de su tratamiento en la Cámara 
de Senadores. 

Los señores Senadores Gallinal y Pasquet mani- 
fiestan su acuerdo. 

Artículo 1”.- Se vota la redacción propuesta por el 
Poder Ejecutivo. O en 7. Negativa. 

Artículo 1”. Sustitutivo. Se vota con modificacio- 
nes. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Artículo 2”.- Se vota la redacción propuesta por el 
Poder Ejecutivo. O en 7. Negativa. 

El señor Senador Pasquet señala que debe corre- 
girse el verbo al singular en la frase “cometa delito en 
ejercicio de su función”. 

Artículo 2*. Sustitutivo. Se vota con modificacio- 
nes. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 3*, en la redacción 
remitida por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 3% Se vota sin modificaciones. 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4% en la redacción 
sustitutiva propuesta. 

A solicitud del señor Senador Pasquet, el señor 
Senador Michelini fundamenta desde el punto de 
vista de la intención política del Poder Ejecutivo, al 
establecer las conductas delictivas que se sancionan. 

El señor Senador Gallinal informa que no acom- 
pañará la disposición que se analiza. 

El señor Senador Pasquet afirma que la dispo- 
sición contradice el espíritu histórico por el que en 
caso de pena de penitenciaría se aplica la prisión pre- 
ventiva y señala que en la redacción actual se altera 
el sistema procesal penal vigente. Manifiesta que la 
herramienta que debe darse al Juez es el mínimo de 
prisión, de acuerdo al criterio establecido por la Ley 
N* 17.016, del año 1998 y eventualmente aumentar 
los máximos de las penas. 

El señor Senador Gallinal señala que la redacción 
no resulta clara, que debería establecerse que la con- 
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sulta al Ministerio Público sea preceptiva; afirma que 
se mezclan condiciones de carácter objetivo y de ca- 
rácter subjetivo. 

El señor Senador Michelini propone que se aprue- 
be la redacción propuesta y que los señores Senado- 
res integrantes de las distintas Bancadas realicen las 
consultas pertinentes. 

Artículo 4”. Sustitutivo. Se vota: 5 en 7. Afirma- 
tiva. 

A propuesta de varios señores Senadores, se de- 
signa Miembro Informante (verbal) al señor Senador 
Rafael Michelini. Se vota: 6 en 7. Afirmativa. 

El proyecto de ley sustitutivo aprobado, queda re- 
dactado de la siguiente manera: 

“Artículo 1%.- En los delitos previstos en los 
artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 
del Código Penal, constituye agravante especial y 
la pena se elevará en un tercio en su mínimo y en 
su máximo, que el sujeto activo sea funcionario 
policial, funcionario militar, magistrado, actuario, y 
alguacil del Poder Judicial, ministro del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, magistrado del Ministerio 
Público y Fiscal o funcionario de la Dirección General 
Impositiva o de la Dirección Nacional de Aduanas. 

Artículo 2*.- A quien preste funciones en estable- 
cimientos de reclusión o detención de personas, se le 
incrementará en un tercio la pena mínima y máxima 
correspondiente cuando cometa cualquier delito en 
ejercicio de su función o en ocasión de esta. 

Artículo 3”.- Las disposiciones de los artículos an- 
teriores en ningún caso se podrán aplicar en forma 
acumulativa. 

Artículo 4%.- Agrégase al Decreto-Ley N* 14.294, 
de 31 de octubre de 1974 y sus modificativas, el 
artículo 35 Bis, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 

“ARTÍCULO 35 Bis.- Cuando las actividades de- 
lictivas descritas en los artículos 30 a 34 tengan por 
objeto material todas aquellas formas de cocaína en 
su estado de base libre o fumable, incluida la pasta 
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base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de tres (3) años de penitenciaría. 

Cuando las actividades delictivas descritas en el 
artículo 35 tengan por objeto material todas aquellas 
formas de cocaína en su estado de base libre o fu- 
mable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de dos (2) años de peni- 
tenciaría. 

En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, 
el Juez de la causa podrá disponer excepcionalmente 
la aplicación de las medidas consagradas en el artículo 
3” de la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003, 
siempre y cuando se cumplan, en forma acumulativa, 
las siguientes condiciones: 

A) Que el imputado no tenga antecedentes pena- 
les por haber cometido delitos a título de dolo. 

B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desde el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 

C) Que el imputado no le haya vendido dicha sus- 
tancia a menores de edad. Dictada la sentencia de 
condena, previa realización de las evaluaciones co- 
rrespondientes, tomando en cuenta el proceso de re- 
habilitación del imputado, el Juez de la causa podrá 
disponer la continuación de las medidas menciona- 
das en el inciso anterior, hasta el cumplimiento de la 
pena, cometiéndose al Ministerio de Desarrollo So- 
cial, al Patronato Nacional de Encarcelados y Libera- 
dos y a la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, 
el seguimiento del imputado y su familia.” 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 1670/2012, que forma parte 
de la presente. 

A la hora quince y cuarenta y cuatro minutos, se 
levanta la sesión. Para constancia se labra la presente 
Acta que, una vez aprobada, firman el señor Presi- 
dente y la señora Secretaria de la Comisión. 


Rafael Michelini, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 
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formas de cocaína en su estado de base fibre o fumable, 
incluida la pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá 
un mínimo de dos (2) años de penitenciaria. 


En las hipótesis provistas en los incisos antoriores, el 


a) Que el imputado no tenga antecedentes penales por 
haber cometido delitos a titulo de dolo. 


b)Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desdo el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 


c) Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia 
a menores de edad. 


Dictada la sentencia de condena, previa realización do 
las evaluaciones correspondientes, tomando en cuenta el 
proceso de rehabilitación del imputado, ol Juez de la 
causa podrá disponer la continuación do las medidas 
mencionadas en el inciso anterior, hasta el ron 
de la pena, cometiéndose al Ministerio de Desarrollo 
Social, al Sl Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: presido 
la Comisión de Constitución y Legislación y sus inte- 
grantes me han hecho el honor de designarme para 
informar este proyecto de ley, enviado por el Poder 
Ejecutivo dentro de una discusión más general y am- 
plia. La Comisión ha trabajado con mucho esfuerzo 
y solo interrumpió la consideración de esta iniciativa 
por los plazos y las exigencias que tiene la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda, de la cual 
varios señores Senadores somos miembros. Ello obli- 
gó a postergar algunos días sus reuniones para aten- 
der y ayudar en el trabajo de la Comisión que preside 
la señora Senadora Dalmás. 


Luego de haber recibido a muchas delegaciones 
-más allá, reitero, de la pausa obligada en las sesiones 
debido a la consideración del proyecto de ley de Ren- 
dición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupues- 
tal-, la Comisión aprobó un texto. Los primeros tres 
artículos fueron votados por unanimidad y el cuarto 
con ciertas salvedades. No pretendimos atraparle la 
palabra a ninguno de los integrantes de la Comisión 
por el apremio de llegar a esta sesión, por cuanto ha- 
remos algunas mínimas correcciones en Sala y espe- 
ramos que este Cuerpo apruebe el proyecto de ley. 


Voy a informar de manera detallada sobre cada 
uno de los artículos, pero como no quiero basarme 
estrictamente en su discusión, lo voy a hacer desde 
una perspectiva más global. En la medida en que esto 
se enmarca en una decisión más general que el Poder 
Ejecutivo ha adoptado desde junio de este año, voy 
a hacer referencia a la palabra del Presidente de la 
República, señor José Mujica. 


Todos los uruguayos sentimos alguna inquietud 
en cuanto a la seguridad ciudadana. No voy a opinar 
acerca de si es cierta o no, o si en comparación con 
otros países -naturalmente, los latinoamericanos- es- 
tamos en mejores o peores condiciones; lo que sí voy 
a decir es que en el conjunto de los ciudadanos hay 
una tensión, una incertidumbre e incluso una inter- 
pelación a los partidos políticos con respecto al tema. 
Todos sabemos -porque es notorio- que los departa- 
mentos más afectados son Montevideo y Canelones. 
Por suerte, el señor Ministro del Interior volvió a afir- 
mar hoy que la cantidad de delitos relacionados con 
la propiedad y la vida estaban bajando por tercer mes 
consecutivo. De cualquier manera, el Poder Ejecuti- 
vo, en la palabra del propio Presidente a través de una 
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cadena de radio y televisión para todo el país, mani- 
festó su preocupación y planteó una estrategia para la 
defensa de la vida y la convivencia. Este proyecto de 
ley está enmarcado en ese debate. 


No se trata de hacer del tema de la seguridad el 
elemento sustancial, con vida propia, sino que está li- 
gado a los ciudadanos, fundamentalmente a aquellos 
con menos recursos y más vulnerables. Obviamente, 
ha habido discusión y polémica, sobre todo con refe- 
rencia a la defensa de la vida. Hay capítulos que no 
son parte de esta iniciativa y, sin embargo, resultan 
mucho más importantes para proteger la vida que los 
artículos que están contenidos en este proyecto de ley 
que, en definitiva, son meros aportes o apuntes sobre 
otros aspectos. 


Uno de ellos, por ejemplo, es el tema de la violen- 
cia doméstica, que es el que provoca más muertes 
en el Uruguay; como se sabe, a nivel internacional 
estamos por encima de las estadísticas en esa ma- 
teria. Creo que la discusión planteada por el Presi- 
dente de la República sobre la defensa de la vida y la 
convivencia, nos debería llevar a reflexionar sobre ese 
punto. El tema involucra especialmente a los hom- 
bres, quienes a través de la fuerza o la impotencia por 
mantener pautas culturales que ya no son aceptadas 
por la sociedad y menos por las mujeres, recurren a 
la violencia, al castigo y al cercenamiento de vidas, 
aplicando a las relaciones humanas mecanismos de 
poder que ya no son admisibles y deben ser condena- 
dos por todos. 


En ese otro capítulo de la defensa de la vida y la 
convivencia también se incluye el elemento que pro- 
voca más muertes entre los jóvenes: la seguridad vial. 
Hoy se discutirá una iniciativa sobre ese tema -y si no 
es posible por falta de tiempo se hará en los próximos 
días-, que también tiene que ver con la defensa de la 
vida. 


Sin dejar de reconocer esos dos temas, hay una 
preocupación notoria del conjunto de la población 
con respecto a la seguridad y los delitos. Nosotros no 
vamos a intentar tapar el sol con la mano, ya que re- 
conocemos que hay una tensión en la sociedad por 
ese problema. Muchas veces pensamos que los me- 
dios de comunicación dedican muchos minutos a ese 
tema y, en cierta medida, retroalimentan la ansiedad 
que existe en la población, pero también reconoce- 
mos que algunos de los casos que se han producido 
son muy graves, aunque no todos están vinculados 
a rapiñas y hurtos, sino que se han dado hechos de 
violencia doméstica, por ejemplo, que generaron un 
gran impacto, como el de un padre de familia que 
asesinó a su esposa e hijo. Estos hechos acapararon 
mucho tiempo en los medios de comunicación, pero 
en un país con libertades no vamos a poner ningún 
tipo de cortapisa en lo que refiere a la información, 
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más allá de que sí decimos que, insisto, muchas veces 
se retroalimentan las ansiedades y tensiones que ya 
existen en la población y se pierde el foco del nivel 
real de seguridad que hoy tenemos. Eso no significa 
que no pongamos una lupa sobre el problema y que 
no seamos contestes en mantener la seguridad que 
hoy tenemos y en generar escenarios de mejora para 
la situación actual. 


No vamos a dejar de poner nuestra atención en 
este tema hasta que cualquier habitante de este país 
pueda salir a las 4 de la mañana a pasear a su perro 
sin que le suceda nada, o hasta que toda muchacha 
joven pueda caminar por la calle sin que nadie la 
agreda. Hasta que no generemos niveles de seguri- 
dad auténticos, de defensa de nuestra población, no 
vamos a descansar, más allá de que somos conscien- 
tes de que nuestros niveles de seguridad actuales son 
superiores a los de otros países de América Latina. 
Sin embargo, como no somos autocomplacientes sino 
autoexigentes, el Presidente de la República ha gene- 
rado un ámbito de discusión sobre este tema. 


Ahora bien, esta discusión no es solo del Gobierno 
y en eso tenemos que ser claros, porque la inquietud 
existe en todos los partidos políticos. Precisamente, 
en otros partidos también se han generado iniciati- 
vas de todo tipo. No quiero generar controversia, 
pero estamos hablando de datos de la realidad que 
preocupan a personas de todas las colectividades. 
Concretamente, se han hecho propuestas de reforma 
constitucional y se han juntado firmas por parte de 
representantes de partidos de oposición con las que, 
debo decirlo, el Frente Amplio no está de acuerdo. 
Pero independientemente del objetivo de cada uno y 
de los caminos que se elijan para resolver este tema, 
es notorio que existe una preocupación, ya que de lo 
contrario no se habría salido a juntar firmas o no se 
habría planteado el problema en diferentes circuns- 
tancias, como es el caso de los acuerdos realizados el 
año pasado para la adopción de una serie de medidas, 
algunas de las cuales están contenidas en la propues- 
ta de plebiscito. Y, fundamentalmente, de no existir 
tal preocupación en todos los partidos, el Presiden- 
te de la República no habría puesto en discusión su 
propuesta para la defensa de la vida y la convivencia. 


Todo este marco general, señor Presidente, apun- 
ta a decir que la que estamos presentando no será la 
única iniciativa en la materia; habrá otras y algunas 
de ellas tendrán referencia parlamentaria. Los datos 
que ha mencionado el señor Ministro del Interior con 
respecto a la disminución de las rapiñas, sin duda 
muestran una luz al final del camino si se siguen rei- 
terando en los próximos meses. En ese contexto, hay 
varias iniciativas: el Poder Ejecutivo ya envió cuatro, 
y ahora remitió una más; hay tres discutiéndose en el 
Senado y alguna otra que constituye un complemento 
a las anteriormente presentadas. 
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Todo este contexto general indica que el tema nos 
preocupa y por eso debemos mantenernos alerta y 
expectantes. En lo personal, no estoy seguro de que 
los caminos que estamos emprendiendo vayan a dar 
un cien por ciento de seguridad en el logro de los 
objetivos que se buscan, pero no hay que olvidar que 
el tema de la seguridad está siendo discutido a nivel 
mundial. Es más, algunos de los países más poderosos 
del mundo, con más recursos, capacidad, inteligencia 
y tecnología, están observando los pasos que está dan- 
do Uruguay, a fin de ver si por sus resultados resultan 
convenientes y vale la pena repetir la experiencia. So- 
bre esos aspectos se fundamenta esta iniciativa. 


Voy a dar un titular y luego ampliaré la informa- 
ción cuando tratemos el artículo correspondiente. 
Uruguay se encuentra a la cabeza en lo que respecta 
a la discusión sobre la separación de los temas de la 
droga. Todos sabemos que ese problema tiene mucha 
vinculación con el delito, y no solo con el organizado, 
con el mafioso, con el de tráfico de estupefacientes, 
sino también con relación al hecho de que una perso- 
na que consume determinadas sustancias tiene ma- 
yor agresividad a la hora de delinquir o es proclive a 
cometer delitos a los efectos de obtener los recursos 
necesarios para adquirir la droga a la que es adicta. 
Por consiguiente, en otros países se está observando 
la forma en que separamos el mercado y el éxito que 
se pueda lograr con esa iniciativa. 


Ahora bien, si me preguntan si aplicar esa pro- 
puesta determinará un resultado exitoso, debo decir 
que no lo sé y, por lo tanto, no puedo afirmarlo. Lo 
que digo es que si no empezamos a buscar otros cami- 
nos de lucha contra el narcotráfico y si no encaramos 
la necesaria construcción de escenarios de seguridad 
ciudadana más amplios, tendremos perdidas esas ba- 
tallas. No me olvido de que la seguridad está muy vin- 
culada a la libertad y esta se puede ejercer si se tiene 
plena conciencia de que su persona, tanto si sale a la 
calle o como si está dentro de su propia casa, no va a 
ser agredida o maltratada, o incluso va a peligrar su 
vida o la de sus familiares. 


Debemos reconocer que este proyecto de ley ha 
sido objeto de una discusión muy importante dentro 
de la Bancada del oficialismo, pero no desde el punto 
de vista de su redacción -ya mencioné en la Comisión 
y lo reitero aquí que este proyecto de ley no se va 
a llevar las cucardas a la mejor redacción, al mejor 
proyecto de ley o a la exquisitez jurídica de los más 
calificados juristas que tiene nuestro país que, por 
cierto, son muchos-, sino sobre el fondo del mismo. 
La discusión estuvo centrada en cuánto de la seguri- 
dad y de la libertad está en juego, en la forma de cas- 
tigar por una determinada droga y en si, en función 
de ello, se podían establecer penas de penitenciaría. 
Me parece que la discusión estuvo bien; creo que to- 
dos aprendimos y que la tensión que pudo haberse 
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generado en esa instancia sirvió para el conjunto de 
la sociedad. 


También se discutió con la oposición. 


Tal vez los plazos con que contó el Gobierno y 
el oficialismo para la discusión en general debieron 
haber sido más amplios, pero el proyecto de ley que 
debía votarse rápidamente. La idea de actuar con ce- 
leridad en su aprobación también fue compartida. Se 
recibió a un amplio número de delegaciones, desde 
las vinculadas directamente al tema de la droga, que 
nos describieron lo que es una sustancia como la pas- 
ta base, hasta las de índole jurídico, correspondientes 
a las cátedras de diferentes universidades y que, has- 
ta hace unos días, nos estuvieron enviando elementos 
adicionales para lograr un mayor conocimiento sobre 
el tema. 


En ese contexto es que describiremos este proyec- 
to de ley, que consta de cuatro artículos. El común 
denominador del proyecto de ley es el aumento de las 
penas y, en general, trata temas como la defensa de la 
vida y de la convivencia -entre otros- que obviamente 
están en discusión. Sin embargo, por tratar temáticas 
diferentes, podría constituirse en dos leyes distintas. 


En el artículo 1” -es bueno que en el informe figu- 
ren los fundamentos- hay una especial preocupación 
por aquellos funcionarios públicos -ya sea policiales, 
militares, del Poder Judicial, Ministros del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, magistrados del 
Ministerio Público y Fiscal, funcionarios de la Direc- 
ción General Impositiva y de la Dirección Nacional 
de Aduanas, etcétera- que cuentan con mayor res- 
ponsabilidad y deben ser ejemplo para la población, 
que son los que se encuentran en la primera línea de 
la aplicación de la ley. Cada vez que un funcionario 
policial o de la Dirección Nacional de Aduanas -para 
poner dos ejemplos al azar- se enfrente a la situación 
de que se le ofrece cierta cantidad de dinero por vio- 
lentar las normas y las leyes que debe aplicar, debe 
pensar que no solo estará cometiendo un delito que 
será castigado -naturalmente eso ocurre-, sino que 
también estará erosionando el andamiaje de normas, 
ya que unos las cumplen y otros no, solo por tener 
dinero para dar. 


Este artículo del proyecto de ley fue muy discutido 
debido a que la versión remitida por el Poder Ejecu- 
tivo se refería solamente a los funcionarios policiales. 
Luego se adicionó la referencia a los militares, a los 
funcionarios del Poder Judicial, de la Dirección Gene- 
ral Impositiva y de la Dirección Nacional de Aduanas. 
Sé que hay señores Senadores que quisieran ampliar 
la cantidad de funcionarios a que hace referencia 
este artículo -incluso se habló de Ministros y Sena- 
dores-, pero la Bancada oficialista ha entendido que 
en caso de hacerlo se estaría diluyendo el efecto de 
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decirle a quien debe aplicar la ley, aquellos que están 
en el primer lugar de la trinchera, que la señal no va 
a llegar solamente a ellos sino también al resto. No; 
esta es una señal clara para quienes, de una forma u 
otra, aplican la ley. Se podrá compartir o no, pero esos 
son nuestros fundamentos. 


El artículo 2% -en el que también contamos con 
la colaboración de algunos Representantes, como el 
señor Orrico, que es especialista en la materia- se 
refería, en principio, a los policías que se encuentran 
en los centros de reclusión o detención de personas; 
ahora se amplió a todos los que presten funciones en 
dichos establecimientos. Consideramos que cuando 
en los sistemas carcelarios ingresa un arma de fue- 
go, un arma blanca, droga o determinados elementos 
prohibidos debido a que hay un funcionario que es ve- 
nal -independientemente de que sea de los descritos 
en el artículo 1”- se debe actuar con dureza. En ese 
sentido, creemos que también existe un elemento so- 
bre el que hay que enviar una señal bien importante. 


A último momento nos llegó una propuesta del 
señor Senador Pasquet -que compartimos- para 
que en el artículo 2% se incluya una frase que evite 
la existencia de dudas de que se trata de centros de 
reclusión o detención de personas, ya sean de mayo- 
res o menores de edad. No sea cosa que después se 
genere la discusión o la polémica acerca de que el 
delito que se cometió en el Compen por parte de un 
funcionario que prestaba funciones allí es pasible del 
agravamiento de la pena, pero cuando se cometió en 
un instituto donde la responsabilidad era de quienes 
estaban custodiando a los menores, el agravamiento 
de la pena no tendría lugar. El agravamiento de la 
pena es para todos aquellos que se encuentren en 
establecimientos de reclusión o detención de perso- 
nas, ya sea mayores o menores. Es más, con respecto 
a los menores la responsabilidad del Estado es mayor, 
porque si queremos para ellos una recuperación, lo 
primero que debemos hacer es evitar que se fuguen. 
Cuando esto sucede, vuelven a cometer delitos, estos 
delitos conducen a otros, y se forma una espiral en la 
que una vez que los menores -personalidades aún en 
formación- ingresan, no pueden salir. 


Reitero que compartimos el aporte del señor Se- 
nador Pasquet porque no queremos que se origine 
ninguna confusión, ya que si bien el Estado tiene res- 
ponsabilidades con la gente que está detenida, más 
las tiene con respecto a los menores. 


El artículo 3%, que no ofrece objeciones, se refiere 
a que las disposiciones de los artículos 1” y 2% no son 
acumulativas. 


El artículo 4” es, obviamente, el que va a ser objeto 
de mayor discusión, porque nosotros le agregamos un 
artículo 35 bis al Código Penal. Alguien podrá decir 
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que el Código Penal, en su conjunto, se está tratando 
en la Cámara de Representantes, y que antes de que 
llegue al Senado ya le estamos agregando una disposi- 
ción; pero las modificaciones a este Código van a lle- 
var, por lo menos, un año más de tratamiento entre la 
consideración en la Cámara de Diputados y luego en 
la de Senadores, y no podemos quedar inmovilizados 
cuando queremos dar determinadas señales. 


El artículo 4% va en la dirección -y por esto Uru- 
guay está siendo observado a nivel mundial- de ir 
desagregando el tema de las drogas, y este vinculado 
al delito, haciendo que unas drogas pasen a determi- 
nados estados y otras, a otros estados. Es notorio que 
hay una discusión en la sociedad y ahora tendremos 
que ver cuál es la solución que el conjunto del Parla- 
mento le da. 


Con relación a la marihuana, no solo el Gobier- 
no, sino también la sociedad, saben que debe tener 
un tratamiento diferente. Quizás hoy no podamos 
asegurar cuál debe ser, pero sí que debe ser distinto, 
porque no puede estar en el mismo nivel que el res- 
to de las drogas. Por tanto, vamos hacia un proceso 
de legalidad -veremos cuál es- en el que se dará una 
discusión, y si bien la idea no es ponernos a discutir 
hoy acá el tema, nadie puede negar que la percepción 
de la sociedad uruguaya y del mundo es que se trata 
de una droga cuyos efectos no son nocivos como el 
de otras. 


Este artículo, señor Presidente, va en dirección 
contraria; hablamos de la droga más nefasta, que es 
la pasta base. 


Con relación a las drogas, en lo referente a la parte 
penal -porque hay otra cantidad de aspectos vincula- 
dos a las drogas que no estamos tratando acá, como la 
salud y demás- Uruguay estaría dando un tratamiento 
igual al de la reforma del año 1998, donde los delitos 
por drogas pasaron de penas de penitenciaría a penas 
de prisión. Ahora, por un lado, sacamos el tema de la 
marihuana, sobre el que se plantea una discusión -no 
en el proyecto de ley que tenemos a consideración- 
para darle otro estado; y, por otro lado, con relación a 
la pasta base vamos en la dirección contraria. Si este 
artículo se termina aprobando, los delitos relativos a 
la pasta base tendrían una pena de penitenciaría. 


Además, se apunta a establecer penas distintas. 
Hay una discusión -y no solo en Uruguay-, sobre si se 
puede poner penas distintas por materia. Si se trafica, 
la discusión refiere a si la pena es por el tráfico o si 
puede haber agravantes, o si se pueden establecer 
penas distintas según la materia que se trafica. 
Nosotros creemos que sí, porque no es lo mismo 
una droga que otra, así como no es lo mismo drogas 
que armas, armas comunes que armas poderosas, 
o armas poderosas que armas químicas. Entonces, 
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se tiene que establecer por parte del Legislador 
una diferenciación sobre la materia. Nosotros no 
podemos tratar actualmente el tráfico de marihuana 
de la misma manera que el tráfico de armas químicas 
porque, de hacerlo, no estaríamos viendo la realidad. 


Por el artículo 4% dejamos los artículos 30 a 35 tal 
como están para todas las drogas. Pero con relación a 
la marihuana estamos dando una discusión para ir a 
un estado diferente, más allá de todo lo folclórico que 
esa polémica pueda tener. Y en lo que tiene que ver 
con la pasta base, queremos dar -y esto debe quedar 
bien claro- una señal clara e inequívoca acerca de 
que el Estado uruguayo no juega con respecto a ese 
tema. Si eso se logra con este proyecto de ley, es otra 
discusión, pero ese es el objetivo. 


Sé que mi intervención está llevando más tiempo 
del esperado, pero el tema se debe explicar claramente. 


¿Por qué nos remitimos a la pasta base si esa dro- 
ga tiene cantidades de cocaína menores que si se la 
consume en estado puro? Por una serie de aspectos 
que, no siendo especialista, he aprendido. Cuando la 
cocaína se inhala, va al sistema sanguíneo y llega más 
tarde al cerebro, porque pasa por una serie de órga- 
nos que la van frenando. Entonces, aunque se con- 
suma más cantidad de cocaína en cada inhalación, lo 
que llega al cerebro es mucho menor. En cambio, la 
pasta base tiene menos proporción de cocaína, pero 
cuando se fuma, va a los pulmones y de allí directo 
al cerebro. Además, como tiene un grado de adicción 
casi comparable al cigarrillo -aunque es menor que el 
de la nicotina- el hombre, la mujer o el adolescente 
trata de consumir varias dosis en un plazo muy corto 
y la cantidad de cocaína que llega al cerebro es muy 
superior, porque lo hace más rápidamente, sin que 
haya ningún “peaje” -llamémosle así-, es decir, nin- 
gún órgano que limpie, evitando que tanta cantidad 
llegue al cerebro. El nivel de adicción de la pasta base 
se debe a que esta droga se mezcla con cafeína, que 
se puede comprar legalmente. Ese será un capítulo 
que habrá que discutir, pues hay muchos artículos 
que contienen cafeína -un elemento hiperadictivo- y 
son de venta legal. La cafeína genera una adicción 
importante y cuando se mezcla con la cocaína se po- 
tencia, generando una adicción mayor. 


Hemos preguntado por qué la pasta base, que tie- 
ne un 20% de cocaína, es más peligrosa que otra que 
tenga un 40%, y se nos ha dicho que es porque el res- 
to es cafeína y una proporción alta de esta sustancia 
la hace muy adictiva, por lo que el individuo la con- 
sume muchas veces. Por tanto, no se trata de si tiene 
más proporción o no de la droga, sino de qué nivel de 
adicción genera la mezcla, porque eso se relaciona 
con la cantidad de dosis que se consumen en poco 
tiempo, las que rápidamente llegan al cerebro. 
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Tenemos que enviar una señal a quienes trafican 
con drogas, y en el tema de la pasta base, que hace 
tanto daño a los adolescentes, vamos a actuar en todo 
el espinel. También actuaremos en el tema penal, que 
es en el que estamos, señor Presidente. A nuestro leal 
saber, estamos estableciendo algunas penas que dan 
una señal clara e inequívoca de que el Estado uru- 
guayo no va a tener contemplación con relación al 
tema de la pasta base. 


Dicho todo esto, paso a explicar algunos aspectos 
-aunque no soy especialista en estos temas- vincula- 
dos a la redacción, que estuvo muy discutida. A va- 
rios señores Senadores nos parecía que ir a penas de 
penitenciaría ya era una señal muy importante. Si se 
aprueba este proyecto, va a ser el primer delito casti- 
gado con pena de penitenciaría que tendría penas al- 
ternativas. A diferencia del homicidio, que tiene pena 
de prisión y por tanto es excarcelable, el delito de la 
pasta base no lo sería. ¡Vaya si la señal es importante! 
En función de eso, después de varias discusiones con 
el Poder Ejecutivo, entendimos que en los artículos 
que van del 30 al 34, que establecen las penas más 
altas en el tema de las drogas -20 meses de prisión, 
aunque son excarcelables-, había que llevar las penas 
a tres años, las que serían inexcarcelables en el caso 
de la pasta base. En cuanto al artículo 35, que esta- 
blece una pena de doce meses de prisión, extendería- 
mos el plazo a dos años. 


La señal es clara e inequívoca, en el sentido de 
que no vamos a tener contemplaciones con quienes 
trafican pasta base de cocaína. En este caso, el Esta- 
do se impone; estamos bajo el imperio de la ley. Ahora 
bien: ¿qué pasa cuando los jueces encuentran que en 
una redada, por ejemplo, hay pesos pesados pero tam- 
bién hay sujetos periféricos que, incluso, llevan droga 
sin saber si se trata de cocaína, pasta base o marihua- 
na? Recordemos que la marihuana todavía está pe- 
nada. Entonces, ¿qué ocurre en el caso a caso? ¿Qué 
ocurre cuando el imperio de la ley se impone, no para 
aquellos que nosotros queremos que se imponga, sino 
para algunos que merecen otra oportunidad? Los 
parlamentarios queremos que el juez tenga algunos 
mecanismos, si lo entiende conveniente, que le per- 
mitan dar otra oportunidad a quienes lo merezcan. 
En ese sentido, señor Presidente, están las penas al- 
ternativas. ¿Las penas alternativas se incorporan en 
este proyecto de ley? No, se mantienen. Si hoy un 
individuo comete uno de los delitos contenidos en los 
artículos 30 a 35 y si el juez considera que es perifé- 
rico, puede aplicarle penas alternativas. Con esta ini- 
ciativa estamos aumentando las penas y además es- 
tamos dando señales claras e inequívocas respecto a 
que, aunque se trate de periféricos, con la pasta base 
no vamos a tener contemplaciones. De todas formas, 
mantenemos las penas alternativas siempre y cuan- 
do no haya antecedentes delictivos a título de dolo; 
siempre y cuando la cantidad de sustancia incauta- 
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da, a consideración del juez -sabemos que es subjeti- 
va- sea una pequeña cantidad. En realidad, debe ser 
una cantidad mayor que para el consumo -porque en 
ese caso no estaría procesada la persona- pero menor 
como para que sea factible una nueva oportunidad 
para el individuo. Si es la primera vez que cae y tiene 
una pequeña cantidad, se le pueden dar penas alter- 
nativas pero ya genera antecedentes y, por lo tanto, si 
cae otra vez no tendrá una nueva oportunidad. Otra 
condición que se debe tomar en cuenta para aplicar 
penas alternativas, tiene que ver con que el imputado 
no haya vendido esta sustancia a menores de edad. 
Esta tiene que ser una regla absoluta, porque noso- 
tros, señor Presidente, debemos dar una clara señal 
de que con los menores de edad no se juega en nin- 
gún ámbito. Las personalidades de los menores están 
en gestación y lo peor que puede ocurrir es que los 
procesos personales se salteen etapas o cambien de 
rumbo a partir de la manipulación espiritual o con 
sustancias que puedan hacer los mayores respecto a 
ellos. Por lo tanto, esta también es otra condición que 
estamos imponiendo. 


Por otro lado, tengo claro que cuando se discuta el 
artículo 4% van a haber diferentes opiniones. El señor 
Senador Pasquet me trasmitió dos correcciones de 
texto que quiero destacar para que se vea qué nivel de 
conversación hemos mantenido entre los integrantes 
de la Comisión, independientemente de que después 
se voten o no estos artículos. De todas formas quiero 
recalcar que los aportes que se reciben para mejorar 
la redacción de los artículos siempre son bienvenidos. 


Termino, señor Presidente, diciendo que el texto 
al cual se llega es bueno y que si bien hoy no podemos 
asegurar resultados, sabemos que estamos poniendo 
al Uruguay en un camino de separación de los mer- 
cados de drogas bastante interesante; un camino que 
en algún momento recorrió la humanidad respecto 
al tema del alcohol cuando fedayines pretendieron 
eliminarlo de la faz de la tierra y lo único que consi- 
guieron fue generar todo tipo de tráfico y de mafias 
alrededor de él. 


Estamos convencidos de que este proyecto de ley 
da respuesta a un sinfín de necesidades y de que lo 
hemos hecho con bastante acierto. Pensamos también 
que va a tener algún resultado positivo, aunque no 
podemos asegurar que sea en el cien por ciento de 
los casos. Además, creemos que en el tema de la 
pasta base -como expresé antes-, el Poder Ejecutivo, 
el Estado uruguayo y el Parlamento tienen que dar 
señales claras al respecto. 


En ese sentido, estamos proponiendo que se vote 
favorablemente este proyecto de ley para dar una se- 
ñal clara e inequívoca de nuestra lucha contra la pas- 
ta base de cocaína. Respecto a la seguridad, estamos 
implementando una serie de artículos destinados a 
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preservar la seguridad de los ciudadanos, lo que está 
afín a nuestra idea de tener una sociedad segura, más 
igualitaria, que viva en paz y que, por sobre todas las 
cosas, viva en libertad. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: vamos a 
votar afirmativamente este proyecto de ley sin per- 
juicio de formular una serie de observaciones que el 
mismo nos merece. 


Debo señalar que tomamos conocimiento del texto 
propuesto por la Bancada de Gobierno el día martes 
en la sesión de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación. Lo leímos y sobre la marcha, a medida que la 
Mesa iba sometiendo a votación los artículos, hicimos 
propuestas: algunas fueron recibidas y otras no. En 
las horas posteriores mantuvimos algún diálogo con 
el señor Presidente de la Comisión, que también es 
Miembro Informante del proyecto de ley, y le plantea- 
mos algunas otras propuestas con el mismo resulta- 
do: algunas fueron recibidas y otras no. Es decir que 
hemos tratado de colaborar en la medida de nuestras 
posibilidades para mejorar el proyecto, lo que no im- 
pide que formulemos nuestros reparos y las conside- 
raciones pertinentes a este respecto. 


En primer lugar, creo que hacemos bien en ocupat- 
nos de estos temas; tenemos la obligación de hacerlo. 
El artículo 7? de la Constitución dice: “Los habitantes 
de la República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
propiedad”. Por lo tanto, estamos cumpliendo con el 
mandato constitucional de proteger a los habitantes 
de la República en el goce de esos derechos funda- 
mentales. Nada conspira tanto como el delito contra 
el goce de esos derechos. Entonces, ¡vaya si el comba- 
te al delito es un deber de los órganos públicos! Esto 
es así, especialmente cuando la comisión de algunos 
delitos ha tomado el auge, el volumen que todos co- 
nocemos. Á esta altura nadie sostiene que sea sim- 
plemente una cuestión de percepción o de sensación 
térmica, sino que hay estadísticas que demuestran 
que, en los hechos, ha aumentado enormemente la 
comisión de una vastísima gama de delitos en los úl- 
timos quince años. Así que es natural que los órganos 
públicos se preocupen por el combate al delito. Esto 
no va en desmedro de luchar contra las causas del de- 
lito; esa es una falsa oposición en la que a menudo se 
ha caído y recaído. Tantas veces ha sucedido eso que 
a esta altura todos estamos “vacunados” contra ese 
error. Es muy bueno luchar contra las causas del de- 
lito, pero mientras tanto, paralelamente, simultánea- 
mente, hay que luchar contra el delito mismo, utili- 
zando todas las herramientas eficaces a ese efecto. 
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¿Qué eficacia pueden tener las herramientas que 
se empleen? Puede haber opiniones distintas. Difícil- 
mente alguna tenga una eficacia del cien por ciento, 
pero ante la embestida de ciertas formas delictivas 
creo que debemos utilizar todas las herramientas dis- 
ponibles para cumplir con ese deber constitucional 
de proteger a los habitantes de la República en el goce 
de sus derechos fundamentales. 


La herramienta que el proyecto de ley a estudio 
propone utilizar es el aumento de las penas para cier- 
tos delitos: los cometidos contra la Administración 
Pública, previstos en el artículo 1%; todos los come- 
tidos en establecimientos de reclusión o detención a 
los que refiere el artículo 2%; y luego los previstos por 
el artículo 4%, que son los descritos en los artículos 30 
a 35 del Decreto-Ley N* 14.294. 


Repito que la herramienta que se propone utilizar 
es la del aumento de penas. El Gobierno entiende 
que eso es lo que hay que hacer en este caso y la 
Bancada oficialista ya ha anunciado en Comisión 
-seguramente lo ratificará hoy en el Plenario- su 
propósito de acompañar ese criterio. 


Me parece oportuna la ocasión para que se aclare 
un punto que a esta altura es oscuro, porque ayer 
miércoles de noche, en el prestigioso programa perio- 
dístico que conduce la señora Sonia Breccia, escuché 
una polémica entre los Diputados Germán Cardo- 
so, del Partido Colorado, y Julio Bango, del Partido 
Socialista-Frente Amplio. El Diputado Bango -que es 
una persona seria y respetada por todos, que segura- 
mente no improvisa ni arriesga opiniones personales 
divorciadas de las que sostiene el colectivo político 
que integra- afirmó, no una sino varias veces, que el 
aumento de penas no sirve para combatir el delito. 


Reitero que eso sucedió ayer de noche, pero hoy 
de mañana el Senado está considerando un proyecto 
de ley que propone aumentar las penas para com- 
batir al delito. Entonces, ¿quién expresa la opinión 
del Frente Amplio? ¿Acaso el señor Diputado Bango, 
cuando dice que el aumento de las penas no sirve 
para combatir el delito, o el señor Senador Michelini, 
cuando propone al Senado votar este proyecto de ley 
que aumenta las penas para combatirlo? Me parece 
que es indispensable hacer una aclaración, porque o 
bien la fuerza política de Gobierno está desorientada 
en estos temas y piensa alternativamente que aumen- 
tar las penas sirve o no, o -peor aún- está incursa en 
flagrante doble discurso y reúne por las noches los vo- 
tos de los que quieren mano blanda en materia penal, 
que se solazan cuando escuchan al Diputado Bango 
decir que el aumento de las penas no sirve para nada, 
y de mañana junta los votos de los que quieren mano 
firme en materia penal y aplauden al Senador Mi- 
chelini al escucharlo decir que hay que aumentar las 
penas para ciertos delitos. Pongámonos de acuerdo. 
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El Partido Colorado ha venido sosteniendo reite- 
radamente que es menester enfrentar con energía el 
azote delictivo que golpea a nuestra sociedad y que 
es partidario de aumentar algunas penas para ciertos 
delitos -no en forma indiscriminada, no en todos los 
casos, no de cualquier manera; sobre eso ya hablare- 
mos- toda vez que sea necesario. Por esos motivos va 
a acompañar con su voto este proyecto de ley, sin per- 
juicio de que le parezca que no es el óptimo en esta 
materia y de que le merezca una serie de críticas que 
habremos de ir desarrollando en el curso de nuestra 
exposición. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no fue el 
tono de mi intervención el que plantea el señor Sena- 
dor Pasquet, pero aclaro que no rehuimos el debate y 
que no debería ser un pecado que los parlamentarios 
salgamos a buscar la voluntad ciudadana. Creo que 
nadie de los aquí presentes hace sus planteamientos 
para decir: “no nos voten”. Que yo sepa, el Partido 
Colorado, muy afín a tener mayorías en el pasado, lo 
hacía entonces teniendo muchos candidatos, incluso 
a la Presidencia de la República. ¡Y vaya que se de- 
cían cosas diferentes! O sea, si nos vamos a golpear 
el pecho por una actitud de coherencia, no se puede 
criticar que de noche se trata de buscar los votos de 
uno y de mañana los de otro, como si los represen- 
tantes del Partido Colorado nunca lo hubieran hecho. 
Me parece que eso no conduce a nada. 


El Gobierno, el Poder Ejecutivo cree -ojalá fuera 
la discusión del Diputado Bango con el Senador Mi- 
chelini; me pondría en un lugar y en un pedestal que 
no tengo- que debe aumentar las penas en algunos 
delitos, y el Diputado Bango entiende que tiene sus 
dudas respecto a que eso ocurra. Que yo sepa, señor 
Presidente, no está mal ejercer la libertad. ¿O acaso 
ya no podríamos hablar? ¿O acaso por el problema de 
que se nos acuse de que estamos buscando los votos, 
ahora los partidos deben tener una única opinión y 
ni siquiera una reflexión? ¿Entonces ahora, a partir 
de lo que diga el Comité Ejecutivo del Partido Co- 
lorado, todos los colorados del país deberán tener la 
misma opinión y ninguno podrá decir algo diferente? 
¿Se nos intenta quitar la libertad de discusión y de 
reflexión que una sociedad democrática debe tener? 
Estoy azorado. El Diputado Bango es una persona in- 
teligente y destacada, y por supuesto que sus dichos 
son expresados con fundamentos. Tenemos un pro- 
blema de seguridad que está siendo debatido en la 
sociedad uruguaya. Si se nos dice que debemos tener 
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una misma opinión, contesto que hemos construido 
un consenso, no sin dificultades. 


Ahora bien, que el señor Senador Pasquet exprese 
que el Diputado Bango lo dice para conseguir votos 
en la noche y que el Senador Michelini hace lo pro- 
pio para conseguirlos en la mañana -hubiera preferi- 
do que dijera que el Senador Michelini lo hace en la 
noche, porque es un poquito menos aburrida que la 
mañana-, no parece un razonamiento lógico porque 
no lo hacemos desde una perspectiva electoral. Creo 
que deberíamos ir por otro camino, que la discusión y 
el tono empleado en la Comisión fue otro. Esperemos 
que todo vuelva a su cauce. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de proseguir, la 
Presidencia aprovecha la oportunidad para saludar a 
docentes y alumnos del sexto año del Colegio “Pío 
IX”, de Villa Colón, a quienes mucho agradecemos 
su visita. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: no señalo 
pecados ni pretendo que alguien se golpee el pecho 
-no practico esas actividades; no es lo mío-, sino que 
señalo contradicciones políticas. Supongo que el se- 
ñor Senador Michelini, con toda su experiencia, no 
esperaría, ni siquiera en sus momentos de mayor op- 


timismo, que no se las fuéramos a señalar en la sesión 
de hoy. 


Es evidente que el Gobierno está proponiendo me- 
didas contra las cuales el Frente Amplio viene expre- 
sándose desde hace muchos años, pero enfrentado 
a la necesidad, ante la situación que se vive, adopta 
este criterio. Mejor tarde que nunca. Ahora, si bien esta- 
mos dispuestos a acompañar este proyecto de ley lo habremos 
de hacer -como lo anunciaba hace un momento- con 
una serie de comentarios que este nos merece. 


En el artículo 1% se propone elevar las penas para 
un determinado elenco de funcionarios, que fue 
creciendo. Originariamente se planteaba hacerlo 
solo para los funcionarios policiales, pero parece 
que eso generó algún planteamiento, afectó algunas 
sensibilidades; y, entonces, en la versión que ahora 
propone la Bancada oficialista se amplía e incluye 
en ese elenco a magistrados y otros funcionarios del 
Poder Judicial como actuarios y alguaciles, a Ministros 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
a magistrados del Ministerio Público y Fiscal y a 
funcionarios de la Dirección General Impositiva o 
de la Dirección Nacional de Aduanas. Nos parece, 
señor Presidente, que si vamos a aumentar las 
penas para quienes cometan estos delitos contra la 
Administración Pública, tenemos que dar el ejemplo 
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y empezar por proponer que también los Legisladores 
nacionales -esto es, Senadores y Diputados- y los 
Ministros y los Subsecretarios de Estado figuremos 
en esta lista. Porque si es grave el cohecho, si es 
grave el peculado cuando lo comete un funcionario 
policial o de la Dirección General Impositiva, ¡vaya 
si es mucho más grave el cohecho cuando lo comete 
un Ministro, un Subsecretario, un Senador o un 
Diputado! Nosotros tenemos que ser los primeros en 
dar el ejemplo. Si al funcionario policial se le exige 
una conducta ejemplar y una disciplina inobjetable 
-en fin, todo esto que dice el Poder Ejecutivo en el 
Mensaje que acompaña el proyecto de ley-, lo mismo 
debe valer para nosotros; incluso, en mayor medida, 
porque tenemos el honor de investir la representación 
ciudadana. Debemos tener un desempeño mejor al 
del conjunto de los funcionarios públicos porque, de 
lo contrario, ¿con qué autoridad les vamos a reclamar 
a los demás que actúen de tal o cual manera conforme 
a lo que establece la ley? Y si la pena es mayor para 
el funcionario policial que traiciona sus deberes, por 
lo menos debería establecerse la misma pena para 
el funcionario político, el Legislador, el Ministro que 
desvía su camino y comete este tipo de delito contra 
la Administración. Nos parece que tenemos que 
encabezar ese elenco y por eso hemos hecho llegar a 
la Mesa un texto sustitutivo del artículo 1%, en el que 
proponemos que el elenco de funcionarios comprenda 
a Senadores, Diputados, Ministros y Subsecretarios. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero expresar que la Banca- 
da oficialista está dispuesta a estudiar esta variante. 
Aquí, el punto de corte puede ser de muy diversa na- 
turaleza: se puede hablar de todos los funcionarios 
públicos -tal como se hizo en algún momento-; se 
puede hablar de los directamente asignados a tareas 
que tienen que ver con la comisión de este tipo de 
delitos; o se puede tomar un universo intermedio. 


Reitero que vamos a considerar el texto planteado 
por el señor Senador Pasquet, porque es un agregado 
que no cambia la sustancia del asunto y que, desde 
el punto de vista político, puede ser una señal inte- 
resante. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 
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Respecto al artículo 2%, quiero señalar que, si no 
recuerdo mal, los profesores de Derecho Penal de 
la Universidad de Montevideo tuvieron la gentileza 
-como la tienen siempre los profesores de Derecho 
de todas las Facultades a las que consultamos, 
que colaboran voluntaria y generosamente con el 
Parlamento- de hacernos llegar algún comentario 
acerca de este artículo. Lo que nos han dicho es que, 
tal como está redactado, podría entenderse que no 
comprende a los funcionarios que prestan funciones 
en aquellos locales donde hay menores de edad 
cumpliendo medidas socioeducativas de privación 
de libertad. Entonces, para evitar que el artículo se 
interprete de esa manera, hemos conversado con el 
señor Miembro Informante acerca de la posibilidad 
de incluir aquí una referencia a que la disposición 
abarca a todos los lugares de reclusión o detención 
de personas, sean estas mayores o menores de edad, 
criterio que se nos ha dicho que será recogido. Si ello 
ocurre, estaremos atendiendo -creo que correctamente- 
la sugerencia académica que hemos recibido. 


El artículo 3 no merece un comentario especial; 
en esto estamos de acuerdo. 


El artículo 4% -que es, tal vez, el que tenga más 
sustancia, más importancia en este proyecto de ley- 
propone aumentar las penas para quienes cometan 
los delitos previstos en los artículos 30 a 35 del 
Decreto-Ley N* 14.294 en la redacción dada por leyes 
sucesivas que fueron modificando el texto originario. 


Nos parece bien aumentar las penas con relación 
a estos delitos cuando, tal como se dice en el proyecto 
de ley, el objeto material de la conducta es nada me- 
nos que la pasta base de cocaína. Estoy simplificando 
una expresión científica utilizada en el proyecto de 
ley recogiendo sugerencias realizadas por profesores 
del Instituto Clemente Estable que mejoraron cierta- 
mente la redacción originaria. Estamos de acuerdo 
con que a través de la ley se exprese la más firme 
voluntad nacional de combatir el tráfico de pasta base 
que tanto daño hace a la salud y, en definitiva, a la 
vida de quienes sucumben al vicio que tan fácilmente 
es generado por esta sustancia de altísimo poder adic- 
tivo. Repito que nos parece bien que demostremos 
que el Uruguay está dispuesto a combatir con la ma- 
yor energía a la pasta base, por todo lo que significa, 
y vamos a considerarla como un flagelo contra el cual 
no cejaremos ni un instante en luchar de la manera 
más dura y más enérgica que se pueda concebir. Así 
que, desde este punto de partida, por supuesto que 
vamos a acompañar el artículo 4 del proyecto de ley. 


Advertimos que la norma propuesta aumenta los 
mínimos de los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley 
N* 14. 294 y no aumenta los máximos; aumenta los 
mínimos y los hace inexcarcelables, porque para to- 
das las hipótesis previstas en la norma de referencia 


13 de setiembre de 2012 


se prevé un mínimo de penitenciaría de tres años en 
los artículos 30 a 34 y de dos años en el artículo 35, 
con lo cual la consecuencia es la inviabilidad de la 
excarcelación provisional. Sin embargo, no se modifi- 
can los máximos, puesto que quedan en los términos 
que prevé la legislación vigente. Francamente, para 
nosotros es preferible el planteamiento formulado por 
el señor Diputado Gustavo Cersósimo -hace meses 
presentó un proyecto de ley en esta materia- que, en 
líneas generales, propone la equiparación del trata- 
miento punitivo que se da a estas figuras con el tra- 
tamiento punitivo que da el Código Penal al delito de 
homicidio simple. Entendemos que es preferible el 
criterio propuesto por el señor Diputado Cersósimo 
porque, por un lado, aumenta los máximos -que para 
ciertas figuras pueden llegar a los dieciocho años de 
penitenciaría, sanción ciertamente muy severa-, en 
línea con este propósito de llevar adelante la guerra 
contra la pasta base; pero, por otro lado, y de acuerdo 
con el criterio que lo inspira, no modifica los míni- 
mos previstos por la ley vigente, salvo en el caso de 
la figura delictiva del artículo 32. Entonces, como no 
modifica los mínimos, porque es fiel al criterio de la 
equiparación con el delito de homicidio, los mínimos 
siguen siendo de prisión y, por lo tanto, compatibles 
con la excarcelación provisional. 


Decía que el proyecto del Diputado Cersósimo deja los 
mínimos como están -salvo lo dispuesto en el artículo 
32-, pero aumenta los máximos y nos parece que esa 
es la conciliación más atinada de los elementos que 
hay que considerar: dar al Juez las herramientas y la 
flexibilidad necesarias para que contemple los casos 
que lo merezcan a través de, por ejemplo, la excar- 
celación provisional, pero también poner a su dispo- 
sición las herramientas pesadas que tenga que usar 
para imponer sanciones que puedan llegar hasta los 
18 años de penitenciaría cuando el caso así lo justi- 
fique. Pensamos que ese es el criterio que se debe 
seguir, pero este proyecto de ley sigue otro: elevar los 
mínimos y hacerlos inexcarcelables y dejar los máxi- 
mos tal como están. Nos parece que este razonamien- 
to es equivocado en las dos puntas porque, por un 
lado, puede haber situaciones que merezcan la ex- 
carcelación provisional y el Juez no va a contar con 
herramientas para otorgarla y, por otro, habrá casos 
en los que se deberá ser más severo de lo que permite 
la legislación vigente. 


Me permito recordar que la redacción originaria 
del Decreto-Ley N” 14.294 preveía en casi todas sus 
hipótesis, salvo la del artículo 35, mínimos de peni- 
tenciaría que hacían inviable la excarcelación provi- 
sional. Eso generaba una serie de situaciones injustas 
que en la práctica se sufrieron durante muchísimos 
años, al punto tal que en 1998 se dictó una ley que 
corrigió esto que se advertía como una deficiencia del 
sistema vigente y se llevaron los mínimos de estas fi- 
guras, que tienen que ver con el tráfico de drogas, a 
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guarismos de prisión que permitían la excarcelación pro- 
visional. Esta Ley -que creo es la N” 17.016- no fue 
el producto de una improvisación, sino que fue el 
resultado de décadas de aplicación del Decreto-Ley 
N* 14.294. Al cabo de décadas de aplicación de esa 
herramienta, la comunidad jurídica -esto es, jueces, 
abogados y fiscales- llegó a la convicción de que era 
oportuno y pertinente ubicar el mínimo en guarismos 
de prisión, no de penitenciaría. Ahora estamos des- 
andando ese camino y volviendo a los mínimos de pe- 
nitenciaría, volviendo a la inexcarcelabilidad. En mi 
opinión -naturalmente, es una opinión personal-, esto es 
un error. Soy partidario -como lo he dicho-, de acuer- 
do con el “proyecto Cersósimo”, de dejar los mínimos 
como están, salvo en el caso del artículo 32, referido 
a quienes organicen o financien el tráfico de drogas, 
donde sí habría que prever un mínimo de penitencia- 
ría; y en los demás casos, dejarle al Juez la posibilidad 
de acudir, si le parece que corresponde, a la excat- 
celación provisional. Nosotros lamentamos que no se 
haya seguido ese camino. 


Para poner alguna válvula de seguridad al siste- 
ma que aquí se crea, con mínimos incompatibles con 
la excarcelación provisional, se propone habilitar al 
Juez para que, reunidos ciertos requisitos, pueda su- 
plir la prisión preventiva por las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726. Acá hay una inten- 
ción humanitaria, una intención que es compartible; 
pero, desde el punto de vista técnico, a nuestro jui- 
cio acá se está trastornando toda la sistemática de 
nuestro ordenamiento procesal penal. Se supone que 
el orden jurídico es un todo coherente, un todo ar- 
mónico, inspirado por ciertos criterios rectores que 
se expresan en cada una de sus disposiciones. Sin 
embargo, acá se está abandonando ese criterio y se 
pretende legislar creando un régimen especial para 
estos delitos de los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley 
N* 14.294 que no tiene que ver con nada del resto 
de nuestro ordenamiento procesal penal. Estamos di- 
ciendo que va a haber delitos penados con un mínimo 
de penitenciaría para los cuales serán admisibles las 
medidas sustitutivas que la ley vigente, en el régimen 
general, reserva a aquellos casos en los que el Juez 
prevé que no habrá de recaer pena de penitenciaría. 
En esta materia, el eje es el concepto consagrado por 
el artículo 27 de la Constitución de la República, que 
dice: “En cualquier estado de una causa criminal de 
que no haya de resultar pena de penitenciaría, los 
Jueces podrán poner al acusado en libertad, dando 
fianza según la ley”. Sobre la base de esta norma, que 
viene de 1830, se creó un sistema en el cual donde 
es previsible pena de penitenciaría, no hay excarce- 
lación provisional, y donde es previsible que la pena 
a recaer no sea de penitenciaría, se admite la excar- 
celación provisional. Sobre esta base se fueron consa- 
grando algunas disposiciones que admitieron aun la 
exoneración de prisión preventiva al encausado, que 
fue lo que pasó allá por la década del cincuenta con 
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los delitos culposos. Un caso típico es el de homicidio 
culposo como resultado de un accidente de tránsito 
donde, como es previsible que la pena a recaer no 
sea de penitenciaría, se permite procesar sin prisión. 
Ese instituto después se extendió y luego se fue más 
allá: se crearon las medidas sustitutivas de la prisión 
preventiva, siempre en el marco de estos conceptos 
generales consagrados por el artículo 27 de la Cons- 
titución. Me consta que hay opiniones doctrinarias 
que dicen que en el caso del artículo 27 no vale la 
interpretación a contrario sensu; el doctor Alejan- 
dro Abal, prestigioso procesalista, fue uno de los que 
desarrolló esta argumentación con singular energía. 
Ahora bien, la jurisprudencia, la doctrina mayoritaria 
y la práctica de nuestros tribunales mantuvo siempre 
la tesis tradicional por la cual, si es pena de peniten- 
ciaría, no hay excarcelación provisional y, si es pena 
de prisión, puede haber excarcelación provisional, 
procesamiento sin prisión o medidas sustitutivas. Acá 
estamos innovando, estamos saliendo totalmente de 
ese cauce de más de 170 años de historia procesal 
penal y diciendo que va a haber delitos castigados 
necesariamente con pena de penitenciaría -porque 
como se elevan los mínimos en estas figuras, todas 
van a ser penas de penitenciaría-, pero, aun en esos 
casos, se podrá exonerar de prisión preventiva y dis- 
poner medidas sustitutivas de esta. Adviértase, señor 
Presidente, que hasta podría no pasarse por la prisión 
preventiva y posterior excarcelación provisional con 
medidas sustitutivas, sino ir directamente a la medi- 
da sustitutiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador, 
pero ha llegado a la Mesa una moción para que se 
prorrogue el término de que dispone. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-20 en 22. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias señor Presidente; 
agradezco al Senado la deferencia y procuraré ser 
breve. 


Me parece que no es bueno crear estos regímenes 
absolutamente excepcionales. Creo que el Derecho 
tiene que ser un todo armónico y debe legislarse te- 
niendo ese criterio en vista. Si se entiende necesa- 
rio que los Jueces cuenten con la herramienta que 
les permita excarcelar a alguna persona porque su 
situación lo merece, pues entonces habría que dejar 
los mínimos en los términos en los que actualmente 
están establecidos, esto es, mínimos de prisión com- 
patibles con la excarcelación provisional o aun con las 
medidas sustitutivas previstas en la Ley N* 17.726. 
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Ahora bien, establecer mínimos de penitenciaría y al 
mismo tiempo decir que podrán aplicarse medidas 
sustitutivas es, de algún modo, borrar con el codo lo 
que se escribió con la mano y crear una anomalía ju- 
rídica allí que va contra ese orden, esa armonía, ese 
carácter sistemático que debe tener el Derecho. 


Señor Presidente: a pesar de todas estas obser- 
vaciones y reparos vamos a votar porque esto es lo 
que tenemos por delante, esto es lo que hay. Es en 
esas condiciones que votamos para aumentar la pena 
a los que trafiquen con pasta base y para crear una 
válvula de seguridad, porque ¡vaya si la va a necesi- 
tar un sistema punitivo de estas características! Pero, 
reitero, técnicamente esto es muy malo; creo que no 
había necesidad de esto. De pronto, con un poco más 
de trabajo en la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, sobre todo en un tema que no había urgencia 
de liquidar en pocos días -tal vez podríamos habernos 
tomado un par de meses más y hacer las cosas mejor-, 
nos habríamos evitado esto. Lamentablemente, no se 
siguió este criterio. 


Asimismo, quiero hacer un comentario sobre los 
requisitos que se establecen para que sea procedente 
la aplicación de las medidas sustitutivas previstas por 
la Ley N* 17.726. Se trata de requisitos que deben 
darse acumulativamente: que el imputado no tenga 
antecedentes penales por delitos intencionales; que, 
a criterio del Juez, la sustancia incautada represen- 
te, desde el punto de vista cuantitativo, una cantidad 
menor; y que el imputado no le haya vendido dicha 
sustancia a menores de edad. Sin duda, todo esto está 
muy bien, pero puede haber casos que tengan que 
ver con las figuras más peligrosas, con los agentes 
más dañinos en todo este tema del tráfico de drogas, 
los narcotraficantes importantes, los organizadores 
y financiadores de todo este tráfico, quienes no tie- 
nen antecedentes en nuestro país -se dice que es- 
tán llegando narcotraficantes provenientes de otros 
lados- sino en el extranjero, y a los que no se les va 
a incautar droga encima porque se cuidan y tienen 
organizaciones que se ocupan de esa parte del tráfico. 
Tampoco a ellos se los va a encontrar en la esquina 
de un liceo o de una escuela vendiendo droga a me- 
nores -porque, reitero, no son los que se ocupan de 
esa parte del negocio-, pero se los va a beneficiar con 
estas medidas sustitutivas. Insisto en que me parece 
plausible la intención y, sin duda, es la mejor y es 
humanitaria, pero creo que técnicamente no se ha 
traducido de manera correcta. 


Finalmente, señor Presidente, la redacción actual 
del último párrafo de este artículo 4% expresa que 
dictada la sentencia de condena, el Juez podrá dis- 
poner la continuación de las medidas mencionadas 
en el inciso anterior. Hemos conversado con el señor 
Miembro Informante acerca de esto, y creo que he- 
mos coincidido en cuanto a sustituir esta redacción 
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propuesta por otra que diga: “Al dictar la sentencia 
de condena” y después el resto del artículo sigue tal 
como está. Si no hiciéramos esta corrección, estaría- 
mos consagrando una especie de aberración jurídica 
en la cual, después de dictada la sentencia de con- 
dena, se dictarían además otras penas, con lo cual 
violaríamos la cosa juzgada “non bis in ídem”. En fin; 
me congratulo que se haya recogido la propuesta de 
modificar este párrafo final y sustituirlo por una re- 
dacción como la que he comentado. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite una inte- 
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rrupción, señor Senador? 
SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: la in- 
quietud anterior que planteó el señor Senador Pas- 
quet -ya lo había hecho en la Comisión y uno se que- 
da pensando en lo que dicen quienes piensan distinto 
a nosotros- con relación a esos mayoristas o capos -tal 
como él los definió-, en realidad, jamás podrían ser 
beneficiados con estas medidas por una cuestión ló- 
gica porque, obviamente, al estar en la cúspide de 
una organización que provee, financia o lo que fue- 
re, siempre habrá menores afectados por esto. Por lo 
tanto, en una interpretación justa de la norma no se 
pude decir que estos mayoristas o capos quedarían, 
en principio, eventualmente amparados, si fueran 
procesados por la Justicia, en función de que sería 
imposible no determinar que esa acción -sea del tipo 
que fuere en esta cadena que va desde la producción 
hasta el consumo-, no hubiese alcanzado a menores. 
Quería señalar esto porque cuando el señor Senador 
lo expresó, me quedé pensando y encontré esta res- 
puesta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: me gus- 
taría coincidir con el señor Senador Rosadilla, pero 
lamento decir que no, porque me parece que la inter- 
pretación del texto no es la que él propone. La redac- 
ción expresa: “Que el imputado no le haya vendido 
dicha sustancia a menores de edad”. En la interpre- 
tación estricta que corresponde hacer cuando se tra- 
ta de textos de Derecho Penal, vender a menores de 
edad, significa eso: vender a menores de edad, y no es 
montar una organización por efecto de la cual los me- 
nores de edad puedan llegar a adquirir, etcétera. No, 
no es así; se requiere probar el hecho de la venta a un 
menor de edad para excluir a alguien de este benefi- 
cio. Y esta gente, los grandes organizadores, los más 
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peligrosos, los que más daño hacen, los que merecen 
sanciones severas, no están en la venta minorista nia 
menores ni a mayores. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: acá hay 
un papel de los Jueces -salvo que el señor Senador 
Ope Pasquet tenga una opinión sobre los magistrados 
que nunca he escuchado-, y ellos van a actuar caso 
a caso. Si este proyecto de ley relativo a la pasta base 
no se aprobara y solo contáramos con las normas 
actuales, que son más benignas, de todos modos hay 
que tener en cuenta que los Jueces ya están actuando 
más duramente y cuando entienden que hay un pez 
gordo -por llamarlo de esta manera-, no lo sueltan, 
haya vendido o no a menores, y ello seguirá así, ya 
sea que se aplique o no este artículo 4” stricto sensu 
a partir de su aprobación. Entonces, pensar que 
luego de atrapado un traficante importante pueda 
salir porque los Jueces, aplicando este artículo, si 
estuviera aprobado, lo van a soltar o le van a aplicar 
penas alternativas, no es correcto. Esto no es así y 
por ello no estamos subiendo las penas máximas. El 
problema está en aquella franja en la cual, al entender 
de los Jueces, tal como está establecido el marco 
legal, entendían que se les ponía penas de prisión y, 
por lo tanto, excarcelables. Ahora estamos diciendo 
que el delito de la pasta base no es excarcelable. 
Insisto, señor Presidente, en que decir que van a salir 
traficantes de porte porque el literal C) del artículo 4” 
no se pueda demostrar, no es correcto, puesto que el 
Juez ni siquiera va a considerar las alternativas; todo 
esto está a consideración del Juez, naturalmente, 
previa vista fiscal. Simplemente quiero que esto quede 
claro, no tanto para el señor Senador Pasquet, que lo 
sabe, sino para que quien lea la versión taquigráfica 
el día de mañana no crea que esta señal clara e 
inequívoca que estamos enviando con respecto a la 
pasta base no es tal y resulta que ahora los traficantes 
de porte podrían salir. Esta no es la realidad, no es lo 
que dice el texto del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: puede 
estar tranquilo el señor Senador Michelini que de 
los Jueces de este país tengo la mejor opinión; pero 
pueden equivocarse. Por encima de esa razón, la 
función de la ley es brindar los criterios a los que 
deben ajustarse los Jueces porque, si no fuera así, 
limitaríamos toda la legislación penal a una norma 
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que dijera: “los Jueces dispondrán”, pero como 
entendemos que esa no es nuestra función, sino 
que es la de establecer las reglas con arreglo a las 
cuales los Jueces deben disponer, cuando lo hacemos 
tenemos que hacerlo de la mejor manera posible. A 
mi juicio, esta no es la mejor manera posible porque, 
repito, con estos requisitos dejamos el margen para 
que se produzcan situaciones que, seguramente, 
nadie desea, pero nadie puede asegurar que no vayan 
a ocurrir, porque los Jueces interpretan las normas a 
su manera -para eso están y tienen todo el derecho 
de hacerlo- y todos los días sobran ejemplos que nos 
sorprenden -cada uno ante situaciones distintas- 
frente a la aplicación que han hecho los Jueces de tal 
o cual norma. Esto ocurre permanentemente, y para 
que ello no suceda el Legislador tiene que ser claro y 
preciso en los lineamientos que establece. Creo que 
acá no lo estamos siendo en la medida necesaria, y esa 
es la razón por la que mantengo mi observación, sin 
perjuicio de reiterar lo que ya he dicho en el sentido 
de que finalmente votaremos este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: como 
adelantó el señor Senador Pasquet, nosotros vamos a 
votar favorablemente este proyecto de ley, más allá de 
las anotaciones precisas y certeras que él ha hecho 
acerca de este texto -que podría ser mucho mejor-, 
porque creemos que revela un cambio positivo en 
nuestro país, dejando atrás esa suerte de argumento 
por el que se decía que agravar las penas era algo 
malo. Me parece que es bueno que hoy el Senado de 
la República vote por unanimidad un agravamiento 
de las penas como algo positivo y, además, es bueno 
que lo haga contra este flagelo de la pasta base. Los 
datos del Ministerio del Interior señalan que en el 
año 2004 existían 187 consumidores de pasta base 
en el Uruguay y transcurridos siete años este número 
ascendió a más de 30.000. Quiere decir que los 187 
adictos a la pasta base en 2004 se han convertido en 
más de 30.000, lo que representa un problema muy 
grave para el Uruguay que debemos encarar. 


Creemos, además, que es vital que lo que estamos 
haciendo hoy se traslade a otras áreas de la política 
de seguridad ciudadana en el país, es decir, que estas 
medidas para combatir la pasta base también se apli- 
quen a otros delitos; no tengamos miedo de hacerlo. 


Nos parece bueno que se agraven las penas y no 
que el Estado asuma la comercialización y la distri- 
bución de la droga. Hemos escuchado con preocupa- 
ción en los últimos tiempos una propuesta para que 
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el Estado asuma la comercialización de la marihua- 
na, con el argumento de que es un buen negocio que 
hay que quitar a los narcotraficantes. Si bien la pasta 
base también es un buen negocio para los narcotra- 
ficantes, nadie está pensando -salvo algún jerarca de 
alguna Intendencia del interior- que el Estado deba 
distribuir esta droga. 


Consideramos que algunos argumentos conteni- 
dos en este proyecto de ley están yendo por el camino 
adecuado. También escuchábamos que si se agravaba 
la pena respecto a alguien que cometía un delito, eso 
sería un incentivo para que otros que no estaban en 
la misma situación, también lo hicieran. Aquí vemos 
que se pone como atenuante o como un requisito 
para que el Juez disponga medidas alternativas que 
el imputado no tenga antecedentes penales y nadie 
ha dicho que los narcotraficantes vayan entonces a 
buscar o contratar a quienes no tengan antecedentes 
penales o que estamos provocando eso. 


Creemos que eso es positivo como también lo es 
que esta mañana se esté dejando sin efecto -por suer- 
te- el latiguillo, que se repite una y otra vez, de que el 
agravamiento de las penas no es la solución. 


La situación es muy grave y por eso es bueno que 
se tome esta medida. Si uno analiza la inversión que 
ha hecho el país en seguridad pública a través del 
presupuesto del Ministerio del Interior, ve un creci- 
miento enorme en los últimos siete años. El monto 
de ese presupuesto se ha multiplicado por tres, pero 
también las rapiñas, que pasaron de ser 6.933 -en 
2004- a 16.322, lo que representa un crecimiento de 
130%. 


¿Por qué hago referencia a las rapiñas? Porque se 
está diciendo que la pasta base influye mucho sobre 
quienes cometen este delito. Como veremos más ade- 
lante, esto es más un mito popular que otra cosa. En 
la actualidad, hay casi dos rapiñas por hora, es decir, 
44 por día. 


Frente a esta realidad, el Gobierno puede decir 
que hay otros índices que han evolucionado positiva- 
mente. Hemos escuchado que el número de hurtos 
en los últimos tiempos, si bien no ha disminuido, no 
ha continuado creciendo. Esto también es un mito, 
porque lo que sucede actualmente es que ya no se 
denuncian estos hechos; esa es la verdad. Muchos de 
los que estamos aquí hemos sufrido hurtos y sabemos 
que ya no se denuncian, solamente se da cuenta de 
las rapiñas y de los homicidios. 


Otro de los valores que el Gobierno podía exhibir 
como estable era la evolución de los homicidios, por- 
que se mantenía estable en los últimos 20 años; se 
cometían alrededor de 200 homicidios por año, con 
algunas variaciones en más o en menos. Lamenta- 
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blemente, la cifra en materia de homicidios en el año 
2012 será record; el fin de semana pasado hemos su- 
perado los 209 homicidios. El promedio de los últi- 
mos 25 años en el país es de 207 homicidios y todavía 
nos quedan por delante tres meses y medio que, des- 
de el punto de vista de la estacionalidad en cuanto a 
la comisión de homicidios, son los peores. 


Frecuentemente se dice que esto se debe al cre- 
cimiento de algunas modalidades, en especial, al in- 
cremento de la violencia doméstica -que a todos nos 
preocupa-, pero cuando uno va a los indicadores del 
Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad 
del Ministerio del Interior ve que no es así, ya que 
la violencia doméstica representa el 13% de los ho- 
micidios en el país, mientras que los homicidios por 
rapiñas y copamientos representan el 32%, por riñas 
y peleas eventuales, el 22%, y los que son por ajuste 
de cuentas vinculados al comercio de drogas repre- 
sentan el 17% de los homicidios en el país, lo cual 
implica un gran crecimiento de esta modalidad. 


Esto nos tiene que preocupar porque, de acuerdo 
con el Estudio Global sobre el Homicidio de la Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 
Uruguay figura con la tasa de homicidios más alta 
entre varios países sudamericanos, así como también 
con respecto a Europa y a otras naciones. Tomando la 
tasa de homicidios cada 100.000 habitantes, Uruguay 
se encuentra por encima de Argentina, Perú y Chile. 
De acuerdo con estas estadísticas, la participación de 
los menores en los delitos de homicidio también se 
ha incrementado muchísimo. En el año 2006, el 9% 
de los homicidios era cometido por menores de edad 
y en el 2011 ascendió a 26%. A su vez, también se in- 
crementó muchísimo la participación de los menores 
en las rapiñas: en el último trimestre de 2010 -según 
los datos del Ministerio del Interior-, más de la mitad 
de las rapiñas en Montevideo -el 53%- contó con la 
participación de menores. 


Cuando se va a analizar las razones de la influen- 
cia de la pasta base en estos delitos, se debe tener 
en cuenta un estudio realizado por el Defensor de 
Oficio de adolescentes, doctor Daniel Sayagués, en 
base a la experiencia en los Juzgados de Menores. 
Es interesante mencionar que solo el 1% de los que 
delinquieron señalaron que lo hicieron por necesida- 
des económicas y, contra la creencia popular, solo el 
10% alegó haber robado para financiar su adicción a 
la pasta base. A su vez, el 54% afirmó no tener necesi- 
dad de robar, ya que no le faltaba nada, y el 35% alegó 
haber robado por ser su medio de vida o su trabajo. 


Queremos ser claros: esta es una buena norma, 
que nos permite avanzar pero no atiende a la globali- 
dad del problema de la inseguridad; con esto solo no 
alcanza. 
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Además, creemos que esta primera batería de 
normas tiene que venir acompañada por otras; no 
alcanza con atender el problema de la droga. También 
hay que atender -ha existido un compromiso de 
todos los partidos en este Senado- la situación del 
Código del Proceso Penal, y la del funcionamiento de 
la Justicia. Todos sabemos que ha habido una gran 
evolución de la población reclusa en el país, que 
pasó de ser de 7.118 en 2005 a 9.450 en el año 2012, 
de la cual solo el 35% tiene condena y el 65% está 
esperando por ella. Lo cierto es que si no atendemos 
esta situación es muy difícil hablar de reinserción 
o de reeducación. Creemos que un nuevo Código 
del Proceso Penal es imprescindible, debe aprobarse 
tan rápidamente como estas normas, estableciendo 
la función del Fiscal, del Ministerio Público, como 
instructor, y del juez como verdadero juez y no como 
un juez instructor que a su vez resuelve y dicta 
sentencia. Obviamente, eso debe llevar al estudio de 
cuál es la ubicación institucional en la que estaría 
el Fiscal de Corte, el Ministerio Público, ya que 
creemos que debe estar fuera del Poder Ejecutivo. 
De nada serviría adoptar medidas contra el tráfico 
de drogas sin acompañar con las normas del Código 
del Proceso Penal y sin atender la situación de la 
minoridad y también la de la actuación policial. Creo 
que esto es algo positivo, pero aún es poco para lo 
que hoy necesita el país. 


Muchas gracias. 
SEÑORA MOREIRA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Nosotros trabajamos mucho 
con este proyecto de ley en la Comisión, y también 
trabajamos intensamente en nuestro partido, en el 
Frente Amplio. Cuando el Gobierno plantea las quince 
medidas en el documento “Estrategia por la vida y la 
convivencia”, lo que busca es sacar la problemática 
del estanco cerrado de la cuestión de la seguridad 
y ponerla sobre una pregunta mayor que es: ¿cómo 
hacemos para vivirjuntos? En este contexto, hablar de 
estrategia para la vida y la convivencia, y no apenas de 
seguridad pública, me parece que representa un salto 
cualitativo en la concepción del problema. En ese 
documento y en la estrategia del Gobierno se buscó 
también una separación de las drogas, se intentó 
especialmente aislar la pasta base del consumo de 
otras drogas, sobre todo de las que se llaman drogas 
blandas, respecto de las cuales nuestro país tiene una 
legislación de avanzada. No debemos olvidar que en 
Uruguay el consumo no está penalizado, mientras en 
otros países de América Latina sí lo está, inclusive 
en Estados Unidos. Recientemente hubo un debate 
-no sé si llamarlo consenso- en América Latina sobre 
las constataciones del fracaso en la política de lucha 
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contra el tráfico de drogas. En realidad, la lucha 
contra el narcotráfico no ha reducido sustancialmente 
el consumo sino que, por el contrario, ha generado 
un consumo problemático en América Latina. Lo 
que hemos gastado en la lucha contra el narcotráfico 
podría haber servido para curar varias veces a todos 
nuestros adictos. Precisamente, una reciente cumbre 
de la OEA trató ese tema y fueron unos cuantos 
los Presidentes que coincidieron en la necesidad 
de cambiar la perspectiva del combate a las drogas. 
Me refiero a Presidentes insospechados de ser de 
izquierda como, por ejemplo, Zedillo o Gaviria y el 
propio Fernando Henrique Cardoso que hace bastante 
más tiempo que está en estos temas. 


Por su parte, en este año la Universidad -usando 
el llamado artículo 2” de la Ley Orgánica que conmi- 
na a que esta Institución realice debates nacionales 
sobre temas que importan- presentó un libro que se 
llama “Aporte Universitario al Debate Nacional sobre 
Drogas”. Esta obra contiene una serie de investiga- 
ciones que realizaron economistas, juristas, sociólo- 
gos, antropólogos, médicos, biólogos, etcétera, sobre 
el tema de las drogas, y de allí se deduce una tesis 
central -más allá de que el libro no la incluye sino 
que es un conjunto de miradas- que indica que los 
problemas con las drogas son producto de su prohi- 
bición más que del consumo, y que los consumido- 
res podrían sufrir accidentes puntuales de consumo 
excesivo o crónico, pero nunca alcanzar las decenas 
de miles de muertos y consolidar una economía sub- 
terránea como ha sucedido debido a las políticas pro- 
hibicionistas que tenemos. Es más, el libro dice que 
dado que la prohibición opera ocultando el fenómeno 
-porque por más que el consumo no esté penado, la 
adquisición de la sustancia se realiza en un mercado 
prohibido-, ello hace imposible las estrategias sanita- 
rias y de prevención integrales. 


En esta tesis que hace la Universidad de la Repú- 
blica se sostiene que la violencia asociada a las dro- 
gas, el fenómeno del narcotráfico y la imposibilidad 
de implementar políticas sanitarias integrales están 
relacionados con la prohibición de las drogas más 
que con las drogas mismas. Es la prohibición con sus 
estigmatizaciones, sus penalizaciones y sus persecu- 
ciones la que ha generado este modelo que hay que 
abandonar prontamente. 


Tal como dijo el señor Julio Calzada en su compa- 
recencia a la Comisión, todas las drogas recuerdan al 
alcohol -que es una droga que casi todos los que es- 
tamos aquí conocemos-, con muchos usuarios ocasio- 
nales, con un pequeño número de usuarios intensos 
y otro aún menor de usuarios intensos a lo largo de 
muchos años. 


Otro aspecto que fue remarcado en varias compa- 
recencias que tuvimos en la Comisión es que el ca- 
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rácter adictivo no caracteriza a una droga ni a una 
sustancia, sino a una relación de la persona con esa 
sustancia. Creo que cualquiera de los que alguna vez 
hemos fumado en nuestra vida sabemos exactamente 
qué significa la relación privilegiada que uno mantie- 
ne con una sustancia de la que es adicto y el tiempo 
que lleva vencer una adicción. Es al vínculo persona- 
droga lo que debemos atacar y no a las drogas, in- 
tentando controlar un tráfico que, además, para las 
dimensiones y capacidades de nuestro país se vuelve 
incontrolable. 


El estudio de la Universidad de la República 
muestra que la prohibición altera los hábitos de con- 
sumo de quienes consumen sustancias psicoactivas o 
psicodepresoras -porque las hay de unas y de otras-, 
ya que, como deben adquirirlas en el mercado negro, 
stockean para no tener que estar comprando todo el 
tiempo y esto genera consecuencias judiciales com- 
plejas. Dicho estudio contiene unas cuantas senten- 
cias judiciales -en especial sobre marihuana- donde, 
fuera del gran tráfico y del consumo estrictamente 
personal de pocos gramos, hay una zona gris donde 
en realidad los Jueces actúan entendiendo que esto 
es suministro, cuando muchas veces puede ser un 
stockeo que la persona hace para no tener que estar 
comprando continuamente. 


Por lo tanto, la prohibición altera el hábito de con- 
sumo y produce todas estas consecuencias e, incluso, 
incrementa los costos de la represión. Precisamente, 
hay un estudio económico que dice que cuanto más 
intensa es la represión, aumenta el número de ban- 
das que actúan con menor stock relativo, es decir que 
aumenta el número de personas que venden y cada 
una de ellas tiene menos cantidad. Al mismo tiem- 
po, cuanto mayor es la prohibición más se induce a 
la violencia, y aumenta el poder del narcotráfico con 
su consabido cortejo de corrupciones judiciales, poli- 
ciales, etcétera. Si legalizamos, sostiene el informe, 
sabríamos más del fenómeno, tendríamos más tera- 
pias públicas y más recursos en el sistema de salud 
y por supuesto que disminuiríamos el atractivo que 
tiene lo prohibido sobre cualquier naturaleza pero, 
especialmente, sobre los jóvenes. Hay efectos de la 
prohibición, ese oscuro objeto de deseo, que operan 
incentivando el consumo. 


Los estudios muestran varias cosas, entre ellas, 
que no existe el famoso efecto escalera -es decir, que 
uno no empieza consumiendo marihuana y termina 
con heroína- y que, en realidad, los jóvenes se inician 
con el tabaco y el alcohol muy tempranamente, antes 
de los quince años, y este también es un fenómeno 
reciente. Los muchachos se han vuelto precoces en 
muchísimas cosas, ha disminuido la edad de inicio 
de las relaciones sexuales y también la del consumo 
de alcohol y tabaco. También se indican diferencias 
en lo que se consume: la marihuana es una droga 
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de jóvenes escolarizados y la pasta base de los más 
pobres. Quiere decir que hay un consumo diferencial 
por clase social. Los estudios también señalan que 
el fenómeno de la violencia no se debe a las drogas, 
sino que es más profundo. Tanto el uso de sustancias 
como el del alcohol inhiben nuestro súper yo y por 
ello la bestia que llevamos dentro se manifiesta más 
rápido; el efecto inhibidor de la moral, del súper yo, 
es menguado, minimizado por el efecto de las drogas, 
pero estas no causan la violencia. 


Por otra parte, creo que deberíamos evitar el es- 
tigma: “menor infractor-joven pobre de asentamien- 
to-pasta base-robo”, y el pensar que esta es la nue- 
va clase peligrosa de nuestra sociedad a la que hay 
que internar, aislar y separar porque es la manzana 
podrida que afecta al conjunto. Y no es así; no hay 
manzanas podridas que afecten al conjunto; existen 
personas que manifiestan la enfermedad que todos 
tenemos y, en general, el enfermo de una familia es el 
emergente de la patología de todos los integrantes de 
esa familia; no es un enfermo solo, no es una manza- 
na podrida. Los fenómenos son un poquito más com- 
plejos y nos involucran a todos. Entonces, no es noso- 
tros y los otros; como si esos otros no fueran nuestros 
hijos, nuestros sobrinos, nuestros familiares, como si 
no nos uniera a ellos un grado de separación o dos 
grados de separación, ahora que se usa esa teoría de 
los grados de separación según la cual entre nosotros 
y el Presidente Obama hay algo así como seis grados 
de separación. Todos tenemos familiares cercanos 
consumidores intensos. 


Los estudios también señalan que los adictos in- 
tensos lo son a varias cosas, es decir, son poliadictos. 
Hay pasta baste pero también otras cosas. Aunque 
lográramos combatir y eliminar hasta el último con- 
sumidor de pasta base, no se reducirían los riesgos 
inherentes a la poliadicción en algunos pocos indivi- 
duos, muy problemáticos e intensos. 


Este proyecto de ley tiene varios problemas que 
hemos procurado resolver en el trabajo en Comisión 
y también dentro del Frente Amplio. El primero es lo 
que se llama la eficacia disuasiva de la pena. El señor 
Senador Bordaberry ha hablado sobre eso. ¿Las penas 
inhiben de cometer el delito? Hay varias bibliotecas so- 
bre el tema. En lo personal me afilio a aquella que sos- 
tiene la baja eficacia disuasiva de la pena: el aumento 
de pena no inhibe de la comisión del delito. Por este 
motivo trabajamos sobre el aumento de la mínima, no 
de la máxima, con graduaciones, con atenuantes para 
los primarios y para ventas de menor cuantía, y con el 
mínimo de dos años de penitenciaría, de acuerdo con 
el artículo 35, ya que antes se usaba el mínimo no pe- 
nado con prisión. Quiere decir que le permitimos al 
Juez realizar lo que se llama justicia adaptativa. Creo 
que el principal esfuerzo que hemos realizado en estos 
meses ha sido para ajustar el texto a esto. 
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Por otra parte, junto a los señores Senadores Ro- 
sadilla, Nin Novoa, Michelini y Lorier, nos hemos 
transformado en cuasi expertos en drogas, adicciones 
y pasta base. A propósito de esto, hemos recibido con 
mucho agrado y conocido la existencia de un grupo 
de investigadores que en el Instituto Clemente Es- 
table llevan años estudiando el tema de la pasta base 
y se han transformado en un centro de referencia 
regional. Lo que estos investigadores nos indican es 
que la pasta base no es un veneno porque vaya a sa- 
berse qué cosas tiene mezcladas que causa una adic- 
ción terrible, sino que es pasta de cocaína que causa 
adicción por la forma en que entra al organismo, y 
es por la vía fumable. Se introduce en el organismo 
con una rapidez tal y provoca un efecto tal -creo que 
la relación es cinco segundos para que haga efecto y 
cinco minutos la duración total- que genera una adic- 
ción intensa, mucho mayor que la propia inhalación 
de cocaína que demora de diez a quince minutos en 
hacer efecto y tiene una duración promedio de media 
hora. Lo cierto es que la pasta base llega rápidamente 
al sistema nervioso central, produce un placer muy 
rápido y se desvanece también muy rápidamente, con 
lo cual provoca ese fenómeno de que es una droga ba- 
rata pero al mismo tiempo cara porque todo el tiempo 
se la está consumiendo. En definitiva, se trata de la 
forma en que entra al organismo, no la sustancia en 
sí, lo que produce la adicción. La sustancia en sí es 
clorhidrato de cocaína, como aprendimos todos a lla- 
marla. 


Losestudiostambiénindican quesobrela pasta base 
existe una conciencia nacional, lo que hace que hoy 
estemos tratando este tema. El 80% de los internados 
en el Portal Amarillo y otros centros de rehabilitación 
no son por pasta base. La Junta Nacional de Drogas 
llevó a cabo un censo que arrojó como resultado 
que en el 95% de los casos las personas tienen una 
clara conciencia del riesgo de la pasta base pero no 
la tienen sobre el alcohol que es la droga que más 
problemas causa en el Uruguay. También nos informa 
que el problema de la pasta base no es la toxicidad en 
sí, sino cómo afecta al sistema dopaminérgico -que 
no sé bien qué es-, vinculado con el principio del 
placer. La droga sustituye el resto de los placeres: el 
de la comida, el sexual, transformándose en el centro 
único del placer. Esta sustitución de los placeres de 
la vida por un único placer inmediato afecta más a las 
personas que tienen menor capital social y cultural, 
menores redes sociales, menos amigos, que son más 
pobres, que tienen menos satisfacciones en la vida 
que las otras y, entonces, encuentran en el consumo 
de la droga el momento feliz para una vida infeliz. 
Quiere decir que el consumo problemático de drogas 
no está asociado únicamente a la droga sino a una 
constelación de circunstancias sociales y familiares 
que tienen que ver con la felicidad de los individuos. 
Por lo tanto, atacando una parte no resolveremos el 
todo. 
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Según el censo y los estudios, la edad de inicio 
de consumo de pasta base son los 17 años, no es una 
droga de niños. Se dice también que el alcohol es la 
sustancia más nociva, pero como la percepción de 
riesgo del alcohol solo la tiene el 5% de la población y 
el restante 95% considera que es bueno o no tan noci- 
vo -por ello hay tantas propagandas para consumirlo-, 
las personas acuden tardíamente a los tratamientos. 
Lo cierto es que, en general, la gente comienza el tra- 
tamiento para superar la adicción al alcohol -la droga 
más nociva y extendida en el país- a la edad promedio 
de cincuenta años; quiere decir que acuden muy tar- 
díamente a los programas que se ofrecen y por eso la 
deshabituación se vuelve más compleja. 


En relación a la pasta base, la prevalencia se da 
entre 14.000 y 18.000 personas; entre 5.000 y 7.000 
son consumidores problemáticos, y solo unas 200 
personas tienen un uso muy conflictivo de la droga: 
es decir, con violencia y probabilidad de muerte próxi- 
ma. Esto es lo que afirman los estudios que llegaron 
al Parlamento. También se dice que no existe infor- 
mación sobre la incidencia real del consumo de pasta 
base en la comisión de actos violentos, y creo que es 
necesario tener en cuenta este contexto para saber 
de qué hablamos cuando nos referimos a las drogas, 
la violencia y los jóvenes, para no caer en la naturali- 
zación de cualquier estigma como sería, en este caso, 
el de jóvenes - pobres - pasta base- delito. 


Los datos muestran que en la calle hay violencia 
y ataques de extraños, pero también que la mitad de 
los actos violentos suceden entre prójimos, y aclaro 
que no me refiero solamente a la violencia doméstica, 
porque de doscientos homicidios por año, solo trein- 
ta corresponden a este tipo de violencia. Como bien 
mencionaba el señor Senador Bordaberry, un 22% de 
los actos violentos corresponden a riñas y disputas 
entre vecinos. La mitad de la violencia se produce, 
reitero, no entre extraños, sino entre prójimos, y ade- 
más no sucede en la calle, sino en lugares familiares. 


Quiero decir, también, que la principal violencia 
en este país -y esto tiene que ver con el fenómeno de 
las adicciones- es la que cometen los seres humanos 
contra sí mismos. La tasa de suicidios duplica o tripli- 
ca la de homicidios, y esto hay que tenerlo en cuenta 
para saber quiénes somos. ¿Por qué digo que esto está 
relacionado con las adicciones? Porque estas también 
son violencia contra nosotros mismos. Sin embargo, 
es mayor la agresión que cometemos contra nosotros, 
que la que llevamos a cabo contra otros, y eso dice 
algo de nuestra sociedad. 


En todo caso, la violencia está en nosotros, y su 
exhibición permanente en pantallas chicas y gran- 
des adquiere dimensiones de tal magnitud que, en 
mi opinión, podrían calificarse de pornográficas si no 
fuera que, por razones más bien oscuras, la dureza 
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que se emplea contra la pornografía no se aplica a 
la violencia. Pérez Aguirre decía algo así como que 
siempre será mejor ver a la gente haciendo el amor y 
no la muerte. 


La idea de que las penas deban ser aumentadas 
-aumentamos la mínima y no la máxima- ha conci- 
tado y concita muchas de mis discrepancias. En lo 
personal, discrepo con su efecto disuasivo. Desde el 
punto de vista filosófico y principista estoy en des- 
acuerdo con cualquier principio de mano dura, y ten- 
go la firme convicción de que solo la despenalización 
y la regulación acabarán con los problemas de los 
adictos intensos. 


Además, quiero decir que no me preocupa el con- 
sumo de cualquier sustancia psicotrópica, psicoactiva o 
psicodepresora, porque lo considero parte de la cultura 
humana; y, por otro lado, que respecto a esto y a la 
percepción que tienen los más jóvenes y los más viejos 
sobre el consumo de droga, la brecha generacional es 
enorme. Á pesar de mi avanzada edad, en mis senti- 
mientos y en mi perspectiva sobre el tema de las dro- 
gas me afilio a la visión de los más jóvenes. Reconozco 
que hoy impera una cultura ascética, sostenida por un 
padrón moral conservador de la cultura dominante en 
estos temas, la anglosajona, y especialmente la norte- 
americana, con una gran dosis de puritanismo y con- 
servadurismo. Vale la pena recordar que la prohibición 
de la producción y distribución de alcohol estaba en la 
Constitución de la República de los Estados Unidos de 
América. Entonces, esa cultura anglosajona, pero es- 
pecialmente la norteamericana, con su dosis de purita- 
nismo y conservadurismo, ha marcado la cancha en el 
tema de las drogas y se ha opuesto a otra cultura, más 
dionisíaca y liberal, que revista -ahora voy a recurrir a 
palabras de Rafael Bayce- en el polo políticamente de- 
rrotado, culturalmente subordinado y socialmente dis- 
criminado. Me adhiero a ese polo cuando se dice que el 
consumo de las sustancias psicoactivas o psicodepreso- 
ras se entiende como parte del fenómeno de la cultura 
humana, y a eso no me opongo. 


Más allá de estas discrepancias, creo que este 
proyecto de ley, con las modificaciones que le hemos 
hecho, intenta reducir daños. Lo voto sobre la convic- 
ción de que estamos tratando de ayudar a los adictos 
a la pasta base y porque entiendo que va de la mano 
de una política de despenalización y regulación de las 
drogas blandas, teniendo en cuenta la iniciativa que 
está a consideración en la Cámara de Representan- 
tes; además, porque creo que se enmarca en un con- 
junto más amplio cuya intención general comparto, 
aunque no comparta la intención específica de esta 
iniciativa. En realidad, comparto la intención, pero 
no los instrumentos. 


En suma, voto este proyecto de ley porque entien- 
do que, tal como ha quedado redactado, apunta espe- 
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cíficamente al tráfico de pasta base. De todos modos, 
estaremos atentos, porque no queremos que el con- 
sumo problemático de drogas sea la excusa para au- 
mentar las penas, cercenar libertades o incrementar 
el poder represivo del Estado. 


El Gobierno ha asumido una política dual donde 
separa a la pasta base, por sus efectos más nocivos, 
del resto de las drogas. En lo personal, no estoy muy 
convencida de que la política deba ser dual, pero en- 
tiendo la intención y reconozco la demanda de las 
madres de quienes tienen este problema -me voy a 
referir a las madres más que a los padres de los usua- 
rios de pasta base-; he conversado con ellas y entien- 
do que estén desesperadas y que se hayan organizado 
porque necesitan soluciones integrales para sus hijos. 
En todo caso, esto es una parte de lo que ellas nece- 
sitan. Me parece que la política debería ser más sani- 
taria que represiva, y que tendremos que mejorar la 
política sanitaria, preventiva y de combate a los daños 
que el consumo de pasta base está produciendo en 
los jóvenes. 


Aclaro que voto este proyecto de ley con cierto pe- 
sar, pero reconozco que hemos dado una dura lucha 
para subsanar sus aspectos más problemáticos. Uno 
de ellos es insubsanable, en el sentido de que se trata 
de una iniciativa para una droga determinada, y lo 
cierto es que no sabemos si mañana no tendremos 
que hacer otra para una droga diferente. Por mi par- 
te, no quisiera que la benignidad penal del Uruguay 
se viera afectada negativamente; por el contrario, me 
gustaría que se afirmara, no por este proyecto de ley 
sino por el conjunto de estrategias de convivencia. 
Pero insisto en que este proyecto de ley -obviamente, 
me refiero a su segunda parte- está destinado especí- 
ficamente a combatir el tráfico de pasta base. 


Otra situación que me preocupa es la relativa al 
hacinamiento carcelario, producido por varios facto- 
res. Uno de ellos es la lentitud de los procesos y la 
cantidad de presos sin sentencia, lo que no permite 
reducir la pena o liberar a los reclusos al haber cum- 
plido la mitad o las dos terceras partes de su conde- 
na; por eso creo que debemos encarar firmemente 
la reforma del Código del Proceso Penal. Este haci- 
namiento carcelario también se ha producido por la 
falta de cultura, infraestructura e instrumentos para 
implementar medidas alternativas a la privación de 
libertad; pero, sobre todo, el aumento de la población 
carcelaria tiene como causa el fenómeno de las dro- 
gas, que se está dando aquí, en América Latina, y en 
Estados Unidos. Lo cierto es que un porcentaje de los 
presos actuales está recluido por tráfico y suministro 
de drogas, y el mayor número corresponde a mujeres. 
Esto sucede en el Uruguay y en el mundo; es un fe- 
nómeno reciente que tiene que ver, también, con una 
política de combate al narcotráfico emanada de Was- 
hington, con el objeto de proteger su propio mercado 
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y su mundo de consumidores. Además, con la excusa 
del combate al narcotráfico, se implementan políticas 
de férreo control social, por aquello de “los conflictos 
de baja intensidad”, justificándose en la Posguerra 
Fría el incremento en gastos militares y policiales, en 
efectivos, en instituciones, en operativos de seguri- 
dad; en suma, justificándose una vez más la política 
de las armas. 


Hoy, en el Día de la Democracia, decimos que 
la política es lo que viene después de las armas; yo 
prefiero hospitales antes que cuarteles, y médicos y 
sicólogos antes que sofisticados servicios de una mal 
llamada inteligencia. 


Estaremos atentos a los resultados que emanen 
de este proyecto de ley que, insisto, consideramos 
una herramienta para combatir el narcotráfico y no 
un instrumento para seguir llenando las cárceles de 
hombres y mujeres jóvenes y pobres. 


Todo el tiempo se nos enseña que la técnica le- 
gislativa y la bondad de una ley incluyen el hecho de 
que esta produzca el efecto deseado; es decir, que sea 
eficaz. En ese sentido, creo que esta iniciativa es tan 
importante como la eficacia policial para combatir el 
tráfico de pasta base. 


La técnica legislativa dice que la bondad de una 
ley debe tener consenso moral en la sociedad y, so- 
bre todo, que sus externalidades negativas deben ser 
menores que sus beneficios positivos. Por tanto, es- 
taremos atentos al aumento de la población carce- 
laria que se produzca como resultado del aumento 
de las penas mínimas, y a la reducción del consumo 
de pasta base. Estaremos atentos a esta externalidad 
negativa y a este beneficio positivo, que es la ecuación 
de cada ley. 


Por estos motivos, con todas las discrepancias que 
he manifestado, en principio filosóficas, pero también 
relacionadas con la eficacia y eficiencia de este pro- 
yecto de ley, me dispongo a votar afirmativamente en 
el día de hoy. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: sin lugar 
a dudas, el tener un sistema jurídico penal metódico, 
codificado y coherente es un propósito destacable que 
toda nación se debe fijar, tal como lo hicimos nosotros 
hace varios años. Con el voto de todos los partidos 
políticos aprobamos por ley la conformación de dos 
Comisiones: una para la reforma del Código Penal y 
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otra para la reforma del Código del Proceso Penal, 
con el objetivo de sistematizar y codificar en forma 
coherente toda la legislación especializada en materia 
penal. ¿Por qué? Porque advertimos que con el correr 
de los años se fueron aprobando normas de distinto 
tenor, excepciones al Código Penal y modificaciones 
al Código del Proceso Penal, que generaron un siste- 
ma bastante heterogéneo, que tiene sus contradiccio- 
nes y necesita ser llevado a su punto de equilibrio. 


(Ocupa la Presidencia la señora Mónica Xavier.) 


- Naturalmente, codificar no es una tarea fácil; 
por algo en la historia de los pueblos -y el nuestro no 
es ajeno a ello- muchos Códigos han sido producto 
de épocas de oscurantismo, en donde las libertades 
estaban censuradas y los Parlamentos no funciona- 
ban a pleno. Ello facilitaba enormemente que de un 
día para el otro se aprobara un conjunto de normas 
que la mayoría de las veces eran elaboradas por gen- 
te especializada en las distintas materias; justamente 
por esa razón, al advenir la democracia y regir las 
libertades en todo su esplendor, tales normas podían 
ser objeto de modificaciones, pero jamás de reformas 
profundas que tiraran abajo todo lo que se había he- 
cho, porque se reconocía que más allá de la forma, el 
contenido tenía su sentido y su razón de ser. 


No por casualidad en 1985 el Parlamento, reunido 
por primera vez después de doce años de dictadura 
militar, aprobó la fórmula alternativa del decreto ley, 
de forma de convalidar o dar rango legislativo a aque- 
llo que, desde el punto de vista formal, no lo tenía. 
Por supuesto que lo hizo con excepciones, porque no 
todo se aprobó, pero lo cierto es que quedaron vigen- 
tes muchas normas que después, con los años, nos di- 
mos cuenta de que era necesario modificar, sustituir 
o, en algunos casos, derogar. Ahora nos encontramos 
en pleno proceso en esta materia. Las Comisiones es- 
tán trabajando, y diría que muy bien; la encargada del 
estudio de la reforma del Código del Proceso Penal ya 
se pronunció. A su vez, en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación hay un proyecto sobre el que esta- 
mos avanzando; en términos generales, sin eludir la 
discusión artículo por artículo, existe la idea de apro- 
barlo, no sobre tablas -porque eso significa no ingre- 
sar en su discusión-, pero sí cediéndole la derecha a 
la Comisión especializada que trabajó con profesiona- 
les representantes de los distintos sectores de la vida 
jurídica del país. Me imagino que en la Cámara de 
Representantes debe estar sucediendo algo parecido 
con el Código Penal. De manera que vamos camino a 
tener -aún no sabemos en cuánto tiempo- un nuevo 
Código Penal y un nuevo Código del Proceso Penal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


- Quizás en primer término tengamos un nuevo 
Código Penal, pues la idea que prevalece -sin que 
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haya sido aceptada definitivamente en la Comisión 
de Constitución y Legislación- es aprobar un Código 
del Proceso Penal a sugerencia de la Suprema Cor- 
te de Justicia, con vigencia dentro de cinco años o a 
partir de la próxima Legislatura. ¿Por qué? Porque 
no solamente hay que definir el contenido de las nue- 
vas normas procesales, sino que la Suprema Corte de 
Justicia debe preparar al Poder Judicial para su im- 
plementación. Esto no es tarea fácil; en realidad, es 
más sencillo implementar un nuevo Código Penal que 
un nuevo Código del Proceso Penal, porque tratándo- 
se del procedimiento penal, se necesita especializar a 
los profesionales que actúan en estas áreas y también 
a muchos otros que no pertenecen al Poder Judicial 
como, por ejemplo, los Fiscales, que tendrán un rol 
absolutamente diferente al que tienen actualmente. 
Además, cuando se quiere introducir una reforma de 
estas características, el tema económico no es ajeno 
al funcionamiento del Poder Judicial; a tal punto esto 
es así, que el Parlamento aprobó un nuevo Código 
del Proceso Penal y se vio obligado a suspender su 
vigencia, en primer lugar, y luego a derogarlo, porque 
no estaban dadas las condiciones básicas de infraes- 
tructura y de logística para su aplicación. 


Aquí estamos frente a un conjunto de 
disposiciones de carácter penal. La pregunta que 
uno se realizaba durante el breve pasaje de este 
proyecto por la Comisión, y que también surge en 
el día de hoy, es si esto va de la mano con aquellos 
propósitos que nos fijamos de sistematizar, codificar 
y dar coherencia a toda esta temática. Me temo que 
no lo hace, y creo que por razones de tiempo. No 
nos dimos el tiempo suficiente como para poder 
mejorar el texto del proyecto. Y seamos sinceros: ello 
se debe a razones de carácter político. La impresión 
que hemos recogido en estos días es que este texto 
propuesto por la Bancada del Frente Amplio -que la 
Comisión hizo suyo pero que, reitero, fue propuesto 
por la Bancada del Frente Amplio- es el producto 
de una transacción o acuerdo logrado dentro de esa 
fuerza política. Obviamente, se trata de algo legítimo, 
porque nadie puede cuestionar los acuerdos si lo 
que se hace es traerlos a Sala para su tratamiento 
legislativo. Pero me reconocerán los integrantes 
de la Bancada oficialista que, como producto de 
la transacción, muchas de las normas que hoy 
tenemos a consideración han devenido confusas y, 
en algunos casos, hasta inocuas. Entonces, se ha 
perdido la contundencia que en un primer momento 
se pretendió dar al enfoque de esta vasta temática. 
Adelanto que nosotros votamos en Comisión el 
proyecto, pero con salvedades; le trasmitimos al 
Presidente de la Comisión, durante y después de 
la sesión, cuáles eran nuestras objeciones y en qué 
había que mejorarlo a nuestro juicio. Es más, según 
tengo entendido, en algún aspecto se van aincorporar 
algunas de las redacciones alternativas que nosotros 
propusimos; por ejemplo, en el artículo 4% se va a 
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establecer que antes de un pronunciamiento haya 
vista previa fiscal. 


Señor Presidente: si este proyecto se transforma 
en ley, quienes la tienen que aplicar es decir el Aboga- 
do Defensor, el Defensor de Oficio, el Juez, el Fiscal- 
se van a encontrar con una bolsa de gatos. Lo que en 
un momento pretendía ser un conjunto de artículos 
referidos a combatir la pasta base, su tráfico, su dis- 
tribución, su venta y la influencia que tiene dentro 
de los establecimientos penitenciarios, se ha trans- 
formado en un proyecto de ley que, en caso de apro- 
barse, va a pasar a ser una ley referida a tres temas 
totalmente diferentes que prácticamente no tienen 
nada que ver uno con otro. Se trata de tres temas en 
un proyecto de cuatro artículos. 


El primero se refiere a agravantes especiales para 
determinados sujetos activos que cometan delitos 
contra la Administración Pública. Esto no tiene nada 
que ver con las cárceles, con la pasta base ni con 
nada de lo que estamos hablando. El artículo 1% del 
proyecto de ley que estamos estudiando dice que si 
los delitos contra la Administración Pública -es de- 
cir, peculado, concusión, cohecho simple, cohecho 
calificado, tráfico de influencias- son llevados a cabo 
por un magistrado, funcionario policial, funcionario 
militar, magistrado del Ministerio Público y Fiscal, 
funcionario de la Dirección General Impositiva o de 
la Dirección Nacional de Aduanas, hay un agravante 
especial. Eso es todo lo que dice el artículo 1%. No 
está referido a la pasta base o a los delitos que puedan 
ser cometidos por funcionarios públicos en una pri- 
sión, en un establecimiento penitenciario. Dice que si 
un funcionario público que es, por ejemplo, magistra- 
do o funcionario de la Dirección General Impositiva, 
comete peculado, tiene un agravante. Entonces, con 
razón, aparece una moción por la cual se amplían los 
sujetos activos. Lo que yo me pregunto es por qué 
se amplía solamente para los Ministros, los Subsecre- 
tarios y los Legisladores. Vamos a ampliarlo también 
para el Presidente de la República, para el Secretario 
y Prosecretario de la Presidencia, para el Presidente 
de ASSE. En realidad, sabemos cuál es el porqué. 


Vayamos al origen del tema: lo que hizo el Poder 
Ejecutivo fue proponer al Parlamento, con argumen- 
tos que se pueden compartir o no -y de hecho se dio 
una discusión pública al respecto-, un proyecto de ley 
que decía que si los delitos contra la Administración 
Pública eran cometidos por un policía, había un agra- 
vante. Ese era el proyecto original; se podría com- 
partir o no, pero tenía una lógica. Inmediatamente 
se produjo una fortísima reacción de los policías, de 
los retirados policiales y del Círculo Policial, quienes 
dijeron: ¿De qué nos están acusando? ¿Por qué a 
nosotros? Esto admite dos lecturas; defendiendo la 
posición del Poder Ejecutivo, se podría decir que que- 
remos premiar a los policías honestos -que los hay y 
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muchos-, y que el aprovecharse de la condición de 
policía debe necesariamente convertirse en un agra- 
vante. Ahora bien, frente a la reacción del Círculo 
Policial y de la Policía, la Bancada diluyó el alcance 
del artículo y agregó a los militares, a los Jueces, de 
modo que nadie se ofendiera. Luego agregaron a los 
Legisladores, a los Ministros, a los Subsecretarios, 
pero por qué no también a los Directores Generales 
de Secretaría, ya que el Director General de Secreta- 
ría del Ministerio del Interior tiene más posibilidades 
que cualquiera de los que estamos acá de cometer 
estos delitos. ¿Por qué no a los Directores de ASSE, al 
Comisionado Parlamentario Penitenciario o a los Di- 
rectores del INAU, como me acota el señor Senador 
Gandini? Entonces, empezamos a legislar mal; otra 
vez estamos quitando instrumentos al Poder Judicial 
para que pueda combatir efectivamente lo que debe. 


En realidad, el artículo 2% salva la crítica del 12, 
porque es mucho más específico, ya que dice: “A quien 
preste funciones en establecimientos de reclusión 
o detención de personas, se le incrementará en un 
tercio la pena mínima y máxima correspondiente 
cuando cometa cualquier delito” -y no solamente 
delitos contra la Administración Pública- “en 
ejercicio de su función o en ocasión de esta”. El 
otro día le preguntaba al señor Senador Rosadilla 
en la Comisión quiénes son los funcionarios de los 
establecimientos de reclusión y a qué dependencia 
pertenecen, y me decía que hay policías, militares, 
funcionarios de Salud Pública, de ASSE, del Sirpa, 
maestros, etcétera. O sea que, a nuestro juicio, el 
artículo 2% es una disposición coherente con lo que 
se pretende, acertada, ajustada y que va en el camino 
de los objetivos que se pretende alcanzar. El artículo 
19 no lo es; la redacción del Poder Ejecutivo, con sus 
pros y sus contras, sí lo era. Habría quienes pudieran 
estar a favor y quienes en contra, pero no viene ahora 
al caso porque parece que esa etapa quedó atrás. 


Me parece que el artículo 1% no tiene sentido y 
los Senadores del Partido Colorado que realizaron la 
lógica propuesta de hacer los agregados mencionados 
-que formuló el señor Senador Pasquet en la Comi- 
sión- compartirán conmigo que también se podrían 
agregar los Directores Generales de Secretaría o to- 
dos aquellos a los que hemos hecho referencia. Lo 
que pasa es que, en la medida en que se hacen más 
agregados, vamos diluyendo el alcance de la norma. 
Al final, si seguimos agregando, como sería lo co- 
rrecto, terminaríamos en una redacción como esta: 
“En los delitos que cometan funcionarios públicos es 
agravante la condición de funcionario público”. 


Entonces, señor Presidente, me parece que a la 
buena intención, al consenso que se va logrando en 
definir más claramente algunos delitos, al hecho de 
combatir el tema de la pasta base y lo que sucede 
dentro de los establecimientos carcelarios, y al de au- 
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mentar las penas, le sale al cruce este error de me- 
todología, de forma de trabajo y este apresuramiento 
que creo no ayuda. ¡Claro! Esto nos coloca, como 
Legisladores del Partido Nacional e integrantes de la 
Comisión, en la posición de elegir la menos mala de 
las propuestas. La menos mala de las propuestas ter- 
mina siendo esta, con algunas correcciones que creo 
que corresponden, como las que he señalado con res- 
pecto al artículo 1%. No le encuentro objeciones al 
artículo 2%, pero después viene el artículo 4”. 


El artículo 4% nos pone en un dilema tremendo, 
porque creamos una excepción. Me parece, y entien- 
do que todos lo tenemos claro -más allá de que no 
soy especialista en Derecho, ni mucho menos en De- 
recho Penal; en su momento ejercí la abogacía pero 
no vinculada al área penal-, que cuando hay pena de 
penitenciaría no hay excepción. La pena de peniten- 
ciaría no es excarcelable y mucho menos puede admi- 
tir soluciones alternativas como las que se disponen 
aquí en el proyecto de ley. Eso ya no solo crea un pre- 
cedente grave, sino que distorsiona nuestro sistema 
jurídico penal. 


En mi modesta opinión, señor Presidente, aquí 
tenemos una opción de hierro. Establecemos pena 
mínima de penitenciaría sin excepciones o -como en 
algún momento lo expresó el señor Senador Pasquet- 
una pena mínima de prisión, y ahí sí habilitamos las 
hipótesis que se manejan en los literales a), b) y c). 
Las dos opciones me parece que no van juntas, por- 
que implicaría contradecir nuestro sistema penal y 
establecer una excepción que no es conveniente para 
el futuro. O sea que por un lado estamos haciendo las 
cosas en forma más rígida pero, por otro, debilitándo- 
las enormemente. Es un contrasentido establecer una 
pena mínima de penitenciaría y la excepción, que no 
significa solamente la excarcelación, sino las medidas 
alternativas. Estas figuran en la Ley N* 17.726, que 
estoy buscando porque la tengo aquí, pero es innece- 
sario leerla a los señores Senadores si la tienen arriba 
de sus mesas. 


Entonces, señor Presidente, reiteramos nuestra 
voluntad afirmativa de acompañar cambios de esta 
naturaleza, como lo venimos diciendo desde Legis- 
laturas anteriores. Hemos dado nuestro voto en Co- 
misión y planteado la necesidad -en el caso de que el 
Juez de la causa pueda disponer excepcionalmente 
medidas como las que allí se establecen- de que haya 
preceptivamente una consulta o una opinión precep- 
tiva de parte del Ministerio Público, del Fiscal -no un 
dictamen vinculante-, pero entendemos que debería 
corregirse y salvarse esa contradicción. Es demasia- 
do grande como para dejarla pasar y decir “vamos a 
aprobar esto y después, cuando venga el Código de 
Procedimiento Penal y el nuevo Código Penal, hare- 
mos una norma más sistemática y más coherente”. 
¡No! No sigamos agravando la situación desde ese 
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punto de vista, porque por la vía de excepciones creo 
que terminamos debilitando la contundencia del pro- 
yecto de ley. Ya no se trata solamente de la transac- 
ción legítima que se produce dentro de una fuerza 
política para llegar a un acuerdo sobre un proyecto 
de ley, sino del hecho de violentar principios de De- 
recho jurídico penal, que hasta hoy no habían sido 
violentados, lo que va a merecer la ya manida crítica 
de que estamos legislando mal. En ese sentido, noso- 
tros tenemos que prestar oídos a la población y a los 
sectores especializados. 


En los foros especializados -ya no solo de juristas 
y profesionales que ejercen libremente, sino también 
de Jueces y Magistrados de toda naturaleza- hay una 
crítica permanente a la forma en que legislamos; hay 
una crítica permanente a la calidad, a la técnica le- 
gislativa y al contenido de las normas que estamos 
aprobando, lo cual nos incluye a todos. No le estoy 
transfiriendo responsabilidad a nadie en particular 
-aunque en algunos casos podría trasladarla a la ma- 
yoría-, porque esto nos abarca a todos. Nosotros te- 
nemos la obligación y la responsabilidad de prestar 
oídos a esas críticas. ¿Por qué? Por una razón muy 
sencilla; porque después los que tienen que aplicar 
las normas son ellos: los Jueces, los abogados, los Fis- 
cales; y también está la persona que se presenta ante 
un Juzgado a invocar sus derechos o a defenderlos, y 
que se encuentra con normas que generan confusión 
o que traicionan principios claramente aceptados por 
nuestra jurisprudencia, nuestra doctrina, nuestras 
tradiciones, nuestras costumbres y nuestros mejores 
juristas a lo largo de muchos años. 


Por lo tanto, señor Presidente, la pregunta que 
como representantes del Partido Nacional nos for- 
mulamos, más allá de nuestro voto afirmativo y de 
algunas correcciones que podamos ofrecer a la nor- 
mativa que se está aprobando, es: ¿podemos darnos 
una segunda oportunidad, devolviendo el proyecto de 
ley a Comisión para perfeccionar su texto, corregir lo 
que hay que corregir y citarnos o convocarnos para 
la semana que viene, de manera tal de salvar esas 
contradicciones y ahorrarle un problema mayor a 
nuestra Justicia? Si hubiera intención de recorrer ese 
camino, tenemos la mejor disposición -como creo que 
quedó claramente de manifiesto en la tarde ayer, en 
la reunión de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción- de aportar, aun en la discrepancia, para mejorar 
la redacción. Además, no queremos solamente que 
esté nuestro voto -que estará-, sino también nues- 
tro total y absoluto convencimiento. Incluso quere- 
mos que los Senadores tengamos, no la oportunidad 
de elegir entre lo menos malo, sino la posibilidad de 
votar con convicción un proyecto consensuado, pot- 
que ese es el otro aspecto que le faltó al proyecto de 
ley. Justamente en la reunión del día de ayer, se nos 
transmitió con mucha lealtad: “Discúlpennos que 
sean convocados de urgencia por la Comisión. Aho- 
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ra tenemos el acuerdo y queremos sacar la ley”. Más 
aún, a la misma hora en que sesionaba la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda se nos con- 
vocó a la reunión de la Comisión de Constitución y 
Legislación; como somos varios los Senadores que in- 
tegramos ambas Comisiones, solicitamos al señor Se- 
nador Michelini que citara la reunión en la Sala que 
se encuentra frente a la Sala 17, de manera tal de 
poder participar de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación y luego asistir a la de Presupuesto. Además, 
fuimos a la Comisión de Constitución y Legislación 
sin conocer el texto que se iba a discutir. 


En definitiva, señor Presidente, creo que ya he- 
mos argumentado suficientemente sobre el alcance 
del proyecto y sobre el voto que vamos a otorgar, pero 
nos gustaría tener una nueva instancia, una segunda 
oportunidad en la Comisión para mejorarlo. ¡Cuántas 
veces ha dicho el Presidente -y nosotros lo comparti- 
mos- que no es bueno redactar en Sala! Sin embargo, 
hoy nos vemos obligados a ello, pues deberemos intro- 
ducir algunas modificaciones. La pregunta es, enton- 
ces, si tenemos tiempo, de aquí a la semana que vie- 
ne, para aprobar el proyecto en el Senado, haciendo 
antes esas correcciones; eso lo contestará la mayoría 
parlamentaria. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el día 
martes no pude concurrir a la reunión de la Comisión 
de Constitución y Legislación y, tal como lo decía re- 
cién con mucho acierto el Senador Gallinal, tampoco 
tuvimos acceso a este cambio en el proyecto, que no 
es menor, por lo que nos enteramos de ello el mismo 
día martes. Por tanto, coincido absolutamente con la 
propuesta que ha hecho el Senador Gallinal, que a mi 
juicio es muy ajustada, pues no me parece responsa- 
ble que estemos redactando hoy. 


Justamente, ahora estaba leyendo un informe re- 
mitido por el Instituto Uruguayo de Derecho Penal 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República dando respuesta a las consultas plantea- 
das, y en él se manifiesta absolutamente contrario al 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, aunque, por 
supuesto, no se expide respecto a estas últimas mo- 
dificaciones, que establecen la posibilidad de la apli- 
cación de medidas sustitutivas en caso de darse tres 
condiciones acumulativamente, aun cuando existan 
mínimos de penitenciaría. 


En la Comisión recibimos varias visitas; una de 
ellas fue la del Director del Instituto de Derecho Pe- 
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nal de la Universidad de la República, que también 
se expidió en forma negativa, dando un informe no 
favorable a este proyecto cuando en su redacción ori- 
ginal remitida por el Poder Ejecutivo establecía sim- 
plemente el mínimo de tres años de penitenciaría. 
Es decir, queríamos ilustrarnos con gente que sabe 
de Derecho Penal, pero luego se introducen cambios 
en su esencia, que además modifican el equilibrio 
del orden jurídico establecido en materia penal, que 
dispone que las penas alternativas solo son de aplica- 
ción cuando a criterio del Juez no corresponda hacer 
recaer pena de penitenciaría. Vale decir que en la ar- 
quitectura general de nuestro sistema jurídico penal, 
el régimen de las penas alternativas solo corresponde 
en casos en que haya mínimos de prisión, y no de 
penitenciaría. Esta es una modificación sustancial, 
que rompe el equilibrio del propio sistema. ¡No es 
poca cosa! Es más, se hace solo para una hipótesis 
determinada, que es la de la comercialización de la 
sustancia pasta base. 


Admito que, luego de escuchar a los represen- 
tantes del Instituto Clemente Estable y al Secretario 
General de la Junta Nacional de Drogas -quien hizo 
una exposición muy minuciosa e interesante-, toda- 
vía tengo dudas sobre qué es la pasta base. Cuando el 
Juez tenga que determinar -estamos hablando del mí- 
nimo de penitenciaría- de qué sustancia se trata, si es 
pasta base o no, ¡quiero ver si no habrá dificultades! 
La primera definición que se daba en el proyecto de 
ley original no era buena. Justamente, en las versio- 
nes taquigráficas consta lo que manifestaron quienes 
nos visitaron, que hablaron de que la pasta base se 
fuma y de los impactos que produce, etcétera. Julio 
Calzada hizo una exposición muy pormenorizada en 
cuanto a los efectos, a la velocidad y a los impactos, 
explicando que, a diferencia de la cocaína, al ser fu- 
mada la pasta base llega al cerebro en tres o cinco 
segundos, que sus efectos duran muy poco, que tam- 
bién genera adicciones y daños, y que es un estimu- 
lante que puede llevar a la comisión de los delitos. 
Lamentablemente en este momento no está en Sala, 
pero quiero decir que, como ocurre casi siempre, no 
coincido con lo que ha expresado la Senadora Morei- 
ra, porque creo que el consumo de estas sustancias, 
incluida la cocaína, genera una predisposición a la 
violencia, precisamente porque hace desaparecer los 
efectos inhibitorios; la gente cree que puede hacer 
cualquier cosa, se siente como si fuera Superman. 
Así vemos cómo, especialmente en personas muy jó- 
venes, se dan actos de violencia realmente irracio- 
nales, causados por el efecto de inhalar o fumar este 
tipo de drogas. 


Nosotros estamos de acuerdo con penalizar esto 
de forma más severa, pero nos rechina romper esta 
armonía del sistema de penas sustitutivas o alterna- 
tivas. En verdad, me gustaría escuchar lo que piensa 
el doctor Miguel Langón sobre las tres excepciones 
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que se establecen acá y sobre esta ruptura del sistema 
general de penas alternativas. 


No entiendo por qué debemos votar hoy esta 
iniciativa. Es notorio que aquí ha habido un 
cambio -y lo saludamos- en la opinión de muchos 
representantes del partido de Gobierno; cambio que 
viene desde el Poder Ejecutivo y que sin duda ha 
generado polémicas en la interna de los Legisladores. 
Lo digo porque he escuchado cuestionamientos en 
la interna del Gobierno, no solo relacionados con 
este tema sino también con el de la marihuana y 
las modificaciones que estamos estudiando en la 
Comisión de Constitución y Legislación relativas al 
Código de la Niñez y la Adolescencia, por las que 
se establece una prisión preventiva preceptiva para 
el caso de comisión de delitos gravísimos. Respecto 
a estas modificaciones -que, como dije antes, son 
importantes-, saludamos el cambio de actitud, pero 
alguien dijo acá -si no me equivoco el Senador 
Pasquet- que más vale tarde que nunca y yo discrepo, 
porque diría que más vale temprano que tarde, pues 
estas cosas debieron hacerse mucho antes. 


Por ejemplo, en lo que respecta al Código de la 
Niñez y la Adolescencia, el Diputado Gandini -que 
en el día de hoy nos acompaña como Senador- ha 
hecho una propuesta estableciendo modificaciones 
con mínimos, con prisiones preventivas preceptivas 
y no permitiendo excarcelaciones si no se ha cumpli- 
do determinado término de la pena. Estas normas, 
y algunas otras que votamos cuando se constituyó la 
Comisión de la Asamblea General, debieron haberse 
establecido mucho antes. El discurso en el sentido de 
que el aumento de las penas no disuade a los delin- 
cuentes lo he escuchado en reiteradas oportunidades 
y está establecido explícitamente en el mensaje de 
aquel proyecto de ley finalmente aprobado de Hu- 
manización y Modernización del Sistema Carcelario. 
En aquel entonces, el Ministro José Díaz daba las 
mismas explicaciones y, con una visión mucho más 
sociológica que la que tiene usualmente un Ministro 
del Interior, hablaba casi de los pobres delincuentes, 
lo que hoy la Senadora Moreira señalaba como la es- 
tigmatización de la pobreza y de la gente joven. Pero 
no se trata de la estigmatización, sino de una realidad 
que emerge de las encuestas; no es estigmatizar, es 
la realidad. 


Julio Calzada, cuando acudió a la Comisión, dijo 
cosas muy interesantes y él ha hecho todo un releva- 
miento de quiénes son los adictos, los consumidores 
de pasta base. Calzada expresa: “el 60% no había ter- 
minado Primaria y el 80% no había terminado Secun- 
daria. Quiere decir que estas sustancias tienen un 
mayor impacto en las personas que tienen menos ha- 
bilidades cognitivas, afectivas y relacionales. Nosotros 
georreferenciamos el consumo de pasta base, cocaína 
y otras drogas (...) y tratamos de ubicar los lugares 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de setiembre de 2012 


de mayor prevalencia”. Refiriéndose a Montevideo, y 
según sus propios estudios, surge: “no encontramos 
incidencia de pasta base de cocaína al sur de avenida 
Italia, pero sí pudimos observar una fuerte presencia 
en las zonas de La Aguada -en torno al Palacio Legis- 
lativo-, Carrasco Norte, Casavalle, Casabó, La Teja y 
Peñarol. Vemos que en los sectores poblacionales más 
excluidos, segregados residencialmente y con mayo- 
res dificultades de inserción social desde el punto de 
vista económico, cultural y relacional es donde esta 
sustancia tiene mayor impacto”. Es allí donde está 
ubicada la población adicta de jóvenes -incluso él se- 
ñala las edades-; son datos muy interesantes para te- 
ner en cuenta. Es más, cualquiera que visite las gran- 
des cárceles de nuestro país -como lo hemos hecho 
nosotros- y contemple cuál es la población carcelaria, 
podrá ver dónde está la incidencia de estas drogas. 


Hoy estamos modificando el proyecto de ley 
proveniente del Poder Ejecutivo. Saliendo del tema de 
la pasta base, por ejemplo, el texto original solo preveía 
agravantes para delitos contra la Administración 
cuando fueran cometidos por funcionarios policiales. 
Sin embargo, ahora se incluye una larga nómina de 
funcionarios, no sé a santo de qué, porque se incluyen 
algunos, pero quedan fuera otros. En verdad, me 
parece que tendríamos que estudiar mejor este 
asunto. 


En la exposición de motivos del proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo se expresa: “El fun- 
cionario policial es uno de los principales protagonis- 
tas en la prevención y la represión de los delitos”. Se 
expresa también: “debe ser un ejemplo de conducta 
y disciplina”, porque es “quien debe garantizarle a la 
sociedad el mantenimiento de la seguridad pública”. 
También se dice que los delitos contra la Adminis- 
tración Pública “no pueden tener la misma pena si 
son cometidos por funcionarios públicos en general o 
funcionarios policiales”. 


Quiero destacar que la agravante de estos delitos 
para los funcionarios públicos está prevista en el ar- 
tículo 47, numeral 8%, del Código Penal. Por lo tanto, 
de aprobarse este proyecto de ley, sería una especie 
de doble agravante, en la que se incluye a algunos 
funcionarios y a otros no. 


Sinceramente, creo que tendríamos que estudiar 
mejor este tema y pedir alguna opinión más, porque 
ni el Instituto de Derecho Penal ni el profesor Langón 
se han pronunciado sobre el texto que hoy estaríamos 
aprobando. 


Por tanto, considero muy oportuno lo dicho por el 
señor Senador Gallinal. Me parece que, por lo menos, 
tendríamos que tomarnos una semana más para es- 
tudiar en profundidad este tema y, antes de tocar la 
arquitectura del régimen de las penas alternativas, 
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pedir alguna opinión para saber qué piensan quienes 
saben mucho más que nosotros sobre este tema. Es- 
toy de acuerdo con lo que refiere al agravamiento de 
la pena, pero creo que habría que precisarlo mucho 
más, porque mañana podríamos tener graves proble- 
mas. 


Entiendo también que esto es una especie de mi- 
rada de desconfianza hacia el Poder Judicial. Es decir, 
se propone la pena de penitenciaría, pero no vamos a 
elevar los máximos, que ya son muy altos; estos deli- 
tos tienen mínimos de prisión, pero tienen máximos 
altísimos: diez años en un caso y dieciocho en otro. 


En lo que refiere a mayores, nunca he sentido 
-sí lo he escuchado con relación a la minoridad 
infractora- que los Jueces sean indulgentes con los 
grandes narcotraficantes. Y eso que ellos tienen un 
margen muy amplio para moverse, puesto que la 
pena va desde veinte meses de prisión a diez años 
de penitenciaría, o de veinte meses de prisión a 
dieciocho años de penitenciaría. De manera que 
allí tenemos un margen en el que nuestro sistema 
judicial -en el que tengo absoluta confianza- puede 
moverse. Reitero: no he escuchado que los Jueces 
estén liberando a grandes narcotraficantes en dos o 
tres años. No lo he escuchado; todo lo contrario. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Moreira 
insiste en el tema de nuestras normas penales con 
respecto a la droga. Quiero aclarar que nosotros no 
estamos modificando esas normas, sino que estamos 
sacando una droga específica y dándole una pena du- 
rísima, tensionando el Código Penal, apuntando a los 
que trafican con la pasta base. O sea, no estamos ha- 
blando del consumo. 


SEÑOR MOREIRA.- El consumo no está penado, 
señor Senador. 


SEÑOR MICHELINT.- Es por eso, señor Senador, 
que quería aclararlo. 


Señor Senador Moreira, le pedí la interrupción; 
no me interrumpa usted a mí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, no dialoguen, 
señores Senadores. 


Puede continuar el señor senador Michelini. 


CÁMARA DE SENADORES 


259-C.S. 


SEÑOR MICHELINI.- No estamos hablando del 
consumo, sino del tráfico. Estamos hablando de que los 
especialistas nos dicen que la sustancia llega al cere- 
bro en tres o cuatro segundos y la permanencia de ese 
placer en el cerebro es de cinco o seis minutos, por lo 
que el individuo tiene que volver y volver a consumir. 
Le estamos diciendo a quienes se dedican al tráfico de 
una droga específica -no abordamos el resto de las not- 
mas penales vinculadas a la droga-, que vamos a penar 
ese delito y que no va a ser excarcelable. ¡Es una pena 
durísima! Por eso, así como sacamos a la marihuana -o 
vamos a sacarla- de ese conjunto de normas, pretende- 
mos dar una señal a quienes trafican con pasta base, 
pero no porque tengamos la idea de que si aumenta- 
mos la pena no va a haber delito. No es eso. Lo que 
estamos diciendo es que si detenemos a alguien que 
trafica drogas, estará penado por esos artículos, pero si 
lo hace con pasta base, no sale de prisión. Es un delito 
inexcarcelable; eso es lo que estamos diciendo. 


¿Qué ocurre? Como es tan dura la señal -tres años 
para el caso de los artículos 30 a 34, y dos años de pena 
mínima de penitenciaría para el caso del artículo 35-, 
puede ocurrir que haya una serie de periféricos que el 
Juez entienda que se les debe dar una oportunidad y, 
en función de eso, dejamos las penas alternativas. 


¿Que sería el primer delito que tendría penas al- 
ternativas cuando se establece un mínimo de peni- 
tenciaría? Sí. ¿Que la ley de penas alternativas no 
permite, hasta ahora -si se aprueba el proyecto de ley, 
esta sería la excepción-, que estas se apliquen sobre 
quien se prevea que recaerá pena de penitenciaría? 
Sí. Es lo que estamos cambiando. 


Se nos dice que tensionamos el Código Penal. 
¡Claro que lo estamos tensionando! ¡Somos cons- 
cientes de ello! Pero lo estamos tensionando para una 
droga específica, que genera una adicción suprema y 
que tiene efectos muy nocivos en el cerebro de nues- 
tros jóvenes. 


De esta forma, a quien trafica con cocaína se le 
aplica el Código Penal actual; a quien trafica ma- 
rihuana -excepto que vayamos a otro marco legal-, 
también se le aplica el Código Penal actual. Sin em- 
bargo, a quien trafica con pasta base se le castiga con 
más fuerza. Eso es lo que estamos diciendo. 


Somos conscientes de que la norma no es perfec- 
ta. Ahora bien, así como se nos dice que estas cosas 
tendrían que estar hechas, nosotros aspiramos a que 
el proyecto de ley no se demore más en el Senado, 
porque después vendrá la discusión en la Cámara de 
Representantes, y si no definimos el tema -aunque 
la norma no sea perfecta-, cuando queramos acordar 
llegaremos a fin de año sin aprobar este tema. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, quería decir 
que no estaba hablando de consumidores porque, en 
nuestro régimen penal, el consumo no está penado. 
Tampoco está penado tener en su poder, para 
consumo personal, todas las sustancias que están 
definidas en el Convenio que convertimos en ley. En 
otros países, como por ejemplo en Estados Unidos, 
sí está penado. Sin embargo, reitero, acá no lo está. 
Lo que está penado en nuestro país es la producción, 
la comercialización, la introducción, la distribución 
y el almacenamiento. Eso está penado. Conozco la 
ley, quizás mejor que el señor Senador, porque soy 
abogado. De modo que no estoy hablando del consumo 
sino de eso. Y sé que es pasta base porque estuvimos 
hablando de ella y también de las dificultades que hay 
para definirla. Por esa razón, precisamente, estaba 
leyendo las manifestaciones del sociólogo Calzada 
cuando vino a exponer sobre el tema. 


Lo que digo es que aquí se está estableciendo una 
modificación del régimen de medidas alternativas, 
que creo merece una consideración y un estudio más 
pormenorizado. Me pregunto: ¿para qué pedimos 
el asesoramiento de especialistas en Derecho Penal 
sobre este proyecto de ley, si después lo cambiamos 
radicalmente? ¿Para qué sirve lo que dijo el doctor 
Langón, si luego aquí cambiamos los artículos e in- 
cluimos la modificación de las penas alternativas? 


Considero que el Gobierno tendría que haberse 
puesto de acuerdo antes de mandar el proyecto de ley 
al Parlamento, a fin de no modificarlo en la Comisión, 
y menos aún, recibir a especialistas para que nos ha- 
blen de un proyecto de ley que hoy ya no existe o que 
ha sido modificado sustancialmente. 


Como decía el señor Senador Gallinal, no me pa- 
rece buena esta forma de legislar. ¿Para qué pedimos 
opiniones doctrinarias si después modificamos el pro- 
yecto de ley y no volvemos a hacer las consultas del 
caso? Entonces, no llamemos más a ningún especia- 
lista y que cada cual se asesore por su cuenta. 


Planteo esto porque el proyecto de ley en su actual 
redacción lo recibimos el martes. No pudimos ni 
siquiera consultar; como dije, nos llegó el martes -yo 
no estuve en esa reunión- y hoy, jueves, lo estamos 
considerando. Y no es un tema menor, porque se 
están haciendo modificaciones a un régimen general 
de penas alternativas y, además, se está retornando 
-lo que contradice el discurso tradicional de la fuerza 
de Gobierno- al régimen anterior a la modificación 
del Decreto-Ley del año 1974. La ley que realizó 
esa modificación -que creo que es del año 1998- 
eliminó los mínimos de penitenciaría que establecía 
el viejo Decreto-Ley de la dictadura y fijó el mínimo 
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en veinte meses de prisión. Sin embargo, para la 
pasta base de cocaína ahora estamos volviendo al 
mínimo de penitenciaría, permitiéndose excepciones 
en determinados casos. Se habla, en primer lugar, 
de que el imputado no tenga antecedentes penales, 
pero eso ya estaba establecido en el sistema de penas 
alternativas: los imputados deben ser primarios 
absolutos que cometan delitos sobre los cuales no 
haya de recaer pena de penitenciaría. Ahora bien; 
en el artículo 4% se dice: “Que a criterio del Juez la 
sustancia incautada represente desde el punto de 
vista cuantitativo, una cantidad menor”. Es decir que 
esto queda absolutamente librado a la apreciación del 
Juez; es una apreciación subjetiva, que va a variar en 
cada caso. Si el señor Calzada dijo, por ejemplo, que se 
pueden consumir diez dosis en una hora -se “pegan el 
chumbazo” diez veces en una hora, porque el efecto 
dura cinco minutos-, no sería raro que encontraran 
un adicto, de esos terribles, que tuviera cincuenta 
dosis en su poder. Entonces, no va a ser tan sencilla 
la apreciación judicial en los casos concretos. 


Finalmente se dice: “Que el imputado no le haya 
vendido dicha sustancia a menores de edad”. Esto 
tampoco es fácil de determinar. Recuerdo que en la 
Comisión que estudiaba el tema de la minoridad in- 
fractora estuvimos discutiendo sobre la dificultad que 
muchas veces tienen los Jueces para saber si el impu- 
tado es menor de edad, porque no tiene documentos 
y no está inscripto en el Registro de Estado Civil. De 
manera que no va a haber pocas dificultades en esto. 
Por eso, a mijuicio sería responsable que devolviéra- 
mos el proyecto a la Comisión y pidiéramos más ase- 
soramiento sobre esta materia. 


En cuanto a lo que se hablaba aquí de la mari- 
huana, hoy las leyes vigentes no distinguen entre las 
sustancias enumeradas en el listado de la Conven- 
ción; la comercialización y producción de cualquiera 
de esas sustancias es un delito que se pena de igual 
manera. Sin embargo, ahora estamos penalizando se- 
veramente la comercialización, producción, etcétera, 
de pasta base, y al mismo tiempo se está enviando un 
proyecto para legalizar la comercialización o la libre 
circulación de la marihuana. Es un proyecto que tie- 
ne un artículo que, en definitiva, es un cheque en 
blanco para que el Poder Ejecutivo reglamente todo 
lo relativo al tema. 


La señora Senadora Moreira -que ahora volvió a 
Sala- decía que no existe el efecto escalera, es decir, 
que no se pasa del consumo de marihuana al de pasta 
base. Sin embargo, uno de los fundamentos que se 
han alegado en esta materia es que podría sustituirse 
el consumo de pasta base por el de marihuana, a pe- 
sar de que todos los especialistas que he escuchado 
dicen que no es así, que son absolutamente diferen- 
tes las adicciones y que el impacto de cada una de las 
sustancias es sustancialmente distinto. En un caso 
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se trata de un estimulante, que prácticamente borra 
todas las inhibiciones y puede generar conductas muy 
violentas, mientras que el otro, por lo menos por lo 
que dijo el señor Secretario de la Presidencia, más 
bien provoca paz y tranquilidad de espíritu. 


Por otra parte, en la Legislatura anterior, el Go- 
bierno del doctor Tabaré Vázquez impulsó una dura 
campaña contra la adicción a la nicotina; sin embar- 
go, ahora vamos a hacer una campaña de apertura y 
legalización del consumo de cannabis, porque de esa 
forma vamos a desalentar a los narcotraficantes y se- 
parar el comercio de las dos drogas. Esto es absoluta- 
mente equivocado. Y es difícil separar los proyectos; 
veo que ni siquiera el Gobierno los separa. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto le conce- 
do la interrupción, en primer lugar, al señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Me alegro de que el señor 
Senador Rubio haya pedido una interrupción, porque 
esto va para él también. 


En el diario La República de hoy, el doctor Julio 
Guillot dice que el Frente Amplio es de derecha, porque 
combate la delincuencia agravando la represión. 
Claro, no lo dice en esos términos; es un silogismo. Él 
dice que la derecha es la que combate la delincuencia 
agravando la represión. Hoy agravamos la represión; 
por lo tanto, somos todos de derecha. Personalmente 
no estoy tan convencido de que agravar la represión o 
aumentar las penas sea la solución. Creo que a veces, 
sí; y a veces, no. En este caso, parecería correcto. 


Considero que además quienes redactaron el ar- 
tículo 4% se están olvidando de algo muy importan- 
te: las duras penas del Decreto-Ley N* 14.294, que 
integran el acápite del artículo 4”, fueron atenuadas 
por la Ley N* 17.016. A tal punto esto es así que los 
delitos previstos en los artículos 30 a 34 son excar- 
celables. Entonces, es incorrecto decir, como dice el 
inciso tercero, que en las hipótesis previstas en los 
incisos anteriores, el Juez de la causa podrá disponer 
excepcionalmente, etcétera. En todo caso, debería 
hablarse de la hipótesis descrita en el inciso anterior, 
pero no en el primero, porque la Ley N* 17.016 ya 
atenuó la contundencia del Decreto-Ley N* 14.294. 
En consecuencia, es incorrecta la redacción. Pero 
además es contradictoria. Esto es lo que nos rebela. 
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No es correcto decir -como ha dicho el señor Senador 
Michelini en la interrupción que recién le concedió 
el señor Senador Moreira- que no se está igualando 
la cocaína con la pasta base, sino que en el caso de 
la pasta base se está endureciendo la norma. No es 
así. Al contrario, la están ablandando, porque la están 
flexibilizando. No están endureciendo nada. Lo que 
están haciendo es endurecer por un lado y establecer 
una excepción por otro, que además no tiene antece- 
dentes en nuestro Derecho Penal. No existe ningún 
antecedente de esta naturaleza. ¿Qué vamos a ha- 
cer cuando venga el Código Penal y cuando venga el 
Código del Procedimiento Penal? ¿Vamos a cambiar 
ese principio del Derecho Penal? ¿Esa es la intención 
que se está manejando? Creo que no. 


Me parece que encontraron una fórmula para salir 
de una coyuntura. Y lo que queremos nosotros es me- 
jorar esa fórmula, también para salir de la coyuntura, 
ya que logramos ponernos de acuerdo en aumentar 
las penas en este caso. Pero la idea es tomarnos un 
tiempo razonable. ¿Qué es lo razonable? ¿Hasta el 
martes que viene? Lleguemos al martes que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto le concedo 
la interrupción al señor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el término de que dis- 
pone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

Puede interrumpir el señor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Agradezco al señor Senador Mo- 


reira. 


Creo que la cuestión está en que la realidad es 
más compleja y diversificada de lo que era en otras 
situaciones con relación a estos problemas. Ese es un 
dato nuevo. 


El segundo dato nuevo tiene que ver con la teoría 
general de que el incremento de las penas significa la 
baja de los delitos, muy sostenida en este Parlamen- 
to a fines de los noventa y que llevó a cambios de la 
legislación a los que nosotros nos opusimos, porque 
no los compartíamos. Esa teoría general produjo los 
cambios legislativos que se proponían; después se rei- 
teró en una segunda ofensiva, pero la realidad mostró 
que se incrementaban los delitos. 
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En definitiva, la teoría general del incremento de 
las penas, como estrategia básica para enfrentar el 
problema delictivo, mostró ser equivocada. Eso no 
significa que algunos de nosotros no hayamos llegado 
a la conclusión de que debía haber políticas diferen- 
ciadas, ya que en determinados casos era necesario 
incrementar las penas y, en otros, bajarlas. Lo mismo 
sucede con las faltas; cuando se dé la discusión sobre 
este tema, vamos a sostener la misma tesis, eliminan- 
do algunas que es realmente increíble que todavía se 
mantengan y reintroduciendo otras, o sea, innovan- 
do. En este caso estaríamos teniendo políticas dife- 
renciadas. 


Asimismo, la realidad mostró otro asunto en el 
que se fracasó rotundamente: concentrar el enfren- 
tamiento al tema de la droga en la llamada doctrina 
de la guerra contra el narcotráfico. Los principales 
países de América Latina que llevaron adelante esta 
tesis ahora plantean su absoluta revisión, enfocando 
el tema en los consumidores, en la teoría de tratar de 
minimizar o disminuir el daño y en combatir la inter- 
mediación con políticas diferenciadas. 


A mi juicio, la realidad es mucho más compleja, lo 
que lleva a que a veces haya dificultades para expli- 
carla a nivel público, dependiendo de lo que se esté 
hablando. Sin embargo, no encuentro contradiccio- 
nes en las tesis políticas que sustentamos; se trata, 
simplemente, de realidades diversas. 


Estamos muy atentos a los argumentos que se han 
esgrimido en esta sesión y también en el ámbito de la 
Comisión; hemos recogido algunos de ellos y vamos 
a tomar otros, porque creo que en la discusión a ni- 
vel de la Cámara de Representantes habrá un espacio 
para ahondar desde el punto de vista técnico en cier- 
tos elementos que se han planteado. Pero existe un 
problema político que no queremos omitir: estamos 
convencidos de que rápidamente debemos dar una 
respuesta a determinadas cuestiones específicas que 
afectan a nuestra sociedad. No queremos diluir la 
trasmisión de un mensaje a la ciudadanía, en el sen- 
tido de que en determinado tipo de comportamiento 
en materia delictiva y de tráfico de sustancias que 
inducen ciertas conductas -o por lo menos las condi- 
cionan de una manera bastante significativa-, vamos 
a una guerra, a una guerra frontal. 


Como ya señalé, la realidad es compleja y supera 
muchas de las elaboraciones jurídicas que proceden 
de otras realidades y nos plantea nuevos desafíos. Al- 
gunos de los temas técnicos que se han expuesto son 
reales, pero creo que no los vamos a resolver en este 
momento. Estos nos van a llevar a otro espacio, y las 
mismas personas que fueron convocadas en esta Cá- 
mara lo van a ser en la de Representantes a los efec- 
tos de brindar asesoramiento sobre la base de este 
texto; luego se verá a qué punto llegamos. Pienso que 
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si prolongamos indefinidamente este debate en el Se- 
nado, en realidad estaremos dejando de dar una señal 
a quienes se la queremos dar. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que los aportes efec- 
tuados por los especialistas que concurrieron a la Co- 
misión fueron muy importantes y determinaron, por 
ejemplo, que se cambiara la definición de pasta base, 
que en el proyecto del Poder Ejecutivo no tenía nada 
que ver con la realidad. Me parece que para legislar 
en forma responsable debemos tratar de escuchar to- 
das las opiniones, sobre todo cuando sobre la marcha 
se cambian aspectos de un proyecto que no son me- 
nores. Entonces, tomarse quince días más para poder 
decir “no nos equivocamos”, “no nos equivoquemos” 
o “no nos equivocaremos”, a mi entender está bien. 
Normalmente, la gran discusión de las iniciativas que 
llegan al Parlamento tiene lugar en la primera Cáma- 
ra que las considera; es lo que sucede habitualmente. 
Por lo tanto, me parece importante que en este caso 
nos tomemos un tiempo para escuchar las opiniones 
calificadas con respecto a los cambios introducidos, 
sobre todo porque se pretende incluir a una cantidad 
de funcionarios cuando el Poder Ejecutivo entiende 
que hay que luchar contra un cierto margen de co- 
rrupción policial porque, precisamente, es el institu- 
to policial el que nos defiende del delito y mantiene 
la seguridad pública. Ese es un argumento que se es- 
grime, aunque en algunos artículos ya no tiene razón 
de ser porque ahora se incluye a los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia, a los Subsecretarios, a los 
Ministros y demás. ¿Qué tiene que ver eso con los 
funcionarios policiales? Inclusive, hasta me parece 
contradictorio mencionar a quienes cumplen funcio- 
nes en establecimientos de reclusión. 


En síntesis, creo que el Poder Ejecutivo tiene 
apuro por aprobar este proyecto de ley, pero no para 
concretar las guardias en las puertas de acceso a 
los establecimientos carcelarios por parte de efecti- 
vos militares; hace prácticamente dos años que está 
vigente esa ley y todavía no se ha instrumentado la 
presencia de efectivos militares en las puertas de las 
cárceles para evitar la corrupción que significa la in- 
troducción de armas y de drogas, que pasan como Pe- 
rico por su casa en los grandes establecimientos de 
reclusión que tenemos en el país. Todos los informes 
del Comisionado Parlamentario indican que dentro 
de las cárceles se consume tanta pasta base como 
fuera de ellas o, incluso, proporcionalmente más. En- 
tonces, por un lado decimos que tenemos que san- 
cionar severamente a quienes cumplen funciones en 
los establecimientos de detención y, por otro, el Poder 
Ejecutivo todavía está esperando que le lleguen los 
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escáneres para detectar la presencia de objetos metá- 
licos o extraños en la vestimenta de quienes ingresan 
a las cárceles uruguayas. 


A veces no es la sanción de una ley lo que solu- 
ciona los problemas, puesto que la norma a que hice 
referencia fue aprobada en diciembre del 2010 -si no 
me equivoco- y todavía no se ha puesto en práctica. 
Me parece que hay cosas que deben hacerse antes; 
como dije hace un rato, mejor temprano que tarde. 
Hay determinadas cosas que ya deberían haberse he- 
cho, pero aún no se ha empezado. Por lo tanto, no 
estaría mal tomarse unos días más para escuchar opi- 
niones respecto a la conveniencia o pertinencia de 
estas disposiciones. 


En términos generales, acompañamos esta inicia- 
tiva porque consideramos que en muchos casos au- 
mentar las penas tiene efectos disuasivos. Se lo he 
escuchado decir, por ejemplo, al señor Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia, doctor Jorge Chediak, 
con relación al delito de copamiento, que es uno de 
los más violentos. Desde que se aumentó la pena por 
cometer ese delito, este ha disminuido; reitero, lo dijo 
el doctor Chediak -que no es cualquiera- y tiene ci- 
fras que lo demuestran. Quiere decir que en algunos 
casos aumentar las penas tiene efectos disuasivos, y 
no somos nosotros quienes lo sostenemos. 


Personalmente, me afilio a la teoría y a la propues- 
ta presentada por el señor Senador Gallinal aunque, 
en términos generales, estamos de acuerdo con la fi- 
losofía que inspira este proyecto de ley. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Abundando en los funda- 
mentos que expone el señor Senador Moreira, debo 
señalar que es tan contradictoria la redacción del ar- 
tículo 4%, que se va de un extremo a otro. ¿Cuáles 
son los extremos? Uno es el “Vamos a ser más duros, 
vamos a aplicar pena de penitenciaría”, y el otro es el 
“Eso sí, hay una posibilidad: en lugar de pena de pe- 
nitenciaría, se pueden aplicar medidas sustitutivas”. 
¿Cuáles son esas medidas sustitutivas? Presentación 
periódica ante el Juzgado, prestación de servicios co- 
munitarios, arresto domiciliario, arresto en horas de 
descanso, arresto de fin de semana o de descanso se- 
manal. 


Además, el artículo 2% de la Ley N* 17.726 -antes 
de establecer esto- comienza de la siguiente manera: 
“El Juez podrá no decretar la prisión preventiva de 
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procesados primarios cuando “prima facie” entienda 
que no ha de recaer pena de penitenciaría”. Quiere 
decir que sobre esa base sí puede haber arresto 
domiciliario, trabajo comunitario, etcétera, porque el 
Juez, teniendo el asunto en sus manos, decide que no 
haya pena de penitenciaría. Pero lo tiene claro y está 
convencido de eso. Sin embargo, en esta disposición 
se incluyen los dos extremos, como si fueran 
conciliables y, lo que es peor, se lo hace sacrificando 
un principio del Derecho Penal. 


Yo ni siquiera hablé de quince días; creo que este 
tema lo solucionamos el martes próximo porque, ade- 
más, convengamos -el señor Senador Rubio sabe que 
en la mayoría de los casos así ocurre- en que lo que 
resulte aprobado por el Senado, lo será también por la 
Cámara de Representantes. Según se nos trasmitió, 
han llegado a un acuerdo político aunque, personal- 
mente, no sé si ese acuerdo político es de la Bancada 
de Senadores, de la agrupación parlamentaria, de la 
Mesa Política del Frente Amplio o de todo el Gobier- 
no. No lo sé pero, hasta ahora, los acuerdos políticos 
han significado celeridad, poca discusión, no prestar 
atención a los dictámenes de las consultas jurídicas 
que se piden y que la otra Cámara apruebe la inicia- 
tiva tal como lo hizo la primera. Entonces, si vamos 
a llegar a ese punto, esperemos hasta el martes. ¡Si 
tienen arte para generar esos espacios! 


El otro día, leyendo el Orden del Día de la Comi- 
sión de Presupuesto integrada con Hacienda, de la 
que estamos participando activamente, me sorpren- 
dió que el jueves de mañana no hubiese sesión. Creo 
que no transcurrieron cinco minutos cuando aparece 
el señor Senador Michelini y me dice: “Te quería avi- 
sar que hoy se va a reunir, en forma urgente, la Comi- 
sión de Constitución y Legislación porque se llegó a 
un acuerdo sobre el proyecto de ley”. Yo le pregunté: 
“¿Y el jueves de mañana lo aprobaríamos en el Sena- 
do?”. Me responde: “Sí, ¿cómo sabés?” Y le dije: “Por- 
que vi que estaba libre”; algo tenía que responder. 


Entonces, pregunto si no habrá un miércoles o 
jueves de mañana libre, de la próxima semana, para 
que sesione la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y se pueda perfeccionar el articulado. De ser así, 
todos -contestes- llegaríamos a Sala para considerar 
un proyecto de ley que, muy probablemente, tal cual 
se apruebe aquí, se aprobará en la Cámara de Repre- 
sentantes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con el señor Sena- 
dor Gallinal en cuanto a que sería una cuestión de 
economía procesal que, antes de remitir los proyectos 
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de ley al Senado, la fuerza política de Gobierno se 
pusiera de acuerdo. Resulta que hoy estamos apu- 
radísimos por aprobar esta iniciativa, pero no exhibe 
el mismo apuro el proyecto relativo a la internación 
compulsiva de adictos que se encuentra a estudio de 
la Comisión de Salud Pública, porque la Bancada ofi- 
cialista no llegó a un acuerdo. Sé que en torno a este 
tema existen serias discrepancias, al punto tal que, 
cuando concurrió el Secretario de la Presidencia, 
quien habla parecía más oficialista que muchos de 
los integrantes de la Comisión. Entonces, ¿por qué no 
se ponen de acuerdo antes de mandar los proyectos? 
De esta forma nos evitaríamos todos estos inconve- 
nientes de tener que escuchar a los especialistas ha- 
blar sobre iniciativas que luego no votamos y cambian 
significativamente. Me parece que este es un acto de 
irresponsabilidad. Siempre tenemos que estar espe- 
rando las reuniones de Senadores y Diputados del 
Frente Amplio para saber cuál será el texto definitivo 
del proyecto que deberemos considerar y, eventual- 
mente, votar. Creo que esto sería muy bueno. 


Como decía, dentro del paquete de medidas que 
tenemos se encuentra el proyecto de ley relativo a 
la minoridad infractora, del que tengo conocimiento 
que hay gente que no lo quiere votar. Vuelvo a decir 
que con relación a algunas iniciativas estamos más 
oficialistas que el propio oficialismo. Por lo tanto, 
¡primero pónganse de acuerdo y luego remitan los 
proyectos! De esta forma no perderíamos tiempo y no 
escucharíamos a los expertos hablar sobre temas que 
después no vamos a considerar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: en los 
mismos términos que se han expresado los señores 
Senadores Gallinal y Moreira, creo que debemos re- 
conocer que, en lo sustancial del proyecto de ley, es- 
tamos todos de acuerdo. Los representantes de todos 
los partidos políticos han expresado su voluntad de 
acompañar el proyecto de ley y, en definitiva, de le- 
gislar sobre las cuestiones allí planteadas. De manera 
que, desde el punto de vista sustancial o material, no 
advierto mayores diferencias entre los partidos polí- 
ticos. 


En realidad, la iniciativa que tenemos a conside- 
ración es breve; consta de cuatro artículos. Los com- 
pañeros han planteado la posibilidad de que el tema 
vuelva a Comisión. Ese es un camino, pero me animo 
a proponer otro más simple, que pasa por mantener el 
proyecto de ley en el Orden del Día del Senado para 
que en la inmediata sesión del Cuerpo tratemos de 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de setiembre de 2012 


ajustar algunos detalles que son esencialmente técni- 
cos. Ellos, fundamentalmente, tienen que ver con la 
técnica legislativa y con la concordancia de la inicia- 
tiva con otras normas, como amerita -a mi juicio, uno 
de los problemas más serios o graves- el romper esa 
tradición de equilibrio que siempre ha existido entre la 
aplicación de penas sustitutivas o alternativas con las 
de prisión y no exclusivamente con las de penitencia- 
ría, como se consagra en el inciso primero del artículo 
35 bis. Este es uno de los aspectos más serios que de- 
beríamos conciliar o resolver en función de los infor- 
mes técnicos existentes, como forma de evitar que se 
deba enfrentar una situación como la que planteó en 
la Comisión el profesor Langón. En tiempos en que re- 
gía el Decreto-Ley N* 14.294, muchas veces los Jueces 
tipificaban los delitos vinculados al tráfico y a la comer- 
cialización de drogas, por determinado tipo de delito 
que tenía como variante, con respecto a los demás, la 
posibilidad de aplicar como mínimo penas de prisión. 
Así, entonces, los Jueces, en aplicación de esa norma, 
tipificaban de esa manera el delito y no en función de 
su real calificación. ¿Por qué? Porque la norma per- 
mitía un mayor margen, una mayor libertad y ampli- 
tud para, eventualmente, aplicar medidas sustitutivas 
como las previstas en la Ley N” 17.726. De esta forma 
no se quedaba encorsetado o encerrado en función de 
lo que disponían los artículos 30 a 34 del Decreto-Ley 
N* 14.294, la mayoría de los cuales consagraban la 
pena mínima de penitenciaría. Creo que esto se podría 
solucionar escuchando a algunos técnicos o, incluso, 
al propio profesor Langón. Luego, rápidamente, en 
una reunión de la que podrían participar el Miembro 
Informante y un representante por cada uno de los 
partidos políticos de la oposición, se podría ajustar un 
elemento que es eminente y esencialmente técnico. 
Así, se evitarían eventuales conflictos que se pueden 
plantear o problemas de interpretación o aplicación de 
las normas por parte de los Jueces. 


También habría que analizar por qué en el artícu- 
lo 1% se extiende a toda esta cantidad de jerarcas la 
calidad de sujeto activo. Cuando se comienza a hacer 
una extensión nominativa, uno se plantea por qué no 
otros están incluidos. Los señores Senadores del Par- 
tido Colorado proponen extender esto a Senadores, 
Diputados y Ministros de Estado. Entonces, pregun- 
to: ¿Por qué no están incluidos los Intendentes, los 
Directores de los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados o los Directores Generales de los Minis- 
terios? En fin, entramos en una casuística de sujetos 
activos o de calificaciones que siempre puede generar 
dudas. De todas formas, no creemos que sea esta la 
cuestión más grave del proyecto de ley. 


Adelanto la voluntad de votar el artículo 1% del 
proyecto de ley tal como está. 


Con respecto al artículo 2%, que dice: “A quien 
preste funciones en establecimientos de reclusión o 
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detención de personas,”, creo que deberíamos agre- 
gar lo siguiente: “incluidos los de privación de liber- 
tad de menores”, para que no queden dudas en esta 
materia y porque alguien podría llegar a interpretar 
o concluir que esto no se refiere o no incluye a los 
establecimientos del INAU o del Sirpa, que están re- 
lacionados con los menores. Me parece que ganaría- 
mos en seguridad desde el punto de vista jurídico si 
agregáramos al artículo 2? que están incluidos los es- 
tablecimientos de privación de libertad de menores, 
para que no quede ninguna duda respecto a quienes 
están incluidos. Por otra parte, me parece que esa es 
la intención del artículo porque no he leído en ningu- 
na versión taquigráfica de lo discutido en Comisión ni 
escuchado a nadie sostener que los establecimientos 
de reclusión de menores estuvieran exceptuados de 
esta disposición. Creo que lo más grave tiene que ver 
con el artículo 4%. Concretamente, me refiero a con- 
ciliar lo previsto por el primer inciso del artículo 35 
con la Ley N* 17.726 -que consagra penas alternati- 
vas-, precisamente, en función de que el Juez vaya a 
aplicar penas de prisión y no de penitenciaría. 


Por esta razón, plantearía que este tema siguiera 
en el Orden del Día de la próxima sesión, para que rá- 
pidamente se pudiera acordar -incluso en un ámbito 
más pequeño, como el de la Comisión- alguna modi- 
ficación en este sentido y con esto lograríamos estar 
todos más tranquilos, porque el proyecto de ley va a 
ser remitido a la Cámara de Representantes. Con- 
cuerdo con lo que planteó el señor Senador Rubio en 
cuanto a que la ventaja de que exista un sistema bi- 
cameral es que prevé la posibilidad de que la Cámara 
de Representantes introduzca modificaciones a estos 
aspectos que estamos cuestionando o sobre los que 
tenemos dudas desde el punto de vista formal, pero 
también es verdad que si esta le introduce modifica- 
ciones al proyecto, lo enviará nuevamente al Senado 
y, como consecuencia, de nuevo habrá que discutirlo. 
Entonces, ¿para qué correr ese riesgo, si se puede 
solucionar esto rápidamente con un poco de amplitud 
y sentido común? 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: se pue- 
de estar o no de acuerdo con la norma, pero vamos 
a ser claros. ¿Qué está haciendo el Parlamento de la 
República? Si este proyecto de ley estuviera aprobado, 
le estaríamos quitando al Juez la facultad para que li- 
bere al sujeto que trafica con pasta base. Es una señal 
durísima, porque estamos cambiando la pena mínima 
de prisión, que en algunos casos es de veinte meses y 
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en otros de doce, a dos y tres años de penitenciaría. 
Además, le estamos diciendo al Juez que, corrobora- 
do el delito, no tiene facultad para excarcelarlo. Por 
supuesto que después el abogado de la persona pue- 
de realizar alguna petición, a la mitad o cumplidos 
los dos tercios de la pena; nadie está cambiando eso. 
Pero cuando se manda esta señal respecto de este tipo 
de droga, por todo lo ya explicado, nos preguntamos: 
¿qué pasa con aquellos casos periféricos? Eso fue lo 
que se conversó en la Bancada oficialista, porque en 
el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo no 
venían las medidas alternativas. Esto lo razonamos 
con el Poder Ejecutivo y llegamos a la conclusión de 
que, para estos casos, cuando el Juez estimare que 
esa persona, con pasta base, puede tener oportunidad 
de recuperarse, se la podría dar. ¿Eso tensiona el Có- 
digo Penal? Sí. Ahora, si eliminamos las alternativas 
-como algún Senador de la oposición ha planteado-, 
ni siquiera le permitimos a los Jueces que puedan 
dar la oportunidad de recuperación a algún periféri- 
co. Entonces, entre tensionar el Código Penal y dar 
esa puerta al Juez, le doy la puerta al Juez. Repito, 
no es una norma que se vaya a llevar la cucarda del 
bien jurídico máximo en el Uruguay. ¡No estamos pi- 
diendo eso! Si el Juez no puede soltar a la gente que 
trafica con pasta base y la pena es de penitenciaría, 
no tiene ninguna posibilidad de atenuar la pena para 
los periféricos; entonces, los Senadores del oficialis- 
mo encontramos esta salida. Pensamos que de aquí a 
una semana no vamos a arreglar la tensión que existe 
en el Código Penal, salvo que quitemos las medidas 
alternativas. Pero si las quitamos, estaremos destro- 
zando vidas porque, en algunos casos, estas perso- 
nas pueden no saber que llevan pasta base -porque 
se los envía de una boca a otra- y el Juez no tiene 
otra alternativa que procesarlos porque se trata de 
una sustancia que es de tráfico y no de consumo. Y 
se está arruinando una vida. Se nos dice: “Esperamos 
una semana a ver si arreglamos esto”. ¿Cómo se pue- 
de arreglar? La única manera es sacar las medidas 
alternativas. ¡Me niego a sacarlas, porque la única 
esperanza que le estoy dando a esa persona es que 
el Juez pueda aplicar estas medidas! También se dice 
que tensionan el Código Penal. Estamos tensionando 
el Código Penal; no es la norma perfecta pero, por lo 
menos, le dejamos esa alternativa al Juez. El Poder 
Ejecutivo quiere que las penas sean de penitenciaría; 
no quiere que los Jueces dejen en libertad a la gente 
que trafica con pasta base. ¿Lo autorizamos, o no? Sí, 
como lo estamos haciendo. Hemos tenido discusiones 
internas muy fuertes. Lo que sucede es que le tene- 
mos que dar una alternativa al Juez y si se la damos, 
se tensa el Código Penal. En lo personal, prefiero ten- 
sarlo porque tengo que darle una oportunidad a esa 
gente. Se podrá decir que es desprolijo el procedi- 
miento. ¡¿Qué quieren que les diga?! ¡Que me titule 
El País mañana: “Michelini dijo que la norma es des- 
prolija”! Que lo titule, señor Presidente, pero lo im- 
portante es darle esta herramienta al Juez para salvar 
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a algunas personas, porque estamos dando una señal 
durísima a la pasta base. No sé qué resultado habrá 
pero, en lo personal, el Instituto Clemente Estable 
cuando compareció en la Comisión me convenció de 
que cuando se entra en la pasta base, es muy duro, y 
que el que provee la droga sabe lo que está haciendo, 
no es ningún inocente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- El problema, señor Presidente, 
no es solo una cuestión de tensionar o no el Código 
Penal. Se deben tener en cuenta los antecedentes 
que se han sucedido en el marco de la jurisprudencia 
sobre la forma en que muchas veces los jueces han 
aplicado las normas, precisamente porque se ven 
demasiado encorsetados al aplicarlas. Comprendo el 
mensaje de firmeza que quiere dar el Poder Ejecutivo y 
-naturalmente- creo que es importante, pero también 
entiendo que hay que atender a los antecedentes 
existentes en la materia. Fíjese, señor Presidente, 
que una norma de características similares fue 
consagrada en el Decreto-Ley N* 14.294 y los Jueces, 
al verse encerrados en situaciones que no siempre 
son iguales -porque no son idénticas; hay graves y 
otras de menor tenor-, buscaban la forma de tipificar 
los casos aplicando determinadas normas que no 
eran en las que se encuadraba la realidad delictiva, 
porque era la única forma de tener cierto margen 
de maniobra o mayor amplitud para aplicar la pena 
que consideraban realmente ajustada a la situación. 
Naturalmente, es un tema de criterio y no me voy 
a oponer en ese sentido. Simplemente, advierto que 
desde el punto de vista técnico se plantea este tema 
y que existen antecedentes jurisprudenciales en 
esta materia que justifican la preocupación, desde 
el punto de vista técnico jurídico, por la observación 
que estamos haciendo en cuanto a la aplicación de 
esta norma. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el señor 
Michelini tiene la virtud de convencerme; ahora 
todavía lo veo con ojos más críticos. Se ha hablado de los 
periféricos y de las bocas de pasta base. Las veces que 
he escuchado al Ministro del Interior, al Subsecretario 
o al Inspector Guarteche sobre la comercialización de la 
pasta base, han señalado que es un comercio minorista 
familiar. Son familias en las cuales comercializa el 
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esposo y cuando lo procesan a él, va la esposa; es decir, 
estamos hablando de la venta de pequeñas cantidades 
en comercios periféricos con estructura familiar; no se 
trata del gran narcotraficante. 


El inciso b) del artículo 4%, que dice: “Que a crite- 
rio del Juez la sustancia incautada represente desde 
el punto de vista cuantitativo, una cantidad menor”, 
me genera la duda de cómo el Juez puede interpretar 
la expresión “una cantidad menor”, porque es de una 
latitud tal que muchas veces lo va a poner en una 
disyuntiva muy difícil. Esto es diferente a cuando el 
Juez tiene la posibilidad de contar con una mínima 
de prisión de veinte meses y una máxima enorme, 
de diez o dieciocho años, que está muy por encima 
de ese techo. El régimen que penaliza la comerciali- 
zación de este tipo de sustancias otorga al Juez una 
gran latitud porque seguramente existe una casuísti- 
ca muy grande. 


Hoy dije que el referirse a “una cantidad menor”, 
en cierta medida es una mirada de desconfianza en la 
propia Justicia porque la está acotando, pero a su vez 
le otorga un margen de subjetividad para moverse. 
Para cuantificar esto me gustaría saber cuántos 
procesamientos hay en la Justicia uruguaya por los 
delitos establecidos en este Decreto-Ley modificado y 
cuál es el término promedio de privación de libertad 
por cometer estos delito. Me parece que sería muy 
importante conocer estas cifras. Nosotros pedimos 
información sobre los menores infractores que 
cometen delitos gravísimos y la Suprema Corte de 
Justicia nos trajo un minucioso examen de cuál era 
el término promedio de privación de libertad en esos 
casos. Reitero, me gustaría contar con esos datos 
para saber qué votar. Lamentablemente no hemos 
escuchado a ningún operador judicial hablar sobre 
eso y me parece que sería importante porque no es 
un tema menor. Como ya señalé, creo que debemos 
ir más allá, profundizar un poco más en el estudio de 
esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: como ya 
hemos dicho, vamos a votar el proyecto de ley por- 
que estamos de acuerdo con lo sustancial. No obs- 
tante, sentimos la necesidad de que, en el caso de 
las normas referidas a esta materia -sobre todo por 
tratarse de un tema penal, que es el más delicado de 
todos porque pone en juego la libertad de la persona-, 
deberíamos actuar con cuidado para ajustarnos al 
conjunto normativo que existe, a los antecedentes ju- 
risprudenciales y al asesoramiento que recibimos en 
la Comisión de Constitución y Legislación en oportu- 
nidad de que concurriera el doctor Langón a hacer 
aportes muy importantes desde el punto de vista de 
la redacción del proyecto de ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- He seguido con aten- 
ción la discusión de este proyecto de ley que acompa- 
ñé convencida de que es necesario dar este paso en 
el combate de una serie de problemas que la sociedad 
padece y que preocupan al conjunto de los urugua- 
yos. 


De buena fe quiero recomendar que se lea la ver- 
sión taquigráfica de la comparecencia del Ministro 
del Interior en la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda, fundamentalmente las páginas 6, 7, 
27 y 33 porque da respuesta a muchas cosas que se 
plantearon en el transcurso de la discusión. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para plan- 
tear una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para una moción de or- 
den tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: ya que se 
ha votado afirmativamente el proyecto de ley en ge- 
neral y nosotros también lo hemos apoyado, propone- 
mos que vuelva a la Comisión y se pase a un cuarto 
intermedio hasta el próximo martes, a los efectos de 
continuar con su tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se trata de una 
moción de orden que admite discusión, está a consi- 


deración del Senado. 


Los señores Senadores disponen de cinco minu- 
tos, por única vez, para fundamentar su posición. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-11 en 27. Negativa. 

Léase el artículo 1”. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “En los delitos previstos en los artículos 153, 
155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del Código Penal, 
constituye agravante especial y la pena se elevará en 
un tercio en su mínimo y en su máximo, que el suje- 
to activo sea funcionario policial, funcionario militar, 
magistrado, actuario y alguacil del Poder Judicial, mi- 
nistro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
magistrado del Ministerio Público y Fiscal o funciona- 
rio de la Dirección General Impositiva o de la Direc- 
ción Nacional de Aduanas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo sustitu- 
tivo con la redacción dada por los señores Senadores 
del Partido Colorado. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1%.- En los delitos previstos en los ar- 
tículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del 
Código Penal, constituye agravante especial y la pena 
se elevará en un tercio en su mínimo y en su máximo, 
que el sujeto activo sea Senador, Diputado, Ministro o 
Subsecretario del Poder Ejecutivo, magistrado, actua- 
rio o alguacil del Poder Judicial, magistrado del Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo o del Ministerio 
Público y Fiscal, funcionario policial, funcionario mi- 
litar, funcionario de la Dirección General Impositiva 
o de la Dirección Nacional de Aduanas”. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra, el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Como ya fuera adelantado 
por los señores Senadores Rubio y Rosadilla, después 
de realizadas las consultas correspondientes, vamos 
a acompañar la propuesta presentada por los señores 
Senadores del Partido Colorado, por lo cual votare- 
mos en contra de la propuesta venida de la Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que 
ya me he expresado lo suficiente sobre este artículo y 
para no fatigar a los integrantes del Cuerpo con este 
tema, simplemente me gustaría preguntar al Miem- 
bro Informante o a quienes proponen este artículo 
sustitutivo, ¿por qué no están incluidos los funcio- 
narios del Poder Judicial? Creo que, por lo menos, 
deberíamos introducir en esta propuesta a funciona- 
rios del Poder Judicial y del Ministerio Público, por- 
que eso es casi “de cajón” en atención a los que están 
incluidos allí. Además, como señala el señor Senador 
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Da Rosa, simplifica la redacción y evitamos referirnos 
al “actuario”, al “juez” y al “alguacil”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Galli- 
nal ha formulado una consulta, no sé si los señores 
Senadores Pasquet o Michelini van a responder. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Ciertamente no seré yo quien 
defienda la calidad técnica del proyecto de ley que 
estamos votando en el día de hoy. Al comienzo de mi 
exposición señalé que habíamos tomado conocimien- 
to del proyecto de ley tal como lo elaboró la Banca- 
da oficialista el día martes, que habíamos formulado 
algunos comentarios en la sesión de la Comisión de 
Constitución y Legislación de ese día, que algunas 
sugerencias fueron recogidas y otras no, y que en es- 
tas condiciones y con conversaciones de última hora 
con el señor Miembro Informante ingresamos en el 
tratamiento de esta iniciativa. Ese es el marco en el 
cual trabajamos. Por supuesto que una redacción del 
artículo 1% más estudiada y elaborada más detenida- 
mente podría llevar a incluir a otros funcionarios que 
no están contemplados en el texto actual, pero lo que 
nos preocupó y nos llevó a formular la propuesta fue 
que a la hora de agravar las penas para ciertos funcio- 
narios por delitos contra la Administración Pública, 
los que tenemos representación política -por eso se 
habló de Legisladores nacionales, Ministros y Subse- 
cretarios- no podíamos no estar en la primera fila, 
porque nos exponemos a que la opinión pública diga: 
“Agravan las penas para otros pero mucho se cuidan 
de no alterar su propia situación”. Claro que otros 
funcionarios pueden cometer estos delitos -como los 
Directores Generales de los Ministerios, los Directo- 
res de los Entes Autónomos, entre otros-, pero como 
ellos no tienen la investidura política que sí tenemos 
nosotros, no es el mismo el daño que se causa a las 
instituciones democráticas cuando el que acepta una 
coima es un funcionario judicial que cuando hipo- 
téticamente lo hace un Legislador o un Ministro de 
Estado. Nos parece que no podemos dar lugar a la 
más mínima suspicacia y que tenemos que ponernos 
en primera fila con la mayor responsabilidad. 


Este no es un fundamento para oponerse a que se 
incluya a otros funcionarios. Si tuviésemos más tiem- 
po para redactar la norma -hemos votado la propues- 
ta de postergar la consideración de este asunto- se- 
guramente las cosas se podrían hacer mejor, pero en 
estas circunstancias, hoy por hoy, me preocupa que 
alguien pueda decir que estamos dispuestos a agravar 
la responsabilidad de otros pero no la nuestra. Ese es 
el sentido de nuestra propuesta. 
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Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco a los señores 
Senadores que disminuyan el volumen de los mur- 
mullos en Sala, porque hasta cuesta oír a los señores 
Senadores que están haciendo uso de la palabra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 1% con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
- O en 27. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo. 


(Se vota:) 
- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 2* del proyecto de ley con el texto 
venido de Comisión. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “A quien preste funciones en establecimientos 
de reclusión o detención de personas, se le incremen- 
tará en un tercio la pena mínima y máxima corres- 
pondiente cuando cometa cualquier delito en ejerci- 
cio de su función o en ocasión de esta.” 


SENOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Ante la sugerencia de va- 
rios señores Senadores en el sentido de que el artícu- 
lo sea claro en cuanto a que estamos hablando de es- 
tablecimientos de reclusión o detención de personas 
mayores o menores de edad, proponemos agregarle 
una frase planteada por el señor Senador Pasquet, 
por lo que la disposición expresaría: “A quien preste 
funciones en establecimientos de reclusión o deten- 
ción de personas, sean estas mayores o menores de 
edad, se le incrementará en un tercio la pena mínima 
y máxima correspondiente cuando cometa cualquier 
delito en ejercicio de su función o en ocasión de esta”. 


Creo que este texto es claro y deja a salvo la in- 
quietud planteada. El Estado más que nadie es res- 
ponsable con respecto al tema de los menores y, por lo 
tanto, ninguna persona podrá confundirse en cuanto 
a que este artículo 2% comprende también a los fun- 
cionarios de esos establecimientos. 
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SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: por su- 
puesto que comparto esta propuesta. Tal como había 
expresado el señor Senador Da Rosa, es adecuada y 
criteriosa. 


Me adelanto a señalar que el artículo 3%, que 
establece: “Las disposiciones de los artículos 
anteriores en ningún caso se podrán aplicar en 
forma acumulativa”, me parece de pésima técnica 
legislativa. Eso se solucionaría simplemente 
modificando la redacción del artículo 2% leído por el 
señor Senador Michelini, que pasaría a decir: “A quien 
preste funciones en establecimientos de reclusión o 
detención de personas, sean estas mayores o menores 
de edad, se les incrementará en un tercio la pena 
mínima y máxima correspondiente cuando cometa 
cualquier otro delito distinto a los enumerados en el 
artículo anterior, en el ejercicio de su función o en 
ocasión de esta.” De esta manera, se completaría la 
norma y no nos veríamos en la necesidad de aprobar 
un artículo como el 3% pues, repito, creo que es de 
pésima técnica legislativa decir que “en ningún caso 
se podrán aplicar en forma acumulativa”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los 
señores Senadores si existe acuerdo con respecto a 
esta propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: tengo 
dudas sobre la propuesta planteada. Quizás el señor 
Senador Gallinal tiene más claro el tema, pero pue- 
de haber algún funcionario que esté comprendido en 
un artículo y no en otro. Estaríamos de acuerdo en 
incluir un inciso segundo en el artículo 2* que dijera, 
por ejemplo, que en ningún caso para quien fuera pe- 
nado por este delito sería acumulativo lo establecido 
en el artículo 1%; de lo contrario, creo que es preferi- 
ble dejar la norma tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE -- Si se va a discutir una re- 
dacción, me permito sugerir que se realice un cuarto 
intermedio, porque así no podemos legislar. 


Si se insiste en mantener la redacción original, la 
situación es otra. 


La Mesa advierte que aparentemente no hay vo- 
luntad para pasar a cuarto intermedio y redactar una 
disposición alternativa. Por lo tanto, debemos atener- 
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nos a la propuesta sustitutiva que agrega la expresión 
“sean estas mayores o menores de edad” después de 
la palabra “personas” y la coma correspondiente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 2% con la redacción venida de Comisión. 


(Se vota:) 
- O en 26. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo sustitutivo que rezaría de esta manera: “A 
quien preste funciones en establecimientos de re- 
clusión o detención de personas, sean estas mayores 
o menores de edad, se le incrementará en un tercio 
las penas mínima y máxima correspondientes cuando 
cometa cualquier delito en ejercicio de su función o 
en ocasión de esta.” 


(Se vota:) 

- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3". 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Las disposiciones de los artículos anteriores en 
ningún caso se podrán aplicar en forma acumulativa.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4”. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Agrégase al Decreto-Ley N” 14.294, de 31 de 
octubre de 1974 y sus modificativos, el artículo 35 
Bis, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 35 Bis.- Cuando las actividades delictivas 
descritas en los artículos 30 a 34 tengan por objeto 
material todas aquellas formas de cocaína en su esta- 
do de base libre o fumable, incluida la pasta base de 
cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de tres 
(3) años de penitenciaría. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el 
artículo 35 tengan por objeto material todas aquellas 
formas de cocaína en su estado de base libre o fu- 
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mable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de dos (2) años de peni- 
tenciaría. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, 
el Juez de la causa podrá disponer excepcionalmente 
la aplicación de las medidas consagradas en el artículo 
3% de la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003, 
siempre y cuando se cumplan, en forma acumulativa, 
las siguientes condiciones: 


a) Que el imputado no tenga antecedentes pena- 
les por haber cometido delitos a título de dolo. 


b) Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desde el punto de vista cuantitativo una 
cantidad menor. 


c) Que el imputado no le haya vendido dicha sus- 
tancia a menores de edad. 


Dictada la sentencia de condena, previa realiza- 
ción de las evaluaciones correspondientes, tomando 
en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, 
el Juez de la causa podrá disponer la continuación de 
las medidas mencionadas en el inciso anterior, hasta 
el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministe- 
rio de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de En- 
carcelados y Liberados y a la Oficina de Supervisión 
de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y 
su familia.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Supongo que las mayorías 
circunstanciales que tiene el Parlamento -hasta el 15 
de febrero de 2015, como último plazo y respetando 
la Constitución en todos los casos- no me va a negar 
que la votación se tome dividiendo el artículo en dos 
partes: el acápite y los dos primeros incisos por un 
lado y, por otro, el tercer y cuarto incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se va a hacer porque 
no es necesario poner a votación la propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Simplemente deseo ade- 
lantar que cuando se ponga a votación la segunda 
parte del artículo propondré algunas modificaciones. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el acápite y los dos primeros 
incisos del artículo 4. 


(Se vota:) 
- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Estas son sugerencias que 
nos había propuesto el señor Senador Pasquet y con- 
sideramos que con ellas la redacción queda más clara. 
Además, se recogen algunas inquietudes que habían 
formulado otros señores Senadores -fundadamente el 
señor Senador Gallinal- con respecto a la vista fiscal; 
aunque no lo diríamos directamente, quedaría inclui- 
da por el texto que vamos a sugerir. Concretamente, 
el tercer inciso diría: “En las hipótesis previstas en 
los incisos anteriores, el Juez de la causa podrá dis- 
poner excepcionalmente la aplicación de las medidas 
sustitutivas previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de 
diciembre de 2003, siempre y cuando se cumplan, en 
forma acumulativa, las siguientes condiciones:”. De 
esa frase quitamos la expresión “consagradas en el 
artículo 3” y agregamos “sustitutivas previstas por”. 
Por su parte, en el último inciso se cambiaría “Dictada 
la sentencia de condena”, por “Al dictar sentencia de 
condena”. Esta modificación, por fundamentos que 
me ahorro, no solo hace a la claridad y prolijidad, sino 
que, además, evita que eso suceda al final, de manera 
que se puedan empezar a aplicar ciertas cuestiones 
desde el momento en que se dicta la sentencia 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, en el 
inciso tercero se modifica la redacción en la siguien- 
te forma: “En las hipótesis previstas en los incisos 
anteriores, el Juez de la causa podrá disponer excep- 
cionalmente la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 
2003, siempre y cuando se cumplan, en forma acu- 
mulativa, las condiciones:”; y en el inciso cuarto, se 
sustituye la expresión “Dictada la sentencia de con- 
dena” por “Al dictar la sentencia de condena”. 


SEÑOR PASQUET-- Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Simplemente quiero aclarar 
el sentido de la modificación propuesta para este in- 
ciso que vamos a votar. En el texto que propone la Co- 
misión se hace referencia, exclusivamente, al artícu- 
lo 3% de la Ley N* 17.726, y nosotros planteamos una 
más genérica “a las medidas sustitutivas previstas por 
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la Ley N* 17.726”. Quiere decir que se abarca a todas 
las medidas contempladas por esa norma. Es nece- 
sario y conveniente hacerlo así porque esta ley esta- 
blece todo un régimen para las medidas constitutivas 
que contempla, incluso, un aspecto muy importante, 
como es la forma en que se van a computar los días 
de medidas sustitutivas como días de pena. Entonces, 
al remitirnos a toda la ley resolvemos eventuales pro- 
blemas que pudieran plantearse si nos refiriéramos 
solo al artículo 3%. Ese es el sentido que tiene la pre- 
cisión que según entiendo mejora el texto legal. 


En cuanto a la modificación del último inciso 
mediante la sustitución de la expresión “Dictada la 
sentencia” por “Al dictar sentencia”, lo que estamos 
evitando es habilitar la modificación de una sentencia 
ya dictada y firme. Será en el mismo acto de dictar 
sentencia que el Juez dispondrá lo que entienda que 
corresponde, pero no después de que esta ya quedó 
firme. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Retiro el pedido porque tenía 
que ver con el tema que motivó la última aclaración 
que realizó el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo que había planteado en 
la Comisión era que, necesariamente, el Juez debería 
recurrir a un pronunciamiento previa opinión del Mi- 
nisterio Público; lo que se está haciendo ahora es un 
disparate. El propósito que buscan con las medidas 
alternativas es imposible de cumplir si se hace refe- 
rencia a toda la ley, porque ella dice que el Juez pue- 
de aplicar esas medidas en el caso en que prima facie 
entienda que no debe recaer pena de penitenciaría; 
pero la pena de penitenciaría va a recaer siempre 
porque es el mínimo. Por lo tanto, repito, la excep- 
ción que pretenden ahora es de imposible aplicación, 
con lo cual queda demostrada la desprolijidad con la 
que se está trabajando. La ley a que hacen referencia 
parte de la base de que para que se dé esa posibilidad 
el Juez debe entender prima facie que no correspon- 
derá pena de penitenciaría, pero esta siempre exis- 
tirá. Es imposible evitarla, y por eso planteamos la 
necesidad de pasar el proyecto de ley a Comisión y 
redactarlo bien. Ni siquiera se están cumpliendo los 
objetivos que pretende la propia Bancada oficialista; 
al contrario, están descartando la hipótesis de excep- 
ción al hacer referencia a toda la ley. Si hubieran di- 
cho que el pronunciamiento del Juez se haría previa 
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vista fiscal al Ministerio Público, tal cual lo establece 
el artículo 2? de la Ley N 17.726, se podría consentir, 
pero de esta forma, repito, no hay excepción posible. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- No tengo dudas de que lo que 
plantea este proyecto de ley se puede hacer, pero va a 
ser una fenomenal incongruencia en nuestro sistema 
procesal penal. Efectivamente, lo que vamos a crear 
es un adefesio jurídico. De todos modos, se puede 
hacer en función del elemental principio de que la ley 
posterior deroga la ley anterior y que la ley especial 
deroga la ley general. Aquí estamos diciendo que con 
referencia a estos delitos que van del artículo 30 al 35 del 
Decreto-Ley N* 14.294 -delitos que pasan a castigarse 
con una pena mínima de penitenciaría-, será posible 
disponer la aplicación de las medidas sustitutivas 
previstas por la Ley N* 17.726, porque así lo establece 
el Legislador. La aplicación se hará de conformidad 
con todo el régimen previsto por esta Ley N* 17.726 
salvo, obviamente, en lo que la ley posterior y especial 
diga otra cosa. Desde el punto de vista de la aplicación 
de la ley no se presenta ninguna dificultad y se 
puede hacer, lo que ocurre es que esto será criticado 
acerbamente por cuanto comentarista exista. Nos van 
a decir que estamos haciendo un adefesio jurídico, 
pero igualmente, repito, se puede hacer. La remisión 
al conjunto de la Ley N* 17.726 tiene sentido porque, 
insisto, esa norma contempla muchos aspectos; entre 
ellos, establece expresamente que se dará vista al 
Ministerio Público antes de disponer esto, que es lo 
que preocupaba al señor Senador Gallinal. Además, 
se determina cómo se va a computar cada día de 
medidas sustitutivas con relación a la pena impuesta 
por la sentencia. Entonces, me parece que ya que se 
ha decidido tomar este camino -es una decisión de 
política legislativa que informa todo el proyecto- la 
manera de hacer las cosas causando el menor daño 
posible es la que se ha propuesto y que nosotros 
habremos de acompañar con nuestro voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiere decir que, en defini- 
tiva, el señor Senador va a votar el adefesio jurídico. 
Cada uno actúa como le parece conveniente. 


Lo del adefesio jurídico ya está y coincidimos 
en eso durante toda la discusión. De acuerdo con 
esta iniciativa, el principio jurídico de que la pena 
de penitenciaría no admite excarcelación no se 
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cumple, ya que no solamente admite la excarcelación 
sino que, además, admite medidas comunitarias 
o arrestos domiciliarios. Eso es lo nuevo y ya lo 
introdujo la Bancada del Frente Amplio, no sé si con 
la complicidad o no del Partido Colorado, aunque eso 
lo veremos ahora cuando se vote el proyecto. 


(Dialogados.) 


- Retiro lo de complicidad y voy a decir que esto 
se aprobará con el apoyo o sin el apoyo del Partido 
Colorado. Pero de todas maneras, coincidimos en que 
se trata de un adefesio jurídico. 


Ahora bien, lo que no explica el señor Senador 
Pasquet es cómo en una referencia a toda la Ley 
N* 17.726 para que haya previa opinión fiscal no se 
establecen las otras condiciones de la ley. ¿Por qué 
vale el pronunciamiento fiscal previo y no todo lo 
otro? Todo lo otro vale. ¿Y qué dice lo otro? Dice que 
el Juez tiene que considerar prima facie que no vaya 
a recaer pena de penitenciaría, cuando en realidad 
eso va a suceder porque el mínimo es pena de peni- 
tenciaría. Entonces, si recae pena de penitenciaría, 
mal puede sustituir la prisión preventiva. En defini- 
tiva, se está anulando la posibilidad de la excepción, 
pero cada uno elige el árbol. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: inde- 
pendientemente de si se está de acuerdo o no, no 
podemos hacer que el texto diga cosas que no dice. 
Cuando señalamos que el Juez de la causa podrá dis- 
poner excepcionalmente la aplicación de medidas 
sustitutivas previstas por la Ley N 17.726, estamos 
hablando de que el Juez puede disponer la aplicación 
de las medidas que la ley determina. No estamos di- 
ciendo que al nombrar la otra ley la estamos haciendo 
más vigente que la propia norma que estamos votan- 
do y que establece un mecanismo excepcional. No 
obstante, si cuando se habla de medidas sustitutivas 
previstas se entiende que el Juez puede determinar- 
las sin vista previa fiscal, que era una de las preocu- 
paciones del señor Senador Gallinal, podemos incluir 
lo que ha propuesto -aun no compartiendo la norma, 
en una actitud positiva-, ya que en este caso lo que 
abunda no daña. Entonces, sin movernos de la redac- 
ción que el señor Presidente leyó, podríamos decir 
“En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, 
el Juez de la causa,” -esta sería la modificación a in- 
cluir- “previa vista fiscal,” y luego continuaría el texto 
tal como está redactado. Creo que debemos incluir la 
expresión “previa vista fiscal” porque alguien podría 
decir que en la aplicación de las medidas sustitutivas 
no se habla de la comparecencia fiscal. 
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Creo que deberíamos votar el proyecto con las tres 
modificaciones propuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido al señor Senador 
Michelini que reitere la última propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- Voy a leer el primero de los 
tres incisos que estamos votando. 


“En las hipótesis previstas en los incisos anterio- 
res, el Juez de la causa, previa vista fiscal,” -esto es lo 
que se agregaría- “podrá disponer excepcionalmente 
la aplicación de las medidas sustitutivas previstas por 
la Ley N*. 17.726, de 26 de diciembre de 2003, siem- 
pre y cuando se cumplan, en forma acumulativa, las 
siguientes condiciones:”. A partir de allí se continúa 
el texto tal cual está redactado. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: voy a hacer 
una reflexión en voz alta. Me parece que la coma lue- 
go de la palabra “acumulativa” no va. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sí corresponde 


esa coma. 


Se va a votar en primer lugar el texto llegado de la 
Comisión para los incisos tercero y cuarto del artículo 4”. 


(Se vota:) 
- 0 en 28. Negativa. 


Léanse los incisos tercero y cuarto del artículo 4” 
con las modificaciones propuestas. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “En las hipótesis previstas en los incisos anterio- 
res, el Juez de la causa, previa vista fiscal, podrá dis- 
poner excepcionalmente la aplicación de las medidas 
sustitutivas previstas por la Ley N” 17.726, de 26 de 
diciembre de 2033, siempre y cuando se cumplan, en 
forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


a) Que el imputado no tenga antecedentes penales 
por haber cometido delitos a título de dolo. 


b) Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desde el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 


c) Que el imputado no le haya vendido dicha 
sustancia a menores de edad. 
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Al dictar la sentencia de condena, previa 
realización de las evaluaciones correspondientes, 
tomando en cuenta el proceso de rehabilitación 
del imputado, el Juez de la causa podrá disponer 
la continuación de las medidas mencionadas en el 
inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, 
cometiéndose al Ministerio de Desarrollo Social, al 
Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y 
a la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, el 
seguimiento del imputado y su familia”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los incisos 
tercero y cuarto del artículo 4% con la redacción que 
se acaba de leer. 


(Se vota:) 
- 20 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: básicamente 
lo que estamos buscando con este proyecto de ley es 
trasmitir un mensaje claro a toda la población, en el 
sentido de que en el Uruguay la comercialización de 
sustancias que son fuertemente nocivas para la salud 
-si no recuerdo mal el Presidente de la República las 
calificó como veneno- no está permitida y será casti- 
gada con una pena de penitenciaría que no es excar- 
celable. 


A mi juicio, establecer una excepción con una 
serie de vericuetos -independientemente de las acu- 
saciones, que por cierto, fueron retiradas, pero olvi- 
démoslas- significa diluir el mensaje y dejar puertas 
abiertas por las cuales se pueden colar las situaciones 
que, justamente, estamos tratando de combatir. Por 
lo tanto, no acompañaré con mi voto dicha excepcio- 
nalidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda aprobado el pro- 
yecto de ley, que será comunicado a la Cámara de 
Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTÍCULO 1?.- En los delitos previstos en los 
artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del 
Código Penal, constituye agravante especial y la pena 
se elevará en un tercio en su mínimo y en su máximo, 
que el sujeto activo sea Senador, Diputado, Ministro o 
Subsecretario del Poder Ejecutivo, magistrado, actua- 
rio o alguacil del Poder Judicial, magistrado del Tribu- 
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nal de lo Contencioso Administrativo o del Ministerio 
Público y Fiscal, funcionario policial, funcionario mi- 
litar, funcionario de la Dirección General Impositiva 
o de la Dirección Nacional de Aduanas. 


ARTÍCULO 2".- A quien preste funciones en es- 
tablecimientos de reclusión o detención de personas, 
sean estas mayores o menores de edad, se le incre- 
mentará en un tercio las penas mínima y máxima 
correspondientes cuando cometa cualquier delito en 
ejercicio de su función o en ocasión de esta. 


ARTÍCULO 3".- Las disposiciones de los artícu- 
los anteriores en ningún caso se podrán aplicar en 
forma acumulativa. 


ARTÍCULO  4%.- Agrégase al Decreto-Ley 
N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y sus modifica- 
tivas, el artículo 35 bis, el que quedará redactado de 
la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 35 bis.- Cuando las actividades de- 
lictivas descritas en los artículos 30 a 34 tengan por 
objeto material todas aquellas formas de cocaína en 
su estado de base libre o fumable, incluida la pasta 
base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo 
de 3 (tres) años de penitenciaría. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el 
artículo 35 tengan por objeto material todas aquellas 
formas de cocaína en su estado de base libre o fu- 
mable, incluida la pasta base de cocaína, la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de 2 (dos) años de peni- 
tenciaría. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, 
el Juez de la causa, previa vista fiscal, podrá dispo- 
ner excepcionalmente la aplicación de las medidas 
sustitutivas previstas por la Ley N* 17.726, de 26 de 
diciembre de 2003, siempre y cuando se cumplan, en 
forma acumulativa, las siguientes condiciones: 


A) Que el imputado no tenga antecedentes pena- 
les por haber cometido delitos a título de dolo. 


B) Que a criterio del Juez la sustancia incautada 
represente desde el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 


C) Que el imputado no le haya vendido dicha sus- 
tancia a menores de edad. 


Al dictar la sentencia de condena, previa realiza- 
ción de las evaluaciones correspondientes, tomando 
en Cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, 
el Juez de la causa podrá disponer la continuación de 
las medidas mencionadas en el inciso anterior, hasta 
el cumplimiento de la pena, cometiéndose al Ministe- 
rio de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de En- 
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carcelados y Liberados y a la Oficina de Supervisión 
de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y 
su familia”. 


10) EXTRABAJADORES DE LA EMPRESA 
ARTEVA S.A. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Mociono para que se declare 
urgente y se considere de inmediato el proyecto de 
ley que figura en la Carpeta N* 958/2012, referido a 
la extensión del subsidio por desempleo de los traba- 
jadores de la empresa Arteva S.A. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya han sido distribuidos 
los antecedentes. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 


- 28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia aca- 
ba de ser votada: “Proyecto de ley por el que se fa- 
culta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a 
extender por razones de interés general, hasta por 
un plazo de ciento ochenta días, el subsidio por des- 
empleo de los trabajadores de la empresa Arteva S.A. 
(Carp. N* 958/2012)” 


(Antecedentes:) 
Carp. N* 958/2012 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 20 de julio de 2012. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Alto Cuerpo a fin de remitir, para su consideración, 
un proyecto de ley referente a extensión de seguro 
por desempleo de los trabajadores de la empresa 
ARTEVA S.A. 
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Exposición de Motivos 


El proyecto de ley que se acompaña es una res- 
puesta a la situación económica por la que atraviesan 
más de cien trabajadores -la mayoría de ellos jefes de 
familia- de la empresa ARTEVA S.A que le ha impedi- 
do retomar la actividad en forma regular. 


ARTEVA S.A -empresa que operara en Montevi- 
deo desde su fundación en 1999- y dedicada a la fa- 
bricación de alimentos a partir de pastas de pescado 
estabilizada (surimi), producía para el mercado local 
y la exportación. Poco antes de que la fábrica dejara 
de producir, además de abastecer al mercado local y 
Brasil, exportaba el producto a otros países de Améri- 
ca (Argentina, Chile, Colombia, México y Perú), a la 
Unión Europea (Francia, Italia, Letonia y Estonia) y 
Asia (Israel). 


Dicha empresa, envió oportunamente, su perso- 
nal al seguro por desempleo por la causal suspensión 
total y luego de haberse agotado la cobertura legal, 
fue sucesivamente prorrogada por resoluciones del 
Poder Ejecutivo , en uso de las facultades previstas en 
el inciso 2? del artículo 10 del Decreto-Ley N* 15.180 
de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.399 del 24 de octubre de 2008. 


Tales prórrogas se han autorizado con el objetivo 
de procurar contribuir a la reinserción laboral de los 
trabajadores afectados, quienes con el asesoramiento 
de la Federación de Cooperativas de Producción del 
Uruguay (FCPU) se han agrupado en la Cooperativa 
de Trabajo KANI MAX . 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a 
través de la Unidad de Apoyo a Empresas Recuperadas 
por Trabajadores está realizando un Estudio de 
Prefactibilidad del Proyecto de reactivación de la 
exempresa ARTEVA. 


El objetivo principal de la Cooperativa es el recu- 
perar los mercados que tenía ARTEVA tanto a nivel 
local como en el exterior aunque conscientes de que 
ello -en principio- sea en volúmenes sensiblemente 
menores. También se considera que están en condi- 
ciones de fabricar un producto similar, tanto en cali- 
dad como en precio, al que se estaba realizando antes 
del cierre de la empresa. El proyecto también con- 
templa la necesidad de contratar profesionales en el 
área de comercialización, ventas y comercio exterior. 


La promoción del presente proyecto de ley, pre- 
tende ser uno más de los aportes que el Estado rea- 
liza a fin de procurar la reactivación económica y la 
consiguiente conservación de puestos de trabajo ge- 
nuino, que en este caso particular, se podrá verificar 
con la extensión del seguro de paro, que se somete a 
consideración del Cuerpo Legislativo. 
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Por las razones y fundamentos expuestos, el Po- 
der Ejecutivo remite a la Asamblea General para su 
consideración el proyecto de ley que se acompaña, el 
que se estima de vital importancia para posibilitar la 
definitiva reinserción laboral de los trabajadores invo- 
lucrados, cuyo sustento depende de ello. 


Saludamos a ese Cuerpo con la más alta estima y 
consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Fernando Lorenzo. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1%) Facúltase al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores 
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de ARTEVA S.A en los términos y condiciones que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 2%) La ampliación del plazo de la pres- 
tación de desempleo que se otorga en virtud de las 
facultades que se conceden en el artículo anterior, 
alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el 
goce del referido beneficio o hayan agotado el plazo 
máximo de cobertura (artículos 7* y 10 del Decreto- 
Ley N* 15.180 de 20 de agosto de 1981, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 18.399 de 24 de octubre de 
2008). 


La ampliación del plazo de la prestación comenza- 
rá a regir a partir del mes inmediato posterior al cese 


respectivo del subsidio en todos los casos. 


Eduardo Brenta, Fernando Lorenzo”. 
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Disposiciones citadas 


Decreto-Ley N* 15.180, 
de 20 de agosto de 1981 


Articulo 7”, (Monto del subsidio).- 
7.1) El monto del subsidio para los trabajadores despedidos; 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente a los porcentajes 
que se establecen a continuación, del promedio mensual de las remuneraciones 
nominales computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal: 


A) 66% (sesenta y seis por ciento), por el primer mes de subsidio. 
B) 57% (cincuenta y siete por ciento), por el segundo. 

C) 50% (cincuenta por ciento), por el tercero, 

D) 45% (cuarenta y cinco por ciento), por el cuarto. 

E) 42% (cuarenta y dos por ciento), por el quinto. 

F) 40% (cuarenta por ciento), por el sexto. 


2) Con remuneración por dia o por hora, será el equivalente a las cantidades de 
jornales mensuales que se establecen a continuación, el monto de cada cual se 
obtendrá dividiendo el total de las remuneraciones nominales computables 
percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse la causal, por 
ciento cincuenta: 


A) Dieciséis jornales, por el primer mes de subsidio. 
B) Catorce jornales, por el segundo. | 

C) Doce jornales, por el tercero. 

D) Once jornales, por el cuarto. 

E) Diez jornales, por el quinto. 


F) Nueve jornales, por el sexto. 
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7.2) El monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión total de 


actividad: : 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente al 50% (cincuenta 
por ciento) del promedio mensual «de las remuneraciones nominales 
computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse 
la causal. 


2) Con remuneración por día o por hora, será el equivalente a doce jornales 
mensuales, el monto de cada cual se obtendrá dividiendo el total de las 
remuneraciones nominales computables percibidas en los seis meses 
inmediatos anteriores a configurarse la causal, por ciento cincuenta. 


7.3) El monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión parcial de 


la actividad o trabajo reducido -lo que será reglamentado por el Poder Ejecutivo- 
será la diferencia que existiera entre el monto del subsidio calculado conforme al 
artículo 7.2 y lo efectivamente percibido en el período durante el cual se sirve el 
subsidio. A estos efectos, en los casos de trabajo reducido por despido o 
suspensión total en uno de los empleos, las remuneraciones a considerar para el 
cálculo previsto en el artículo 7.2 comprenderán también las correspondientes a 
las actividades amparadas por este decreto-ley que se prosigan desempeñando. 


7.4) A los efectos de la aplicación de lo previsto en los artículos 7.1 y 7.2, las 


7.5 


7.6 


7.7 


er 


a? 


or 


referencias que allí se efectúan a los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal, corresponderán a periodos de trabajo efectivo, si fuere más 
favorable para el trabajador. 


En los casos a que refieren los artículos 6.2 y 6.3 y durante los periodos 
suplementarios alli previstos, el monto del subsidio será el establecido por los 
literales F) de los numerales 1) y 2) del artículo 7.1. 


Los trabajadores que, habiéndose acogido al subsidio por causal despido, 
reingresaren a la actividad sin haber agotado de modo continuo o discontinuo el 
término máximo de aquél y fueren despedidos nuevamente, retornando al amparo 
del subsidio Únicamente por el saldo de dicho máximo, reiniciarán la percepción de 
la prestación por ese saldo a partir del nivel superior de la escala correspondiente 
(literales A) de los numerales 1) y 2) del articulo 7,1). 


Lo dispuesto por el inciso anterior no será de aplicación cuando el nuevo despido 
proviniere del mismo empleador, en cuyo caso el trabajador reingrasará al goce del 
saldo del subsidio en el nivel que le hubiera correspondido en la escala, de no 
haberse interrumpido la percepción de aquél. 


El monto del subsidio, resultante de la aplicación de los artículos 7.1, 7.2 y 7.5, no 
podré ser inferior a 1 BPC (una Base de Prestaciones y Contribuciones), para 
relaciones de trabajo de veinticinco jornadas mensuales y ocho horas diarias de 
labor, debiendo adecuarse proporcionalmente en los casos de menos o menores 
jornadas. 
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7.8) El monto del subsidio no podrá superar los siguientes máximos: 
1) Para los empleados despedidos, el equivalente a: 


A) 11 BPC (once Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el primer mes 
de subsidio. 


B) 9,5 BPC (nueve y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
segundo. 


C) 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el tercero. 
D) 7 BPC (siete Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el cuarto. 


E) 8,5 BPC (seis y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
quinto. 


F) 5 BPC (seis Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el sexto. 


2) Para los empleados en situación de suspensión total de la actividad o trabajo 
reducido, el equivalente a 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) por cada mes de subsidio. 


7.9) El valor de la BPC (Base de Prestaciones y Contribuciones) que se tendrá en 
cuenta para la aplicación de los articulos 7.7 y 7.8, será el que tuviere dicha 
unidad a la fecha de la causal correspondiente. 


A los minimos y máximos previstos por dichos articulos, se adicionará el 
suplemento establecido en el articulo 7.10, si correspondiere. 


7.10) Si el trabajador fuere casado o viviere en concubinato, o tuviere a su cargo 
familiares incapaces hasta el tercer grado de afinidad o consanguinidad, 
ascendientes o descendientes menores de veintiún años de edad, percibirá un 
suplemento del 20% (veinte por ciento) del subsidio que correspondiera conforme 
a lo establecido precedentemente. 


Fuente: Redacción dada por la Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008 


"ARTÍCULO 10. (Desocupación especial).- Facúltase al Poder Ejecutivo para 
establecer, por razones de interés general y por un plazo no mayor a un año, un 
régimen de subsicio por desempleo total o parcial para los empleados con aita 
especialización profesional, en ciertas categorías laborales o actividades económicas, 
así como a prorrogar, por idénticas razones y plazo, el servicio de las prestaciones 
previstas en el presente decreto-ley siempre que, en este último caso, se documentare 
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la transitoriedad de la falta o reducción de tareas y el compromiso de preservar los 
puestos de trabajo. 


El Poder Ejecutivo establecerá el monto del subsidio a pagarse en estos casos, el que 
no podrá exceder del 80% (ochenta por ciento) del promedio mensual de las 
remuneraciones computables conforme al artículo 7” del presente decreto-ley. 


El ejercicio de las facultades previstas en el inciso primero del presente articulo, no 
obsta al derecho del trabajador de reclamar la indemnización por despido una vez 
completado el periodo máximo previsto por el artículo 6.1 para las causales de 
suspensión total v reducción de trabajo a causa de suspensión total en uno de los 
empleos, sin perjuicio de lo establecido por el inciso segundo del anículo 9% de este 
decreto-ley”. 


Fuente: Redacción dada por la Ley N* 18,399, de 24 de octubre de 2008, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: este pro- 
yecto de ley es en respuesta a la situación económi- 
ca por la que atraviesan más de cien trabajadores, la 
mayoría de ellos jefes de familia, que trabajaban en la 
empresa Arteva S.A., dedicada a la fabricación de ali- 
mentos a partir de pasta de pescado estabilizada. Esta 
empresa, que no solo producía para el mercado local 
sino que también exportaba a Brasil, Argentina, Chi- 
le, Colombia, México, Perú, Unión Europea y Asia, 
envió a los trabajadores al seguro por desempleo. 


Actualmente, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, a través de la Unidad de Apoyo a Empresas 
Recuperadas por trabajadores, está realizando un es- 
tudio de prefactibilidad del proyecto de reactivación 
de la exempresa Arteva S.A. Por lo tanto, resulta im- 
prescindible esta extensión del seguro de paro hasta 
que dicho estudio se culmine y se vea la posibilidad 
de reactivar la empresa. 


SEÑOR VIERA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑORA DALMÁS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: adelanto que 
voy a acompañar con mi voto esta iniciativa aunque, 
más allá de que en este recinto se haya dicho en 
más de una oportunidad que estas situaciones son 
comprensibles, considero que de alguna manera 
significan una discriminación con respecto a otros 
empleados que también están en el seguro de paro. 
Lo que me gustaría saber es en qué número de 
extensión del seguro de paro estaríamos, porque 
en la exposición de motivos no se especifica dicha 
información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la seño- 
ra Miembro Informante. 


SEÑORA DALMÁS.- Lamentablemente, en este 
momento no poseo esa información. Es política del 
Gobierno, contemplando el punto de vista laboral y 
con el fin de mantener los puestos de trabajo, que 
siempre y cuando se haya formado una cooperativa 
de trabajo -como en este caso Kani Max-, se otorgue 
una extensión del seguro de paro mientras se estudia 
la viabilidad del proyecto que los trabajadores tienen. 


CÁMARA DE SENADORES 


13 de setiembre de 2012 


Creo que no se trata de una extensión desmedida, 
pero desconozco cuál es, exactamente, el número de 
extensiones que se han dado hasta este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1%. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 1%) Facúltase al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social a extender por razones de interés 
general, hasta por un plazo de 180 (ciento ochenta) 
días, el subsidio por desempleo de los trabajadores 
de ARTEVA S.A. en los términos y condiciones que 
establezca la reglamentación.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 26 en 27. Afirmativa. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2%) La ampliación del plazo de la pres- 
tación de desempleo que se otorga en virtud de las 
facultades que se conceden en el artículo anterior, 
alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el 
goce del referido beneficio o hayan agotado el plazo 
máximo de cobertura (artículo 7* y 10% del Decreto- 
Ley N* 15.180 de 20 de agosto de 1981, en la redac- 
ción dada por la Ley N* 18.399 de 24 de octubre de 
2008). 


La ampliación del plazo de la prestación comenza- 
rá a regir a partir del mes inmediato posterior al cese 
respectivo del subsidio en todos los casos.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda aprobado el proyecto de ley, que será remi- 
tido a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado.) 
11) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: dada la 
hora y el compromiso de no obstaculizar el funciona- 
miento de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, mociono para que el siguiente punto del 
Orden del Día, proyecto de ley relativo a las normas 
complementarias a la Ley N* 18.191, sobre el tránsi- 
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to y la seguridad vial, sea considerado en la próxima 
sesión del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador. 


(Se vota:) 
- 24 en 25. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 14 y 41 minutos, 
presidiendo el señor Astori y estando presentes los 
señores Senadores Amorín, Baráibar, Bordaberry, 
Chiruchi, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Gallinal, 
Heber, Lorier, Martínez, Martínez Huelmo, 
Michelini, Moreira (Constanza), Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Rosadilla, Rubio, Solari, 
Tajam, Topolansky, Viera y Xavier. 
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